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Prólogo

l libro Derecho Electoral, la autoridad en el proceso electoral local, es un signo que
manifiesta aquel sentimiento grato y vivo que se denomina “alegría”. Un tal senti-
miento resulta del conocimiento de la mejor herencia que recibí de mis padres: La
firmeza de ánimo que la fortaleza despliega ante los temores y las audacias. Este lega-
do hizo posible que participara con alegría en el proceso electoral 2004 de Veracruz.
Contar con ese don hizo posible resistir contra los asaltos de algunas dificultades con-
comitantes al servicio electoral y los temores que su proximidad origina y atacarlos
con una osadía moderada por la razón.

Si la gratitud es un sentimiento que nos obliga a estimar el beneficio o favor que
se nos ha hecho o ha querido hacer, y a corresponder de alguna manera; entonces con
este libro debo corresponder al esfuerzo realizado por todo el personal del Instituto
Electoral Veracruzano durante el mencionado proceso electoral. Quiero mencionar
únicamente, y para no incurrir en omisiones, al Secretario Ejecutivo Carlos Rodríguez
Moreno, abogado cuya labor seria, responsable e imparcial es invaluable.

La realización de este libro tiene varios promotores: Marco Antonio Aguirre
Rodríguez, Rafael Pérez Cárdenas, Javier Roldán Dávila, Ulises Montes Guzmán. Sin
embargo, la definición del trabajo y la revisión del manuscrito es obra de la paciencia
de la Maestra en Letras Españolas María del Carmen Castañeda y Mota, mi esposa. A
todos ellos, muchas gracias.

Un agradecimiento singular merece la Universidad Veracruzana, nuestra Casa
de Estudios, pues el regreso a la actividad docente me brindó el tiempo y la calma
para escribir el resultado de las reflexiones que contiene el libro. Las aulas de la
Facultad de Derecho son la nave en donde “a golpe de remo” se avanzó en el cono-
cimiento del Derecho Electoral. El estudiante de leyes, preocupado por ser sujeto de
su propio aprendizaje, exigió de su maestro un raudal de respuestas relacionadas
con el ambiente de los ciudadanos, por supuesto siempre relacionadas con la mate-
ria de estudio.

E
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Basilio Magno (329-379 D. C.) escribió:

El pan que guardas para ti pertenece de pleno derecho a aquel que muere de hambre. El manto que
cuelga de tu armario le corresponde al hombre desnudo. Al que va descalzo le vendrían bien esas

sandalias que están criando moho en tu casa. El dinero acumulado en tus cofres tendría que ser
para los pobres. Sin duda alguna, estás oprimiendo a tanta gente como la que podrías ayudar.

Sin lugar a dudas, haría muy mal si no compartiera la experiencia con aquel que
la necesita, sobre todo, si de ella se pueden desprender algunas enseñanzas. Con el
propósito de cumplir esta deuda con los demás, publico este libro sobre el Derecho
Electoral.
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Introducción

El presente escrito está dirigido a los estudiosos y a los estudiantes de leyes bajo
el amparo de la siguiente convicción: El derecho no es una cosa muerta y rígida, sino
algo vivo en todo momento. Por lo tanto, en un discurso dirigido a ellos se puede y se
debe deliberar incesantemente sobre la construcción de un derecho nuevo y de una
justicia nueva para la creación de una paz nueva en el mundo. Se puede deliberar,
porque se trata de núcleos de personas que la sociedad separa y pone a distancia de los
problemas cotidianos para que piensen en ellos con libertad. Se debe deliberar, por-
que esa misma sociedad que aleja a los académicos, está esperando de ellos una res-
puesta para que se haga realidad el tan anhelado derecho a una vida digna.1

La hipótesis pedagógica que alienta esta disertación se basa en dos nociones, a
saber:

• Una, las facultades y escuelas de Derecho, por definición, son seminarios o
semilleros de ciudadanos partidarios del gobierno de las leyes, contrapuesto al
gobierno de los hombres; y,

• Otra, los profesores y los estudiantes de dichas instituciones son creadores de la
paz2 y la democracia, también por definición, es una técnica de convivencia
orientada a la solución no violenta de los conflictos.3

Tomé la decisión de escribir este libro cuando todavía ocupaba el cargo de Presi-
dente del Consejo General del Instituto Electoral Veracruzano (IEV). Es verdad que el
cargo se puede observar como un simple empleo e incluso sencillamente como un

1 Cf. Luis Armando Aguilar: El derecho al desarrollo, su exigencia dentro de la visión de un nuevo orden mundial, México,
ITESO–Universidad Iberoamericana, 1999.

2 Cf. Antonio Beristain y Piña: «La nueva técnica indispensable en los creadores de la nueva paz» Cultura Democrática,
Revista Diversa: Órgano de difusión del Instituto Electoral Veracruzano, Número 9, marzo 2003, Xalapa, Veracruz,
México, pp. 18-33.

3 Cf. Luigi Ferrajoli: El garantismo y la filosofía del derecho, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia,
2001, p. 92.
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punto de llegada, pero mientras más pienso en ello, más considero el destino como esa
fuerza desconocida que se cree obra sobre los hombres y los sucesos. En efecto, una
mirada retrospectiva muestra un encadenamiento de los sucesos que puede ser consi-
derado como necesario y fatal.

Coloquialmente uno se pregunta: «¿Cómo fue que llegué allí?». Ante esa fuerza
desconocida, la libertad de la voluntad se mostró un tanto reducida o en segundo
plano. Sin embargo, al llegar a este cargo se provocó una perturbación violenta del
ánimo: Fue como un poderoso estímulo para intentar superar la fatalidad. En tanto se
escuchan muchas voces que te dicen que las cosas son de un modo y que no pueden
ser de otra manera, la conciencia –esa vocecilla interior que cada cual escucha– te
enseña que las cosas deben y pueden ser distintas.

Algunas experiencias que derivaron del cargo de Presidente del Consejo General
se escribieron, unas se publicaron otras no. Tuve la oportunidad de ver los manuscritos
con atención y cuidado y, consecuentemente, someter los textos a nuevo examen para
corregirlos, enmendarlos o repararlos. Si la atención se vuelca sobre unos textos escri-
tos en otro momento y bajo otros contextos es con propósitos didácticos. La finalidad
de la revisión es reconocer las influencias y bosquejar la estructura conceptual que los
respalda. En esta obra se reflexiona sobre aquel conjunto de textos, pero en cierta
medida, hasta el punto en que lo permite el encuadre del tema.

Algunos textos obedecieron a las invitaciones de otros organismos electorales o
de universidades del país, lo cual hace que este documento tenga un contexto nacio-
nal, pero mi situación como autor es en el Estado de Veracruz. Se piensa en esta enti-
dad federativa de México y desde ella se lanzan algunas atrevidas afirmaciones sobre
temas que atañen a otras Entidades federativas o al Estado mexicano.

En el año de 1990, un grupo de estudiantes de diversas carreras estaba en torno
a una mesa tomando café y discutiendo acerca de si México era un país democrático.
El tema flotaba en el ambiente universitario. Estudiantes de sociología, economía e
historia coincidían en la negación de la democracia mexicana e incluso en la negación
de la posibilidad misma de esa democracia. Dos estudiantes de leyes estaban hechos
un lío, pues querían pronunciarse por la afirmativa y no sabían como argumentar, se
les olvidó la distinción entre aquello que es de derecho y aquello que es de hecho.

En aquel mismo año, dentro de un programa de televisión, un alumno del bachi-
llerato lanzó a boca de jarro la cuestión a un profesor: «¿México es democrático?». La
respuesta del profesor fue la siguiente: «De derecho sí; de hecho todavía no». Y así
encontramos que la contestación separa lo que es de derecho respecto de lo que es de
hecho.

Se trata de dos casos anecdóticos, ocurridos en Xalapa, Veracruz, México y per-
miten descubrir el juicio rector del presente discurso. Este trabajo admite la distinción
entre lo que es de derecho y aquello que es de hecho, más rechaza la escisión. Toda
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norma jurídica prevé una situación de la realidad a la que atribuye determinadas con-
secuencias de derecho. Determinados hechos o aspectos de la realidad deben ser abs-
traídos y formulados en lenguaje jurídico e incorporados a la norma para ello. No se
juzga necesario construir puentes entre derecho y hecho sino que se apunta hacia sus
lazos naturales.

La materia de estudio es el Derecho positivo, pero no el derecho visto, considera-
do, contemplado, reflexionado, sino su réplica: El derecho vivo, activo, operante; pues
el propósito de esta obra es explicar lo que he comprendido del texto de la Constitu-
ción Política de México al fragor de un proceso electoral local: El del Estado de Veracruz
de Ignacio de la Llave en el año 2004.

Los temas que se abordan pertenecen al derecho electoral. El argumento se desa-
rrolla bajo el presupuesto de que éste es una disciplina jurídica autónoma. Dicha auto-
nomía constituyó un problema que hoy parece resuelto, pero que más adelante se
intentará justificar. Santiago Nieto Castillo afirma:

El estudio del derecho electoral, como disciplina aislada del derecho constitucional, es una innovación
de la transición democrática iberoamericana en el campo jurídico. Para entender el proceso de

surgimiento del derecho electoral... es preciso ubicar el proceso histórico de la transición democrática
y su impacto en la normatividad electoral.4

Esta opinión solamente requiere dos enmiendas para ser aceptable: Una, el estu-
dio del derecho electoral no constituye una disciplina “aislada” del derecho constitu-
cional, pues de él depende; y, otra, tampoco es solamente una innovación de la transi-
ción democrática en el campo jurídico. Sin duda es preciso ubicar el proceso histórico
de la transición democrática y su impacto en la normatividad electoral para entender
el proceso de surgimiento del derecho electoral, tanto como es necesario situar a éste
para comprender el hecho histórico de la transición democrática.

Los fenómenos que, a juicio de Nieto Castillo, aceleran el estudio del derecho
electoral son tres, a saber:

1. La creación de órganos electorales con las características de autonomía de los
poderes clásicos.

2. La especialización de la justicia electoral.
3. El perfeccionamiento de la legislación electoral.

En la presente publicación, la atención se centra en el primero de los fenómenos
enlistados: La creación de órganos electorales con las características de autonomía respecto

4 Santiago Nieto Castillo: La interpretación de los órganos electorales, Interpretación del derecho y criterios de
interpretación en materia electoral, Instituto Electoral de Querétaro, México, 2002, p. 75.
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de los órganos ejecutivo, legislativo y judicial. Pero solamente se alude al ambiente local.
Por la naturaleza federal del sistema jurídico político mexicano, y dentro del marco
de autonomía del que disfrutan respecto de su régimen interior, los 31 Estados y,
con su especificidad, el Distrito Federal, regulan sus propios procesos electorales, es
decir, los relativos a la renovación de sus órganos ejecutivos y legislativos locales, así
como de sus ayuntamientos o delegaciones en el caso del Distrito Federal.

El documento aborda ocho temas que se desenvuelven en sendos capítulos, a
saber:

• Los procesos electorales en las Entidades federativas.
• Sufragio universal, libre, secreto y directo.
• Sobre lo electoral como función del Estado.
• Los organismos electorales de las entidades federativas.
• Control de la legalidad en materia electoral.
• Principio de definitividad.
• Partidos Políticos
• Delitos electorales y penas, faltas y sanciones.

La agenda de esta investigación comprende el tema de los Partidos Políticos, sus
prerrogativas, la equidad en el acceso de ellos a los medios de comunicación social  y la
fiscalización de los recursos con que cuentan. Pero, alguien medianamente enterado,
comprenderá que este tema es materia de otro libro.

DERECHO A VOTAR

Y A SER ELECTO

PROCESO

ELECTORAL

AUTORIDAD

ELECTORAL
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Capítulo I
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1. Los procesos electorales
en las Entidades federativas

E

SUMARIO: 1. Los procesos electorales en la Entidades federativa; 2.Noción del Dere-
cho Electoral; 3. Estado no democrático versus Estado democrático; 4. Comenzar por
los principios.

n este capítulo planteo como finalidad esencial de la exposición, la necesidad de
cobrar conciencia suficiente, es decir, tanto cuanto sea necesario, de un radical cam-
bio de paradigma en el papel del derecho. Brevemente dicho, percatarse de ello signi-
fica saber que se trata de un giro hacia la supremacía única de la Constitución Gene-
ral de la República frente a los actos que estén en desacuerdo con la misma.

Las presentes investigaciones constituyen un elemento integrante del Derecho
electoral. Sin embargo, la fuente de cognición es la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. La atención está puesta en el artículo 116 fracción IV. La
trascripción del texto de la Ley Fundamental constituye el necesario punto de arran-
que porque los nueve incisos que componen la citada fracción del precepto constitu-
cional son motivo de sendos comentarios:

Artículo 116. El poder público de los Estados se dividirá, para su ejercicio, en
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes
en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo indivi-
duo.
Los Poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada
uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: ...

IV. Las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral garantiza-
rán que:

a) Las elecciones de los gobernadores de los Estados, de los miembros de las
legislaturas locales y de los integrantes de los ayuntamientos se realicen me-
diante sufragio universal, libre, secreto y directo;
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b) En el ejercicio de la función electoral a cargo de las autoridades sean princi-
pios rectores los de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e inde-
pendencia;

c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las
jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de auto-
nomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones;

d) Se establezca un sistema de medios de impugnación para que todos los
actos y resoluciones electorales se sujeten invariablemente al principio de
legalidad;

e) Se fijen los plazos convenientes para el desahogo de todas las instancias
impugnativas, tomando en cuenta el principio de definitividad de las etapas
de los procesos electorales;

f) De acuerdo con las disponibilidades presupuéstales, los partidos políticos re-
ciban, en forma equitativa, financiamiento público para su sostenimiento y
cuenten durante los procesos electorales con apoyos para sus actividades ten-
dientes a la obtención del sufragio universal;

g) Se propicien condiciones de equidad para el acceso de los partidos políticos a
los medios de comunicación social;

h) Se fijen los criterios para determinar los límites a las erogaciones de los parti-
dos políticos en sus campañas electorales, así como los montos máximos  que
tengan las aportaciones  pecuniarias de sus simpatizantes y los procedimien-
tos  para el control y vigilancia del origen y uso de todos los recursos con que
cuenten los partidos políticos; se establezcan, asimismo, las sanciones por el
incumplimiento a las disposiciones que se expidan en estas materias, e

i) Se tipifiquen los delitos y determinen las faltas en materia electoral, así como
las sanciones que por ellos deban imponerse;

2. Noción del Derecho Electoral

Si se pregunta por el fundamento último del derecho electoral, es necesario señalar
que las instituciones que lo componen encuentran la razón suficiente de su existencia
en un principio de justicia distributiva y en un principio de justicia legal. Por el prime-
ro, el voto de los ciudadanos en un Estado democrático es un derecho objetivo, parti-
cular y concreto. Por el segundo, el voto es un deber. Dicho esto con toda claridad y
con la intensidad que requieren los comicios: El voto es una deuda del ciudadano para
con la sociedad.
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En la importante encrucijada en la que nos ha tocado vivir, cuando Harold J.
Berman anuncia el fin de la tradición jurídica occidental,5 es necesaria la atención
concentrada del conocer y del pensar en el derecho electoral, pues se trata de una
operación permanente para la construcción de la democracia. El derecho electoral es
producto y también es factor de la transición democrática en México.

En el ambiente electoral es común hablar de la construcción de la democracia, al
respecto baste con recordar la obra del maestro José Woldenberg que lleva ese nom-
bre.6 En cambio, en el ambiente electoral no es común referirse a la construcción del
derecho. La democracia y el derecho son entes sociales en construcción constante. Si
esto es así, entonces el derecho electoral tampoco es una obra concluida: no es el
simple reflejo del hecho histórico de la transición democrática.

El ensayo de una definición provisional del derecho electoral orilla a distinguir el
conjunto de prescripciones en la materia y el saber jurídico electoral.

En el primer sentido, como derecho prescriptivo, el derecho electoral es el conjunto
de leyes, costumbres, jurisprudencia y principios jurídicos que regulan los procesos
mediante los cuales el pueblo elige a sus gobernantes y los demás procesos a través de
los cuales el pueblo ejerce, mediante sufragio, su poder soberano en decisiones o actos
de gobierno.

En el segundo sentido, como saber jurídico, el derecho electoral es el sistema de
comprensión y explicación de ese conjunto de prescripciones. El abogado o jurista es
un hermeneuta al servicio de la colectividad en sus estructuras más básicas y necesa-
rias.7 El abogado es quien puede decir qué es el derecho en una determinada sociedad
y hasta dónde se extienden sus límites o validez. Él no es el creador del derecho. En
México los legisladores son los diputados y senadores ante el Congreso de la Unión o
los diputados ante las legislaturas o congresos de los Estados. Los juristas dicen qué
discursos o textos son derecho y cómo se deben interpretar, o sea, que la jurispruden-
cia o ciencia del Derecho es una hermenéutica colosal de las normas de la colectividad.

Pero también suele tocar a ellos la interpretación o aplicación concreta de las nor-
mas jurídicas, o por lo menos, las reglas de la recta interpretación que se tiene que hacer
en cada caso concreto, especialmente por obra y gracia de los jueces. Esta interpretación
o hermenéutica concreta, se suele llamar jurisprudencia. Es una actividad práctica y a
veces lo único que se hace es apoyarse en la autoridad de otros, de manera especial en los
tribunales supremos, para determinar el sentido de las normas jurídicas.

5 Cf. Harold J. Berman: La formación de la tradición jurídica de Occidente, México, Editorial del Fondo de Cultura
Económica, 2001.

6 Cf. José Woldenberg: La construcción de la democracia, temas de debate, México, Editorial Plaza Janés, 2002.
7 Cf. José Benigno Zilli Mánica: «Una fortuna» Comentarios, acotaciones marginales, Gobierno del Estado de Veracruz,

Xalapa, Veracruz, México, 1996, pp. 55-56.
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Hay, pues, dos sentidos de jurisprudencia: una es la ciencia total del derecho y
otra es el arte de la aplicación. Pero las dos son hermenéuticas de los textos emanados
de la autoridad competente. Por lo tanto, es menester volver la mirada hacia lo más
elemental, el derecho construido que se ha convertido en dato: Un sistema racional de
normas sociales de conducta, declaradas obligatorias por la autoridad, por considerar-
las soluciones justas a los problemas surgidos de la realidad histórica.8

La ciencia del derecho, dicho esto metafóricamente, es un árbol, cuyo tronco es
un conjunto de principios metodológicos aplicables a todas las ramas. Las ramas del
derecho se componen con el estudio de los grupos de normas jurídicas de igual validez
espacial, material y personal, aunque puedan comprender normas de ámbito temporal
y de grado jerárquico diferentes, que se distinguen unas de otras por la especie de las
relaciones jurídicas reguladas.

Atendiendo a la figura del árbol jurídico, el derecho electoral es una rama nueva
de la ciencia del derecho, un auténtico retoño: Si existe un conjunto de normas jurídi-
cas que regulan la elección de los órganos representativos en una democracia, enton-
ces el derecho electoral, entendido como saber jurídico, tiene un objeto de estudio.
Esta cuestión comprende varios aspectos, dichas normas regulan:

• La titularidad y ejercicio del derecho de sufragio, activo, derecho de votar, y
pasivo, derecho a ser electo. De aquí se siguen también los derechos, deberes y
prerrogativas de los partidos políticos.

• La organización de la elección.
• El sistema electoral.
• Las instituciones y órganos que tienen a su cargo el desarrollo del proceso elec-

toral y del control de la regularidad de ese proceso y de la veracidad de sus
resultados.

Pero, el horizonte de proyección del derecho electoral es más amplio. A guisa de
ejemplo se pueden mencionar las formas de democracia directa, plebiscito y referendo,
como otro asunto que complementa el primero.9

8 Miguel Villoro Toranzo: Introducción al estudio del Derecho, México, Editorial Porrúa S.A. 1999, p. 127.
9 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (Sala Superior) “Plebiscito y otros instrumentos de democracia
directa. Procede su impugnación a través del Juicio de Revisión Constitucional Electoral”, Juicio de Revisión
Constitucional electoral. SUP/JRC 118/2002.- Partido Revolucionario Institucional y otros.- 30 de agosto de 2002.-
Mayoría de cuatro votos.- Engrose: Leonel Castillo Gonzalez.- Disidentes: José Luis de la Peza y José de Jesús Orozco
Enríquez.- Secretario: Andrés Carlos Vásquez Murillo. [Referencia: Tesis» Relevantes»Electoral»2003»TRE-018-2003].
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En un Estado federal como el nuestro, el poder estatal está dividido entre la Fede-
ración y los Estados Federados, a dicha división se debe agregar un Distrito Federal.
Las Entidades federativas de la República mexicana, incluyendo en esta expresión al
Distrito Federal, tienen sus propias constituciones y su propia legislación. Por tanto,
también tiene su propia jurisdicción. Tratándose del derecho como sistema de pres-
cripciones, conviene advertir que no existe supremacía del derecho federal sobre el
derecho local. Ambos están subordinados a la Constitución General de la República
pero no se subordinan entres sí. Se trata de dos esferas de validez, independientes la
una de la otra, cuyas facultades limita la propia Constitución.

Sin embargo, cuando se aborda el derecho electoral como saber jurídico, sería
un craso error hablar de un derecho electoral “federal” y otro “local”, pues ambos
constituyen materia de estudio de la rama jurídica que ocupa nuestra atención. El
estudio de los preceptos jurídicos que regulan los procesos electorales de una Enti-
dad federativa es solamente un apartado o capítulo del Derecho Electoral, entendido
éste como saber jurídico.10

3. Estado no-democrático versus Estado
democrático

La cuestión que debe preocupar a los integrantes de la sociedad mexicana es la relativa
a la antinomia Estado de policía versus Estado de Derecho. O, mejor aún, la preocupa-
ción  debe girar en torno a la competencia que en la realidad se presenta entre el
Estado de policía y el Estado de Derecho. La oposición contradictoria se comprende
mejor si se entiende que la transición democrática es el paso del Estado de policía [no–
democrático] al Estado de derecho [democrático].

No se trata de un paso definitivo, que se da de una vez y para siempre. El México
democrático está siempre amenazado por prácticas antidemocráticas. Las actividades
autoritarias, el fraude electoral y la gran mentira están larvados, escondidos, disfraza-
dos, enmascarados y, a veces, se manifiestan con descaro. Por esto, la ley impone a los
ciudadanos un permanente estado de vigilia en aras de las acciones democráticas.

10 Cf. Román Ibarra Flores: Derecho Electoral Guerrerense, Guerrero, México, Editado por el Instituto de Estudios
Parlamentarios “Eduardo Neri” y la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Guerrero, 1999.
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En las jornadas electorales del 14 de noviembre de 2004 (Puebla, Tlaxcala y
Tamaulipas) fue común escuchar la siguiente expresión: Que no pase aquí lo que sucedió
en Veracruz. La expresión denota que el pasado 5 de septiembre en Veracruz sucedió
algo malo y dicha expresión se emplea sin empacho desde el punto de vista de nadie y,
consecuentemente, uno se pregunta ¿Qué sucedió en Veracruz?11

Desde la perspectiva de la administración del proceso electoral, el 5 de septiem-
bre de 2004 cada ciudadano veracruzano que participó en la jornada electoral lo hizo
en ejercicio del derecho al sufragio universal, libre, secreto y directo; la organización
de las elecciones se llevó a cabo a través de un organismo público y autónomo, sujeto
al control jurisdiccional; el proceso electoral estuvo regido en todos sus actos por los
principios de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia; y, se dio
el establecimiento de condiciones de equidad para el acceso de los partidos políticos a
los medios de comunicación social.

Entonces, ¿Cuál fue el problema en Veracruz? ¿La aceptabilidad de la derrota?
En México y en septiembre de 1999, cinco años antes de las elecciones de Veracruz,
Felipe González describió tal dificultad:

¿La aceptación y la asimilación de la derrota electoral son problemas sólo de los políticos o, sobre
todo, de la ciudadanía? Se trata de un problema de los políticos, pero la ciudadanía y los políticos no

están separados. Si un político, al día siguiente de una confrontación electoral o el mismo día porque
ha perdido, no digo porque hayan fallado las condiciones de igualdad razonable de oportunidades,
sino simplemente porque ha perdido,... aparece en los medios públicos afirmando: “Esto es un

fraude, no podemos aceptarlo”..., eso puede provocar una ruptura del sistema extremadamente
grave en la que con frecuencia ni siquiera se piensa en ese momento pasional en el que deslegitima
el resultado. Quien diga eso sin razón, es decir, habiendo perdido por sus propios méritos y no

porque no ha tenido condiciones para ganar, se descalificará definitivamente como líder político o
como responsable político.12

Sin duda, algo de eso se vio y se escuchó en Veracruz, pues ciertamente en todo
momento cualquiera de los contendientes tuvo la oportunidad de ganar. Pero, lo que
sucedió en Veracruz no fue una cuestión de perdedores que se negaran a aceptar la
derrota o, si se prefiere, no fue eso solamente. El fenómeno que se pudo presenciar, y
desde una posición privilegiada, se puede calificar como la subversión de los súbditos.

11 Salvador Martínez y Martínez: «Lo sucedido en Veracruz desde el punto de vista de la administración del Proceso
Electoral 2004» Ponencia presentada en la XXI Reunión Nacional de Presidentes de Organismos Electorales de las Entidades
federativas, San Luis Potosí, San Luis Potosí, México, 24 de noviembre de 2004.

12 Felipe González: La aceptabilidad de la derrota, esencia de la democracia, San Luis Potosí, México, Editado por el
Consejo Estatal de San Luis Potosí, 2003, pp. 29 y 30.
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Comprender este aspecto singular de la transición democrática en México exige
recordar las encuestas sobre Ciudadanos y Cultura de la Democracia (1999) y sobre
Cultura Política y Prácticas Ciudadanas 2001, y, especialmente, la opinión que a partir
de ellas emite Jacqueline Peschard Mariscal:

El grueso de los mexicanos no está involucrado con los asuntos políticos, tiene poco interés y escaso
sentido de obligación a involucrarse en la vida de la colectividad, y prácticamente no participa en

asociaciones civiles.
A esta combinación de rasgos participativos, de competencia y eficacia políticas se les suman las
características de alejamiento, de cinismo frente a la política, desconfianza frente a las instituciones

y escasa disposición a asumirse como sujeto políticamente responsable.
Es por ello que considero, que si podemos hablar de algún perfil predominante de la cultura política
en México hoy, es el de una categoría en movimiento, el del súbdito en transición.13

Se torna indispensable volver a preguntar para precisar las cosas ¿Qué sucedió en
Veracruz? La respuesta es que sucedió lo desconcertante: Los súbditos se hicieron ciuda-
danos y salieron a votar. No fue un voto ciego sino un voto informado, un voto de
opinión. Así lo muestran los resultados: El hecho sorpresivo es que votó casi el 61% de
la lista nominal y se trató de un voto informado.

Sin embargo, la jornada del 5 de septiembre en Veracruz, no por azares del destino
sino por un plan bien orquestado, fue objeto de la desinformación de algunos sujetos de
mala fe que quisieron convertir los comicios en un ejemplo de signo negativo y cuyo
sino, siempre según ellos, es que un ejemplo tal no vuelva a repetirse en ninguna parte
del país. Lo sucedido en Veracruz estuvo y aun está en boca de todos y de nadie en
particular.

La primera impresión que recibió quien al momento de la elección presidía el
órgano superior de dirección del Instituto Electoral Veracruzano es que a nadie impor-
tó –ni parece importar– lo que en realidad sucedió en Veracruz, pues aquellos sujetos
anónimos, a los que aludimos en el párrafo anterior, levantaron embustes y el único
objeto de interés fue y es un producto comercial o una historieta, fabricada con los
siguientes elementos: emoción, dramatización y desenlace, feliz o infeliz, según la pers-
pectiva de cada cual.

En el fondo, lo que les interesó fue promover un modelo de democracia pervertida...
tal vez por el narcotráfico. Según esto, mediante el mismo se manipulan los partidos polí-
ticos, se financian campañas electorales y, en definitiva, se administran los procesos demo-

13 Jacqueline Peschard Mariscal: «El perfil de la cultura política predominante» Deconstruyendo la ciudadanía, Avances y
retos de la cultura democrática en México, Secretaría de Gobernación, Secretaría de Educación Pública e Instituto
Federal Electoral, México, 2002, pp. 145-152.
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cráticos emergentes. Este producto que se exhibió y aun se exhibe en las estanterías
nacionales tampoco lo suscribe nadie y, en ocasiones, no son pocos los que se animan a
adquirirlo.

Quienes orquestaron y ejecutaron el plan estaban y están interesados en que el
país reciba un mensaje que –ellos juzgan– el pueblo mexicano, pueblo receptor,
desea recibir. En el caso Veracruz dicho mensaje, en lo esencial, pareció consistir
en afirmar: En este país nada ha cambiado, el pueblo mexicano ha sido, es y seguirá
siendo un pueblo de malhechores y tramposos.

Un aserto tal, expuesto en los escaparates nacionales y vendido con facilidad –
pues nada es tan fácil de vender como el hablar mal de todo y de los demás–, está lejos
de la realidad veracruzana. Si este comunicado tiene algún sentido apologético no es la
salvaguarda de los malandrines y defraudadores; lo que está en juego es la defensa del
pueblo de Veracruz, pues fue víctima de un anónimo, es decir, un mensaje ofensivo y des-
agradable que no suscribe nadie.

El tema exige poner el sentimiento en el núcleo del discurso. Sentir es lo primero,
se dirá en el lenguaje de la nueva cultura. Sentir para crear... Sentir para comprender...
Sin duda la razón profunda de un escrito de esta índole es crear y comprender la
democracia.

Convertir el tema en problema requiere únicamente plantearlo en gerundio: Méxi-
co está transitando en o hacia la democracia. Aquí se considera que el país está transi-
tando en la democracia, por muy modesta que sea ésta. Otros afirmarán que está
transitando hacia la democracia.

Esta cuestión no se pone en la mesa de los debates, ya que, al fin  y al cabo, el
hecho que se pretende destacar es la transición democrática en México. De ese plan-
teamiento se sigue que la transición es duración, lo cual se aproxima a permanencia,
persistencia, estabilidad, firmeza, continuación, subsistencia, aguante, conservación.
En todo ello subyace la convicción de que hoy en día la democracia es condición
indispensable para la vida buena o vida digna de los mexicanos.

El principio democrático consiste en afirmar que ninguno se puede investir con el
poder por sí mismo, que ninguno puede autoproclamarse jefe, y que ninguno puede
heredar el poder. La prueba sobre el terreno de la práctica de un Estado democrático
son las elecciones. Cualquier régimen cuyo personal político para gobernar es escogi-
do a través de elecciones libres, competitivas y no fraudulentas, se clasifica como de-
mocracia. Por el contrario, cualquier régimen cuyo personal político de gobierno no
proviene de elecciones, se clasifica como “no–democracia”: No está fundado sobre
una investidura democrática.14

14 Cf. Giovanni Sartori: ¿Qué es la democracia?, México, Editorial Taurus, 1993, p. 193.
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El presupuesto es suficiente también para indicar la idea principal de esta defen-
sa: las elecciones del año 2004 en Veracruz fueron auténticas. Si la noción de transición
en o hacia la democracia es la acción y efecto de pasar de un modo de ser o estar a otro
distinto, el 5 de septiembre de este año, los veracruzanos pasaron de súbditos a ciuda-
danos.

Los partidarios de la dictadura autocrática (Estado en cual, alguien –individuo
o grupo– se da a sí mismo la investidura de jefe, o también sostiene encontrarse en
situación de ser jefe por derecho hereditario); los partidarios de esa dictadura –se
decía– parecieran parafrasear a Pedro Calderón de la Barca cuando hacen sentir a los
ciudadanos mexicanos que La vida es sueño. Ciertamente, ellos no apoyan la paráfra-
sis en la poesía sino en un determinismo económico ramplón, dentro del cual, los
procesos electorales no son otra cosa que el tinglado que sirve de fachada a la dura
realidad económica.

Está muy claro que a ellos no les pareció bien lo sucedido en Veracruz. Pero la
disertación no se dispone a combatir a los adversarios de la democracia, pues quedó
dicho que ellos actúan desde el anonimato. Además, la emisión de sus mensajes no
utiliza la lógica discursiva sino la lógica comercial. Cuando se manifestaron sobre el
caso Veracruz nada parecía tener pies ni cabeza, fue después, pasados los días, cuando
se puso en evidencia que alguien había lanzado la piedra y escondido la mano.

Este mundo, en el cual nos ha tocado vivir, tiene algo de nauseabundo, pero
precisamente la conciencia de un mundo–otro, limpio y transparente, nos hace ac-
tuar de modo distinto y querer actualizar en cada proceso electoral la transición a la
democracia, que –como suele decirse– “No todo está podrido en Dinamarca” y, es
necesario añadir: tampoco en nuestro país, pues son muchos quienes quieren o acep-
tan la democracia.

Sin temor alguno, se suscriben las palabras sentimentales y finales de Elena
Poniatowska de la conferencia pronunciada en el Museo de Arte Contemporáneo en
Monterrey, dentro del ciclo “México en la visión de” a propósito de la sociedad civil:15

Son muchos los que desean construir en este territorio azteca que es el nacional un país dispuesto
a la sonrisa y a la felicidad, son muchos los que quieren ir hacia la vida y no hacia la muerte... El

discurso del amor feliz, el amor amoroso de las parejas pares de López Velarde debe ser el nuestro.
Vivimos en un país diverso, sabroso, disfrutable y lleno de prodigios. México es nuestro y no lo
vamos a mandar a la fregada. ¿Qué otra cosa puedo ser yo sino México? ¿Qué otra cosa podemos

ser todos los que estamos aquí sino México?

15 Elena Poniatowsca: Peso de la sociedad civil en el México actual y participación ciudadana: La Jornada, México 14,
15,16,17 de noviembre de 2004, www.jornada.unam.mx



Derecho Electoral22

El problema de la sublevación de los súbditos estriba en su carácter pasajero. ¿Qué
hacer para permanecer en la transición democrática? ¿Cómo hacer que los mexicanos
en general y los veracruzanos en particular persistan en la acción ciudadana?

Los organismos electorales con frecuencia promueven las reformas a las leyes
electorales y eso es viable; dichos organismos suelen echar mano de las múltiples acti-
vidades de educación cívica y también esto es viable.

Sin embargo, lo sucedido en Veracruz nos debe llevar a tomar conciencia, tanto
cuanto sea necesario, de que la democracia tiene adversarios porque no es un hecho
natural sino una obra de arte.16

Caer en la cuenta de que la democracia es una obra de arte parece la mejor vía de
solución para comprenderla y para crearla. Lo sucedido en Veracruz el 5 de septiem-
bre no le pareció bien a los adversarios de la democracia porque, en palabras de Fer-
nando Savater:

La verdad es que la democracia se basa en una paradoja que resulta evidente a poco que se reflexione
sobre el asunto: todos conocemos más personas ignorantes que sabias y más personas malas que

buenas... luego es lógico suponer que la decisión de la mayoría tendrá más de ignorancia y de
maldad que de lo contrario. Los enemigos de la democracia insistieron desde el primer momento en
que fiarse de los muchos es fiarse de los peores.17

Si en este comunicado se habla de levantamiento de los súbditos es porque, al decir
de Savater, la invención democrática es algo demasiado revolucionario para que sea
aceptado sin escándalo. En realidad, el 5 de septiembre de 2004, Veracruz fue testigo
de un acto democrático y de participación política. El pueblo de Veracruz quiso tener
la oportunidad de acertar o equivocarse, antes que aceptar cualquier decisión impues-
ta por otro.18

16 Fernando Savater: Política para Amador, Barcelona, España, Editorial Ariel S.A., 1992, p. 92.
17 Ibídem. p. 89.
18 José E. Molina y Carmen Pérez Baralt: Participación política, Diccionario Electoral, Tomo II, Instituto Interamericano

de Derechos Humanos, México, 2003, pp. 955–964. La participación política puede definirse como toda actividad de
los ciudadanos dirigida a intervenir en la designación de sus gobernantes o a influir en la formación política estatal.
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4. Comenzar por los principios

Exponer las vías de solución implica apelar a la Declaración Universal de los Derechos
del Hombre proclamada en París, Francia, en 1948, y los instrumentos internacionales
que complementan dicha Declaración que, entre otros, son el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos del 16 de diciembre de 1966 (en vigencia desde el 23 de
marzo de 1976), la Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados de 12 de
diciembre de 1974, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, de
Bogotá, 1948; la Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida como
Pacto de San José de Costa Rica de 1969.

En este apartado, el motivo conductor procede de cuatro principios, los cuales
fueron formulados en el Preámbulo a la Declaración Universal de los Derechos del
Hombre:

• No puede haber paz si los derechos y libertades del hombre no son respetados;
• El hombre no sólo tiene derechos; tiene también deberes hacia la sociedad de la

que forma parte;
• Todo hombre es a la vez ciudadano de su país y ciudadano del mundo;
• No puede haber libertad y dignidad para el hombre si la guerra y la amenaza de

la guerra no se suprime.

El mismo Preámbulo considera esencial que los derechos humanos sean protegi-
dos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supre-
mo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión. Por otra parte, el régimen de
Derecho ha encontrado su regla fundamental en la democracia. En donde la voz “de-
mocracia” designa:

“poder del pueblo”... una asociación en donde todos sus miembros controlarían las decisiones

colectivas y su ejecución, y no obedecerían más que a sí mismos. En esa forma de comunidad
quedaría suprimido cualquier género de dominación de unos hombres sobre otros: si todos tienen
el poder, nadie está sujeto a nadie.19

La noción es la de una sociedad sin jefes; una sociedad en la que el hombre deja de
ejercer su dominio sobre el hombre. Si tal es el ideal, es evidente que los ciudadanos han
de ser constantes y radicalmente críticos de todo tipo de poder que no esté al servicio, un
servicio genuino, a favor de una auténtica realización de los seres humanos.

19 Luis Villoro: El Poder y el  Valor, fundamentos de una ética política, México, Editorial del Fondo de Cultura Económica
el Colegio Nacional, 1998, p. 333.
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La cruda realidad enseña que dicha concepción es una idea regulativa; la acción
política orientada por ella puede acercar progresivamente la sociedad a ese ideal, pero
nunca puede pretender que se encuentra realizado. La dura realidad impulsa a conce-
bir la “democracia” como:

Un conjunto de reglas e instituciones que sostienen un sistema de poder, tales como: igualdad de los
ciudadanos ante la ley, derechos civiles, elección de los gobernantes por los ciudadanos, principio de

la mayoría para tomar decisiones, división de poderes. No se trata de un ideal sino de una forma de
gobierno, conforme a ciertos procedimientos, realizable según diferentes modalidades de acuerdo con
las circunstancias.20

En los tiempos que corren y en México, el distinguido filósofo Luis Villoro se ha
ocupado del asunto. Él ha denunciando el desvío del poder del pueblo a una nueva
forma de dominio del hombre sobre el hombre:

El pueblo de los ciudadanos es concebido como una entidad uniforme, compuesta de elementos
indiferenciados, que se sobrepone a todas las diversidades que constituyen el pueblo real. Las
instituciones democráticas existentes suponen esa sustitución del pueblo real por una nación de

ciudadanos. Y es entonces cuando la realidad social les juega una mala pasada: al ponerse en obra,
conducen a una nueva forma de dominación sobre el pueblo a nombre del pueblo... es claro el
desvío de las democracias a un nuevo sistema de dominio.21

Este diagnóstico, hecho por la filosofía mexicana, al tratar de resumir en algunos
rasgos el desvío de poder se encuentra con un cuerpo profesional dominante, consti-
tuido por los cuadros de los partidos políticos, burócratas y tecnócratas, sobre el que
recaen las decisiones de los asuntos colectivos.

El filósofo citado reconoce que el sistema de partidos políticos presenta una
ambivalencia. Es el único medio realista que ofrecen las instituciones democráticas
para representar la voluntad de los distintos sectores de ciudadanos; a la vez, es un
poder que obedece a sus propias reglas y escapa, en gran medida, al control del pue-
blo. En esa medida lo suplanta.

Dicho pensador observa que al estamento de poder formado por los cuadros de
los partidos se añade, confundiéndose parcialmente con ellos, el de la burocracia. Esta
desempeña una función indispensable en cualquier Estado. El Estado moderno exige
una administración centralizada eficaz y requiere de una información confiable  de
todos los recursos con que puede contar. Ambas necesidades han dado lugar a una

20 Idem.
21 Ibídem., p. 340.
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enorme maquinaria burocrática, monstruo privilegiado de las sociedades actuales. La
burocracia constituye también un grupo en el poder.

También advierte que las sociedades actuales plantean un número creciente de
problemas que exigen soluciones fuera de la competencia de los ciudadanos; sólo los
expertos –los tecnócratas– están en posición de proponerlas. La tecnificación de la
sociedad estrecha considerablemente el abanico de las decisiones que puede tomar el
hombre común.

Las instituciones democráticas fueron concebidas para realizar el autogobierno
del pueblo. Al cabo de los años –dice Villoro– podemos juzgar hasta que punto, ellas
han sido capaces de lograrlo. El balance arroja resultados contrarios. La democracia
real se ha mostrado efectivamente como un procedimiento indispensable para opo-
nerse al poder arbitrario; alternativa necesaria a totalitarismos, dictaduras militares y
regímenes autoritarios disfrazados. Es un proceso imprescindible en todo proyecto de
liberación de los sistemas opresivos. Sin embargo, las mismas instituciones destinadas
a asegurar la democracia han llegado a restringirla hasta confiscarla. No se trata, por lo
tanto, de destruirlas sino de hacerlas cumplir la función para la que fueron ideadas.
Superar la restricción de la democracia es recuperar su raíz, es decir, avanzar hacia
una democracia radical.

De cara a estos hechos la consideración principal es que se debe dar un paso más
exigiendo la realización de la democracia constitucional. No contra, ni frente a los
cuadros de los partidos políticos, los burócratas y los tecnócratas sino delante de ellos,
es necesario señalar que en materia electoral en las Entidades federativas como en la
Federación las garantías constitucionales deben tener eficacia y contenido real.

El pueblo mexicano eligió la democracia como forma de gobierno y como modo
de vida. Esta convención tiene su expresión en la Constitución Política de México y de
ella se siguen naturalmente un conjunto de consecuencias jurídicas. Tales consecuen-
cias trazan las líneas maestras que permiten bosquejar la materia electoral  y son las
siguientes instituciones jurídico electorales:

• Los derechos y obligaciones político–electorales de los ciudadanos.
• Los derechos, obligaciones y prerrogativas de las organizaciones políticas.
• La función electoral y los organismos electorales.
• El sistema de medios de impugnación para garantizar la legalidad de los actos y
resoluciones electorales.

• Las faltas administrativas y sus sanciones; los delitos electorales y sus penas.

Ciertamente, el presente libro trata sobre tópicos que pertenecen a las institucio-
nes jurídicas mencionadas, pero no se agotan ni se pretende hacerlo. Los asuntos que
se abordan son pocos, pero en todos late con fuerza un imperativo: México es –debe ser–
una república representativa, democrática y federal. En el presente examen domina el
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mandato constitucional, particularmente en su artículo 116 fracción IV, y se carga el
acento en la índole “democrática” de México, pero en el mismo están enredadas las
notas “representativa” y “federal”.

La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ilustra
una tesis relevante con los que, a su juicio, son elementos comunes característicos de la
democracia y señala como tales los siguientes:

1. La deliberación y participación de los ciudadanos, en el mayor grado posible,
en los procesos de toma de decisiones, para que respondan lo más fielmente
posible a la voluntad popular;

2. Igualdad para que cada ciudadano participe con igual peso respecto de otro;
3. Garantía de ciertos derechos fundamentales, principalmente, de libertades de

expresión, información y asociación, y
4. Control de órganos electos, que implica la posibilidad real y efectiva de que los

ciudadanos puedan elegir a los titulares del gobierno, y de removerlos en los
casos  que la gravedad de sus acciones lo amerite.

La misma tesis indica que estos elementos coinciden con los rasgos y caracterís-
ticas establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que
recoge la decisión de la voluntad soberana del pueblo de adoptar para el Estado mexica-
no, la forma de gobierno democrática, pues contempla la participación de los ciudada-
nos en las decisiones fundamentales, la igualdad de éstos en el ejercicio de sus derechos,
los instrumentos para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y, finalmente,
la posibilidad de controlar a los órganos electos con motivo de sus funciones.22

La atención esta puesta en uno de esos tópicos, a saber: la función electoral y la
participación ciudadana en la organización, desarrollo y vigilancia de las elecciones de
los gobernadores de los Estados, de los miembros de las legislaturas locales y de los
integrantes de los ayuntamientos.23

22 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (Sala Superior) Juicio para la protección de los derechos
político–electorales del ciudadano. SUP–JDC–781/2002.–Asociación Partido Popular Socia-lista. –23 de agosto de 2002.

–Unanimidad de votos.–Ponente: Leonel Castillo González.–Secretaria:  Mónica Cacho Maldonado. [Referencia: Tesis»
Relevantes» Electoral» 2003» TRE» 008» 2003].

23 Cf. Salvador Martínez y Martínez: «La función electoral en manos de los ciudadanos»: Cultura Democrática, Revista
Diversa: Órgano de difusión del Instituto Electoral Veracruzano, Número 10, Junio 2003, Xalapa, Veracruz, México,
pp. 10–19. El texto original corresponde a la Conferencia inaugural de la capacitación  a los Consejeros Electorales
del Proceso Electoral de 2003 del Estado de Querétaro y se dictó en la ciudad capital de esa Entidad Federativa el 25

de enero de 2003.
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24 Paul Ricoeur: Del texto a la acción, ensayos de hermenéutica II, Editorial del Fondo de Cultura Económica, 2002, p. 241.
25 Cf. Héctor Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona: Derecho Constitucional Mexicano y Comparado, México,

Editorial Porrúa y UNAM, 2001, pp. 589–630.
26 José Woldenberg: «El tiempo de la consolidación» Entrevista realizada por Fernando del Collado, Enfoque, suplemento

cultural del periódico Reforma, 13 de octubre de 2002, México, p. 7.
27 Alguna opinión de vanguardia podría objetar que las leyes no sólo están en los libros sino también en medios

informáticos. La realidad virtual es la representación de escenas o imágenes de objetos producidos por un sistema
informático, que da la sensación de su existencia real. Las leyes en estos medios también son letra muerta.

La estrategia que adopta el comunicado para alcanzar su propósito esencial es ini-
ciar un diálogo sobre cosas concretas de la materia electoral. Si el lector quiere recordar
el juicio rector del discurso, ahora éste se resume en la siguiente frase: “Pasar de la ley en
los libros a la ley en la acción”. Por supuesto que esa idea principal se puede decir en una
palabra: iniciativa, de la cual encontramos esta reflexión:

la iniciativa es el presente vivo, activo, operante, que replica al presente visto, considerado,
contemplado, reflexionado.24

Si bien es verdad que la transformación política de México se califica como un
proceso de transición hacia la democracia, también lo es que dicha transformación
adoptó el rostro de una reforma legislativa.25 En este contexto se admite la tesis de José
Woldenberg, quien fue Consejero Presidente del Instituto Federal Electoral, al consi-
derar la transición democrática de México como un periodo terminado, permita el
lector la siguiente cita:26

La transición acabó en 1997, por fecharla y provocarla. Por eso, las elecciones del año 2000

transcurren como transcurrieron. Es decir, ya no eran unas elecciones encaminadas hacia la
democracia, sino que se realizaron en un marco democrático. Y por eso, el 2 de julio de aquel año, lo
único que vimos fue una sucesión de imágenes, como si México hubiera sido democrático siempre.

Me refiero a que el gobierno que pierde reconoce al ganador, se contó con un Congreso sin mayoría
de ningún partido, los medios de comunicación hicieron una cobertura muy amplia y muy extensa
de esa jornada. Y todo eso, que era una novedad en nuestro país, pudo darse de manera pacífica.

En México y en materia del sistema electoral todo está en las leyes. Con esto no se
quiere significar que tales leyes sean perfectas, ya que por su factura humana son
siempre perfectibles. El hecho que se señala es que las leyes están en los libros y allí,
como suele decirse, son “letra muerta.”27 Entonces, lo que se quiere enfatizar es que el
marco democrático a que alude la cita anterior es un marco legal acabado que –si vale
la expresión– es necesario revivir en cada proceso electoral.
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La exigencia contemporánea es que los ciudadanos mexicanos tomen la iniciati-
va para pasar del Derecho vigente al Derecho viviente,28 es decir, pasar de aquel conjunto
de normas jurídicas que la autoridad legislativa declaró formalmente obligatorio en un
país y tiempo determinados, al Derecho que se cumple espontáneamente y que se vive
intensamente.

En esta comunicación se notó una diferencia entre «un marco [legal] democráti-
co» y «un México democrático». Si en el año 2000 se dio una feliz coincidencia entre
ambas nociones: ¡Enhorabuena! Pero no está permitido a los mexicanos instalarse en la
satisfacción de lo pasado. El México democrático estará siempre amenazado por prácti-
cas antidemocráticas.

Los grandes rasgos del marco legal para la organización, desarrollo y vigilancia
de los procesos electorales estatales y municipales se pueden leer en el artículo 116
fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En este artí-
culo y en dicha fracción se establece un conjunto de garantías constitucionales míni-
mas aplicables al sistema electoral de las Entidades federativas que componen la Fede-
ración mexicana.

28 Cf. Miguel Villoro Toranzo. Ob. Cit, p. 120
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Capítulo II
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1. Sufragio universal, libre,
directo y secreto

Los comicios son elecciones para designar cargos políticos. Conviene saber que
salvo alguna disposición fundamental que perdura desde 1917, el rostro jurídico del
Estado mexicano actual se conforma a partir de 1977 y termina en 1996. El contexto
histórico de estas dos décadas se conoce como “La transición a la democracia en
México”.29 El régimen político electoral mexicano se describe a partir de la Constitu-
ción Política con los siguientes trazos:30

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa,
democrática y federal, bajo la forma de gobierno de un sistema presidencial. La Fede-
ración mexicana se integra con 31 Estados libres y soberanos, en todo lo concerniente
a su régimen interior, y por el Distrito Federal, sede de los Poderes de la Unión y
capital de los Estados Unidos Mexicanos.

Para su ejercicio, el poder público de la Federación y el de cada una de las 32
entidades federativas se divide en legislativo, ejecutivo y judicial. En todos los casos, la
renovación de los órganos legislativo y ejecutivo se realiza, por mandato constitucio-
nal, a través de elecciones libres, auténticas y periódicas, mediante sufragio universal,
libre, secreto y directo de los ciudadanos.

El Poder Ejecutivo Federal tiene un carácter unipersonal, es decir, su titularidad y
ejercicio le corresponden exclusivamente al Presidente de la República, quien es elec-
to en forma directa cada seis años estando expresamente prohibida la reelección en el
cargo para quien lo haya detentado previamente.

SUMARIO: 1. Sufragio universal, libre, directo y secreto; 2. El derecho político al
sufragio; 3. La participación ciudadana; 4. La forma tradicional de participación ciu-
dadana; 5.La tensión entre lo universal y lo particular del derecho al voto.

29 José Woldenberg: La construcción de la democracia, ob. Cit., pp. 21-33.
30 Cf. Carlos Arenas Bátiz y otros. El sistema mexicano de justicia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la

Federación, México 2003, pp. 11-15.
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El Poder Legislativo tiene una composición bicameral: Una Cámara de Diputa-
dos y una Cámara de Senadores que, en conjunto, integran el Congreso de la Unión.

La Cámara de Diputados se conforma por un total de 500 diputados, 300 electos
por el principio de mayoría relativa en un número equivalente de distritos uninominales
y 200 por el principio de representación proporcional, mediante el sistema de listas
regionales votadas en cinco circunscripciones plurinominales. Todos los diputados son
electos para un periodo de tres años y se permite la reelección después de trascurrido
un periodo intermedio.

Las 300 diputaciones federales de mayoría relativa se distribuyen entre las 32
entidades federativas en función del porcentaje de población del total nacional que
reside en cada una de ellas, pero por mandato constitucional ninguna entidad puede
contar con menos de dos diputaciones federales de mayoría relativa.

La Cámara de Senadores se integra por un total de 128 miembros. En cada una
de las entidades federativas se eligen tres senadores: dos corresponden al partido polí-
tico que haya obtenido la mayor votación en la entidad y el tercero al que se haya
situado en la segunda posición por su número de votos. Los 32 escaños restantes se
asignan por el principio de representación proporcional mediante el sistema de listas
votadas en una sola circunscripción plurinominal nacional. Todos los senadores son
electos para un periodo de seis años y, al igual que los diputados federales, se permite
la reelección después de un periodo intermedio.

Cada uno de los 31 Estados cuenta con un Gobernador electo en forma directa
cada seis años estando prohibida la reelección en el cargo para quien lo haya detentado
previamente por elección popular. Las legislaturas de los Estados se integran con di-
putados elegidos según los principios de mayoría relativa y representación proporcio-
nal; en ningún caso, el número de diputados puede ser menor de siete; los diputados
locales tampoco pueden ser reelectos para el periodo inmediato y la renovación de la
legislatura se realiza conforme se prevea en la constitución local, la cual generalmente
ocurre cada tres años.31

Asimismo, la base de la división territorial y de la organización política y adminis-
trativa de cada Estado es el Municipio Libre, el cual es gobernado por un Ayuntamien-

31 Por lo que se refiere al Estado de Veracruz, el Ejecutivo en la entidad recae en una sola persona, elegido por votación
universal, libre, secreta y directa cada seis años. El Congreso del Estado se integra con 50 diputados electos cada tres
años; 30 de ellos electos según el principio de mayoría relativa en un número equivalente de distritos uninominales
y 20 según el principio de representación proporcional, mediante el sistema de listas votadas en una circunscripción
plurinominal; los diputados ante el Congreso del Estado tampoco pueden reelectos para el periodo inmediato.
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to de elección popular directa, que se renueva, generalmente, cada tres años atendien-
do a los principios de mayoría relativa y representación proporcional. Los presidentes
municipales, regidores y síndicos de los ayuntamientos electos popularmente, no pue-
den ser reelectos para el periodo inmediato.32

Cabe mencionar que, de acuerdo con lo dispuesto en algunas Constituciones y
leyes electorales locales, los municipios conformados predominantemente por comu-
nidades indígenas eligen a sus respectivos ayuntamientos atendiendo a sus usos y cos-
tumbres. Actualmente, la República Mexicana cuenta con 2432 municipios, más 16
delegaciones político administrativas en el Distrito Federal.

Por lo que se refiere al Distrito Federal, el Ejecutivo en la entidad recae en una
sola persona, que es el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, elegido por votación
universal, libre, secreta y directa cada seis años (con la salvedad del elegido por prime-
ra vez en 1997, cuyo periodo por única ocasión fue de tres años). La Asamblea Legis-
lativa del Distrito Federal se integra con 66 diputados electos cada tres años también
por voto universal, libre, secreto y directo; 40 de ellos son electos según el principio de
mayoría relativa en un número equivalente de distritos uninominales y 26 según el
principio de representación proporcional, mediante el sistema de listas votadas en una
circunscripción plurinominal; los diputados a la Asamblea Legislativa tampoco pue-
den ser reelectos para el periodo inmediato.

Finalmente, cabe señalar que la Administración Pública del Distrito Federal cuenta
con un órgano político–administrativo desconcentrado, denominado Delegación, en
cada una de las 16 demarcaciones territoriales en que se divide, mismas que por pri-
mera vez y como resultado del proceso electoral 2000 estuvieron a cargo de un Jefe
Delegacional elegido en forma universal, libre, secreta y directa, por un periodo de tres
años.

En este contexto se comprende el inciso a) de la fracción IV del artículo 116 cons-
titucional: Las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral garantizarán
que las elecciones de los gobernadores de los Estados, de los miembros de las legislaturas
locales y de los integrantes de los ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal,
libre, secreto y directo.

32 En el Estado de Veracruz son 212 Municipios, los presidentes municipales, regidores y síndicos de los ayuntamientos
son electos cada tres años.
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2. El derecho político al sufragio

La realización de los comicios mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo es
una garantía jurídica que deben contener y contienen las Constituciones y las leyes de
los Estados federados. También se trata de un derecho fundamental cuyo aprendizaje
es  logrado cabalmente mediante su ejercicio.33

En este punto importa destacar que se trata un derecho que aparece proclamado
en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre en el artículo 21 punto 1,
cuyo texto a la letra dispone lo siguiente:

Toda persona tiene el derecho de tomar parte en la dirección de los asuntos públicos de su país, ya

sea directamente, ya sea por intermedio de representantes libremente elegidos.

En la época contemporánea, el derecho de ser miembro activo de su comunidad
política, especialmente a través del voto, debe ser reconocido a todo ser humano sufi-
cientemente adulto. Consecuentemente pueden considerarse como excluidos en toda
justicia los menores de edad. Paradójicamente, se debe prestar gran atención a la edu-
cación cívica que hoy día es particularmente necesaria para el pueblo, y sobre todo
para los menores de edad, a fin de que todos los ciudadanos puedan cumplir su misión
en la vida de la comunidad política.

Sin embargo, cuando se dice que «importa destacar un derecho» no se está pen-
sando únicamente en el derecho subjetivo que fue declarado, porque esta declaración
fue hecha en abstracto. Tampoco se tiene que confundir el derecho con los títulos que
le dan origen. Lo que se está ponderando es un derecho objetivo y concreto: aquel que
se le adeuda a cada individuo componente del pueblo de un Estado, o mejor aun,
aquel derecho que se le debe dar a cada uno de los integrantes del pueblo mexicano.

La necesidad de dar / respetar a cada uno de los integrantes del pueblo mexicano
su derecho de tomar parte en la dirección de los asuntos públicos de nuestro país es el
verdadero motivo para procurar un gran cuidado a la educación cívica, pues con ella
se alude a la formación de los ciudadanos.

El diccionario entiende por “ciudadanos” a los habitantes de los Estados moder-
nos como sujetos de derechos políticos y que intervienen, ejercitándolos, en el gobier-
no del país.

33 Salvador Martínez y Martínez: “La participación política, corazón y alma de la democracia”, ponencia presentada
en el Foro Compromisos con la Educación, organizado por  la Universidad  Autónoma de Morelos, el Centro
Regional de Investigaciones Multidisciplinarias de la UNAM y el Instituto Estatal Electoral de Morelos, Cuernavaca,
Morelos, 2 de abril de 2003.
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La Constitución Política de México, artículo 34, –como es sabido– dispone que
son ciudadanos de la República los varones y las mujeres que, teniendo la calidad de
mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos: I. Haber cumplido 18 años, y II.
Tener un modo honesto de vivir.

La misma Ley Suprema, artículo 35, dice que son prerrogativas del ciudadano: I.
Votar en las elecciones populares; II. Poder ser votado para todos los cargos de elec-
ción popular y nombrado para cualquier otro empleo o comisión, teniendo las calida-
des que establezca la ley; III. Asociarse individual y libremente para tomar parte en
forma pacífica en los asuntos políticos del país; IV. Tomar las armas en el Ejército o
Guardia Nacional, para la defensa de la República y de sus instituciones, en los términos
que prescriben las leyes, y V. Ejercer en toda clase de negocios el derecho de petición.

En general, los organismos electorales, federal y estatales, tienen a su cargo las
actividades relativas a la capacitación y educación cívica. Así por ejemplo, la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 41 fracción III párrafo octavo,
establece que el Instituto Federal Electoral tendrá a su cargo en forma integral y direc-
ta dichas actividades. La Constitución Política para el Estado de Veracruz, artículo 67
fracción I inciso “b”, atribuye las mismas actividades al Instituto Electoral Veracruzano.

La atribución se refiere a dos nociones «capacitación» y «educación cívica». En
este apartado la atención se centra en la educación cívica que consiste en la formación
de los ciudadanos. Pero esto, también exige una explicación.

En cuanto ciudadanos, los individuos que forman la población del Estado apare-
cen como miembros de la comunidad política, en un plano de coordinación. La cali-
dad de miembros de la comunidad jurídicamente organizada supone necesariamente,
en quienes la poseen, el carácter de personas y, por ende, la existencia, a favor de los
mismos, de una esfera de derechos subjetivos públicos.

El conjunto de derechos que el individuo puede hacer valer frente al Estado constituye lo que en la
terminología jurídica recibe la denominación de status personal. Las facultades que lo integran son de

tres clases, a saber: 1. Derechos de libertad. 2. Derechos que se traducen en la facultad de pedir la
intervención del Estado a favor de intereses individuales. 3. Derechos políticos.34

No siendo una persona física, el Estado sólo puede actuar  por medio de sus
órganos. La intervención del individuo en la vida pública supone tanto el ejercicio de
derechos como el cumplimiento de obligaciones. Por ello es que entre las facultades
que integran el status figuran las que permiten a los particulares el desempeño de
funciones orgánicas (votar, ser votado, tomar las armas en defensa de la patria, etc.).
Estas facultades, que hacen posible imputar a la persona jurídica estatal actos realiza-

34 Eduardo García Maynez: Introducción al Estudio del Derecho, México, Editorial Porrúa S. A., 1978, p. 101.
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dos por personas físicas reciben el nombre de derechos políticos. Éstos pertenecen ex-
clusivamente a los ciudadanos.

Según algunos la voz “pueblo” debiera reservarse para aquellos que tienen dere-
chos civiles y políticos plenos:

Pueblo... se usa este vocablo para designar aquella parte de la población que tiene derechos civiles y
políticos plenos, es decir, el concepto de pueblo tiene una característica distintiva: el tener ese

ingrediente jurídico.35

No obstante lo anterior, las cosas se comprenden mejor bajo la noción de que los
súbditos necesitan «hacerse» ciudadanos, es decir, sujetos de la actividad estatal. Pero,
más aún, la meta es que los ciudadanos sean aptos para vivir en democracia. En esto
radica el quid de la explicación:

hacerse ciudadanos o el desarrollar la aptitud para vivir en democracia es un aprendizaje que supone
el auxilio educativo. Si se apura un poco la cuestión es posible afirmar que se trata del meollo de la

educación pública.36

En un país marginado como el nuestro y enredados en aquella noción de educa-
ción, propia de los países centrales, según la cual la tarea educativa consiste en que
sujetos ya formados presten el auxilio correspondiente al educando, sujeto incompleto,
que tiene la necesidad de complementación, es necesario mirar las cosas de otro modo.

El problema esencial de la formación ciudadana no consiste en que los adultos
enseñen, sino que la comunidad rodee y cree condiciones para desarrollar esta forma-
ción junto a la identidad de las personas.37

Entre nosotros la educación debe consistir en el hecho de tenderle la mano al seme-
jante. Pero no todos lo ven así, pues hay quien siente haber llegado a la cima y que,
instalados en su complacencia, creen prestar una gran ayuda al esparcir a los cuatro
vientos su cháchara que siempre consideran henchida de conocimientos verdaderos.
La palabra “educación” procede de las voces latinas ex, que significa hacia fuera, y
ducere, conducir. Se trata de extraer de la persona todas sus potencialidades para ha-
cerlas realidades actuales, operantes y plenificadoras de su propio ser.

35 Francisco Porrúa Pérez: Teoría del Estado, México, Editorial Porrúa, 1975, p. 263.
36 Cf. Gilberto Guevara Niebla: Democracia y Educación, Instituto Federal Electoral, México, 1998.
37 “La formación cívica dentro de la comunidad es la transmisión del conocimiento público, de valores y prácticas de

cohesión política y social. Ella se comunica a través de lo que en el estudio se denomina como «portadores», que son
agencias o instituciones cercanas a los jóvenes, como su familia, los amigos, la participación en organizaciones
formales y no formales, y también del establecimiento educacional. En él, estos contenidos pueden ser abordados de
manera transversal o a través de asignaturas. De cualquier modo, la socialización en ciudadanía no consiste en que
los adultos enseñen, sino que la comunidad rodee y cree situaciones para desarrollar esta formación junto a la
identidad de las personas.” http://www.mineduc.cl/revista/apuntes/N20021004185843 23089.html
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3. La participación ciudadana

Dentro de una serie de artículos y ensayos publicados en un medio escrito de amplia
circulación en el Estado de Veracruz, durante el período que comprende del 27 de
junio de 1999 al 10 de julio de 2000, Dulce María Cinta Loaíza, distinguida investiga-
dora de la Universidad Veracruzana, lanzó una lista de cuestiones sobre participación
política con el ánimo de que sus lectores observaran de manera diferente los fenóme-
nos políticos que cotidianamente les rodean.38

Dichas cuestiones, cuyas respuestas fueron consideradas como un análisis pun-
tual de la coyuntura política, parecen formar parte estructural del cuestionario básico
acerca del tema que aquí nos ocupa. Conviene recordar algunas de ellas:

• ¿Qué es la participación política?
• Y usted, ¿cómo participa en política?
• La participación política ¿es igualitaria?
• ¿Sabemos lo que es la democracia?
• ¿Y que se entiende por gobernabilidad?
• ¿Cuáles son los límites de la tolerancia?

Las preguntas consiguen interpelar a los lectores. Es decir, las publicaciones pa-
recen estar encaminadas a iniciar una discusión amplia sobre el asunto que la autora se
trae entre manos para obtener explicaciones sobre los hechos políticos que ella señala
en sus artículos y ensayos.

Ya que existe autorización para la reproducción de los textos, bajo la única condi-
ción de citar la fuente, se sintió la tentación de copiar las acotaciones de la investigado-
ra para darle contenido al presente documento. Pero, el propósito de esta reflexión no
consiste en dar las explicaciones requeridas sino que tiene una finalidad modesta, la de
averiguar si se comprendió la primera cuestión planteada.

¿Qué es la participación política? Esta interrogante sobre qué es la participación
política encuentra no una sino tres respuestas en el primer artículo de Cinta Loaiza:

PRIMERA: ...la participación política es el corazón, el alma que mueve a las diferentes formas que
la democracia puede adoptar, llámese burguesa o socialista, liberal o radical, representativa o directa,
protectora o desarrollista, unitaria o adversaria, débil o fuerte.

SEGUNDA: En principio los ideales democráticos consideran la participación política como un
deber cívico, mediante el cual los individuos muestran su interés por participar en la vida pública.

38 Dulce María Cinta Loaiza y otros: Realidad y Política, Veracruz, México, Fondo Editorial Xalapeño [Diario de
Xalapa], Xalapa, 2000, pp. 1-52.
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Esta proposición del deber cívico será cambiada posteriormente para ver la participación política
como un acto calculador y reflexivo de la ciudadanía hacia la búsqueda de sus propios intereses.

TERCERA: No se puede olvidar que la participación es una actividad voluntaria que implica no
sólo el escoger las formas de participación sino cuándo y cómo hacerlo.

Pero la exposición se detiene en la primera respuesta: La participación política es el
corazón, el alma que mueve a las diferentes formas que la democracia puede adoptar.

Esta unión libre de los contenidos representativos «corazón y alma» es una her-
mosa metáfora con la cual se destaca la importancia de la participación política en las
sociedades democráticas: La participación política es el motor, aquello que mueve o
da impulso a la democracia. Se trata de un caso en el cual la fantasía creadora es puesta
al servicio del pensar fructífero.

La respuesta que cautivó la atención del autor de estas líneas, llena al mismo tiempo
una función informativa y otra expresiva. Las palabras “corazón” y “alma” tienen en la
oración que compone la contestación una significación cognoscitiva, a la que ya se hizo
referencia, y un impacto emotivo que expresa una actitud. Se está preparando el terreno
para la siguiente pregunta «Y usted ¿Cómo participa en política?».

El discurso de Dulce María Cinta Loaiza es directivo, pues plantear una pregunta
es, por lo común, pedir una respuesta. O mejor aun, se trata de un discurso educativo,
ya que está buscando establecer pautas de conducta:

pues no se puede olvidar que la participación [política] es una actividad voluntaria que implica no

sólo escoger las formas de participación sino cuándo y cómo hacerlo.

En el discurso subyace o parece subyacer un juicio de valor: La democracia es
buena. A riesgo de estar comprendiendo más de la cuenta, se podría entender que el
texto considera que la democracia es condición de la vida buena. Pero, llevando las
cosas a ciertos extremos, aunque la participación política es el corazón, el alma que
mueve a las diferentes formas que la democracia puede adoptar, la democracia mejor
exige de los ciudadanos una gran disposición a participar en actividades públicas.

Los organismos estatales electorales encaran un problema39 que se origina en el
hecho de que frecuentemente el reconocimiento de la cualidad subjetiva del pueblo se
deja en un lugar secundario.40 El problema se pone en evidencia al afirmar que las acti-
vidades relativas a la educación cívica son un aspecto esencial de la función electoral.

39 El Instituto Federal Electoral se justifica en gran medida con las actividades relativas al Registro Federal de Electores,
por lo demás enfrenta el mismo problema que los organismos electorales estatales.

40 Georg Jellinek: Teoría General del Estado, México, Editorial del Fondo de Cultura Económica, 2000, p. 378.
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Puesto que la ciudadanía no se enseña sino que se aprende; y que la comunidad
política necesita rodear y crear condiciones para desarrollar la formación ciudadana
junto a la identidad de las personas, entonces el aprendizaje de los derechos es  logrado
cabalmente mediante su ejercicio.

Nada más humano que la experiencia educativa. En ella se van adicionando ex-
periencias, vivencias y todo tipo de mecanismos que registra la memoria, el entendi-
miento, la voluntad. Gracias a la educación es posible la cultura y la civilización como
suma del crecimiento humano de los pueblos, en donde se encuentran, entre otros
aspectos, la ciencia, la tecnología, las artes y también la política. Por esto, los progra-
mas y proyectos de educación cívica deben realizarse con la convicción institucional
de contribuir a la formación de una ciudadanía activa.

Las Instituciones de Educación Superior tienen frente a ellas la tarea de iniciar una
amplia discusión sobre la participación política en los asuntos públicos de México.

La investigación, la docencia y la difusión de la cultura, que sintetizan los fines
de las universidades, encuentran en la democracia un tema de punta y de frontera
que se vuelve un asunto obligado para mejorar las condiciones de vida de nuestras
sociedades.

Por lo anterior, podemos afirmar que las actividades de educación cívica de los
organismos electorales deben obedecer a programas estrechamente vinculados a las
Instituciones de Educación Superior en el país.

4. La forma tradicional
de participación ciudadana

El Instituto Electoral del Distrito Federal difunde un folleto que da pie para continuar
con el tema. La trama de dicho folleto, toda ella apoyada por iconografía, principia con
una cuestión: «Y tú... ¿Participas en la democracia?». El documento reconoce que hay
muchas formas de participación política en la democracia, pero vuelve a preguntar:
«¿Qué formas de participación crees que contribuyan a la democracia?»

Responder a estas cuestiones permite centrar la atención en la forma más tradi-
cional o convencional de participación política en la democracia, se está pensando en
el ejercicio del voto el día de la elección. El día de la jornada electoral se resuelve todo
y los ciudadanos relacionan en forma casi exclusiva la participación política con los
procesos electorales y con el voto. Sin duda hay muchas formas de participar en la
democracia, pero de todas ellas, el ejercicio del voto es la más natural del régimen
democrático.
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El ejercicio del voto se puede observar desde distintas posiciones y, por tanto,
desde varios ángulos. La perspectiva que debe adoptar el ciudadano para encuadrar
este tópico está descrita por la investigadora veracruzana Dulce María Cinta Loaiza
en el texto que se transcribe a continuación:

Para estas formas de acción política, la legitimidad es básica, tanto para participar como por lo que
se espera obtener de la participación. En el caso específico del sistema electoral, además de estar

regido por sus normas y leyes, debe ser una institución capaz de otorgar transparencia, credibilidad
y equidad en los comicios. Para su participación en los procesos electorales, el ciudadano no debe
dudar del uso que se le dé a su voto. La teoría política marca que al elegir al candidato de su

preferencia, y darle su representación y su consentimiento para que ejecute la acción de gobernar,
el ciudadano necesita pensar y creer, que el procedimiento de elección será limpio y por lo tanto
legítimo.41

A partir del texto citado no existe dificultad alguna para afirmar que la ciudada-
nía espera que las elecciones sean limpias y transparentes. La tarea que dicha esperan-
za impone a los organismos electorales para todo el proceso electoral, pero especial-
mente para el día de la jornada electoral, es darle a cada ciudadano su voto. Esta tarea
–en nuestra opinión– es la quintaesencia de la función electoral. También esta labor es
una de las cosas más concretas de las que podemos hablar.

No se trata solamente de reconocer el derecho subjetivo que todo ciudadano
tiene de votar sino de darle su voto. Quizá la expresión más aproximada a este acto de
justicia sea la de “recibir y respetar el voto de cada ciudadano”. Por ejemplo, hoy no
son pocos los que reconocen la facultad de votar del ciudadano mexicano residente en
el extranjero, pero a éste no se le da su voto.

La legislación electoral de los Estados federados y del Distrito Federal, en cum-
plimiento de lo preceptuado por la Carta Magna, garantiza que los comicios se reali-
cen mediante el voto universal, libre, secreto y directo. También en Veracruz la elección
de gobernador, de los miembros de la legislatura local y de los integrantes de los ayun-
tamientos se debe realizar por este medio.

El voto es universal porque todas las personas que satisfagan los requisitos esta-
blecidos por la ley para ser ciudadano tienen derecho al sufragio, sin distinción de
raza, religión, género, condición social o ilustración. Es libre porque el elector no debe
estar sujeto a ningún tipo de presión o coacción para la emisión del sufragio. Es secreto
porque en el acto de votar no se conocerá públicamente la preferencia o voluntad de
cada elector individualmente considerado. Es directo porque el ciudadano elige por sí
mismo a quien habrá de integrar algún órgano del Estado.

41 Dulce María Cinta Loaiza: Y usted, ¿Cómo participa en política?, Realidad y Política, México, Diario de Xalapa, 2000,
pp. 3-6.
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Además de estas características prescritas también por la Constitución General
de la República, el sufragio en México también se considera por algunas legislacio-
nes como personal e intransferible. El voto es personal porque el elector debe acudir
personalmente a la casilla que le corresponda para depositar su voto. Es intransferible
porque el votante no puede facultar o ceder su derecho a ninguna persona para la
emisión de su sufragio.

La acotación anterior no debe obscurecer la noción de que sufragio universal es
el principio organizativo propio de los Estados democráticos, en virtud del cual la
totalidad de los ciudadanos mayores de edad deben integrar el cuerpo electoral, de
modo que el ejercicio del poder estatal se base efectivamente en el consenso de todo
el pueblo.42

Baste recordar que conforme a este principio, las exclusiones del derecho de su-
fragio deben establecerse respetando el principio de igualdad, pueden basarse sólo en
circunstancias individuales de la persona (como la incapacidad civil o la violación de
la ley que entrañe determinadas condenas) y no puede implicar, en cambio, la exclu-
sión de sectores significativos de la población.

Se comprenderá que el sufragio universal se opone contradictoriamente al sufra-
gio censitario. Por sufragio censitario se entiende el principio organizativo propio del
Estado liberal en sus primeras fases de desarrollo, conforme al cual sólo se atribuirá el
derecho de sufragio a quienes acreditaran un cierto nivel de renta. También el sufragio
masculino contradice al sufragio universal. De la misma manera que la exclusión de
los analfabetos, el sufragio ilustrado, es fastidioso para el principio que se trata.

La exclusión del derecho de sufragio de los nacionales residentes en el extranjero
acaba por chocar con el principio democrático cuando los anteriores son muy nume-
rosos, por lo que los ordenamientos más avanzados les atribuyen el voto. En México
está pendiente la aplicación de este derecho constitucional, ya que nuestro país está
calificado como una Nación de migrantes.43

También se debe evitar que se pierda de vista que el sufragio debe ser directo en
oposición al sufragio indirecto. Éste es el método de elección seguido cuando la misma
se confía a un colegio a su vez electivo; se llama de «primer grado» la elección de los
integrantes de ese colegio y «de segundo grado» la que el mismo hace, de entre sus
miembros o no, del titular del órgano de elección indirecta.

42 Cf. “Sufragio Universal”, Diccionario Jurídico Espasa: Madrid, Editorial Espasa Calpe, S. A. 1999, p. 944.
43 Cf. Gabriel Székely: México, Una Nación de Migrantes, Documento Ejecutivo derivado del Coloquio Internacional:

“El voto de los mexicanos en el extranjero” celebrado en Toluca, Estado de México; 8 y 9 de Agosto de 2002.
Tribunal Electoral del Estado de México, Toluca, sin fecha de edición.
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5. La tensión entre lo universal y lo particular
del derecho al voto

Después de lo expuesto, resulta válido penetrar en la tensión entre lo universal y lo
particular del voto, cuyo núcleo problemático se plantea del siguiente modo: la legisla-
ción electoral en vigor impone a los organismos electorales el deber de promover el
voto universal, pero con frecuencia dichos organismos promueven el voto de las per-
sonas con capacidades diferentes, el voto de los mexicanos radicados en el extranjero,
el voto de los indígenas o el voto de la mujer. Menudo aprieto.

Una reflexión sobre el voto de la mujer permitió descubrir las dificultades del
asunto. La tensión de la que se habla es entre lo universal o lo regional del derecho al
voto. También se puede enunciar el dilema refiriéndose al derecho abstracto y al dere-
cho concreto al voto o, mejor aún, dicha tensión es entre el derecho subjetivo al voto y
el derecho objetivo al mismo. En el fondo la discusión versa sobre si el derecho al
desarrollo o a la dignidad humana avanza de modo lineal ascendente.

Se justifica el modo de presentar el tema recordando la tragedia de Hipatia, filósofa
neoplatónica del siglo 400 d.c., quien por acceder a las cosas del poder fue juzgada
como una «molesta entrometida», arrastrada hasta una iglesia para matarla y descuar-
tizar su cuerpo. El horrendo suceso hace de aquella intelectual de alto nivel víctima de
unos asesinos que, años más tarde del grave acontecimiento, fueron llamados con el
lenguaje de la época desoladores símbolos del oscurantismo.44

El doloroso recuerdo de Hipatia lanza su pregunta al lector: ¿Los «símbolos del
oscurantismo», esa estúpida oposición religiosa al progreso, es asunto absurdo del me-
dioevo? O, por el contrario, ¿Tales símbolos rondan tenebrosamente el presente, al ex-
tremo que no falta quien diga que el siglo XX fue el más oscuro de todos los tiempos?

A estas alturas debió quedar claro que el Estado mexicano, según consta en la
Constitución Política y en las leyes que de ella emanan, eligió el sistema democrático.
Esta elección implica que a cada ciudadano mexicano se le debe dar su derecho a votar
y ser electo.

Según la Jurisprudencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción, votar y ser electo son las dos caras de un solo derecho

44 Jean Huscenot: Los Doctores de la Iglesia, Madrid, Editorial San Pablo, 1999, pp. 145-146.
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...el derecho a votar y ser votado, es una misma institución, pilar fundamental de la democracia, que
no deben verse como derechos aislados, distintos el uno del otro, pues, una vez celebradas las

elecciones los aspectos activo y pasivo convergen en el candidato electo, formando una unidad
encaminada a la integración legítima de los poderes públicos,...45

Dentro del sistema democrático, todos aceptan la universalidad del voto, es decir,
todos los ciudadanos son electores y elegibles con independencia de sexo, raza, lengua
o ingreso.

Entonces, ¿Por qué motivo privilegiar el derecho al voto de la mujer? En un siste-
ma democrático no son admisibles privilegios propios de los tiempos previos a la uni-
versalización del sufragio.

Hoy es un principio clásico del sufragio ser universal, lo cual significa que todos
los ciudadanos  tienen el derecho a elegir y a ser elegidos sin importar su sexo, raza,
idioma, ingreso, propiedad, profesión, estamento o clase, educación, religión o convic-
ción política. A sabiendas de que este principio no sufre merma por el hecho de se
exijan algunos requisitos imprescindibles, como cierta edad, la nacionalidad, la resi-
dencia, el estar en posesión de las facultades mentales y de los derechos civiles, así
como de la plena capacidad jurídica.

También se ha de considerar, como condición formal para poder ejercer el dere-
cho a voto, el estar inscrito en los registros electorales. La elegibilidad puede estar
sometida a otros requisitos, como una edad mayor a la del ciudadano o la incompati-
bilidad con el ejercicio de otros cargos públicos. Asimismo no constituye lesión al
principio del voto universal la exigencia “de hecho” y de derecho de que la candidatu-
ra sea respaldada por la pertenencia a un partido político.

Sin embargo, hoy en día ha renacido la cuestión antedicha en forma distinta, en la
polémica acerca de la licitud (o incluso la necesidad) de privilegiar el sufragio de deter-
minados colectivos tradicionalmente marginados por razones étnicas, raciales, religio-
sas, culturales, o incluso sexuales.

Se discute la posibilidad de incluir mecanismos de discriminación positiva, que
abarcan desde la reserva de determinados puestos en las listas electorales a la creación de
distritos electorales basados en este tipo de criterios. En este sentido, resulta que formas
de sufragio privilegiado, que había dejado de ser objeto de discusión política hace ape-
nas unas décadas, ha vuelto, en otra forma y con justificaciones bien diferentes, a cons-
tituirse en elemento del sistema electoral. En una frase y para los efectos del asunto que
traemos entre manos: Aquí y ahora, perdura la marginalidad del sexo femenino.

45 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Derecho de votar y ser votado. Su teleología y elementos que lo
integran, Sala Superior, tesis S3ELJ 27/2002, Jurisprudencia y tesis relevantes 1997-2002, compilación oficial, México
2003, pp. 71 y 72.
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Puesto que las exposiciones que aquí se presentan tienen la pretensión no sólo de
convencer a la inteligencia sino mover a la acción cívica, permita el lector que en la
medida de lo posible le lleve otra vez al campo de lo concreto. En el año 2001, el autor de
estas líneas fue invitado a presenciar una elección de autoridades municipales por usos y
costumbres en Santa Catalina Mina, Municipio de Oaxaca. Se llegó al lugar justo cuan-
do en la asamblea se iniciaba una polémica: Las mujeres no tienen el derecho de votar.

Tomó la palabra una joven señora muy ilustrada para exigir el derecho al voto.
Por supuesto hizo historia de la lucha femenina por el voto e invocó las leyes mexicanas
que, en resumidas cuentas, recogen el principio de que el hombre y la mujer son igua-
les ante la ley. A los observadores les pareció que sus argumentos no solamente fueron
convincentes sino inobjetables. Pero, después de ella, solicitó la palabra un hombre
joven, escasamente veinte años, y que por su juventud se pensó que abonaría en argu-
mentación a favor del voto de la mujer. La sorpresa fue mayúscula, pues el joven aquel,
en contra del pensamiento general, condicionó el voto de la mujer al cumplimiento del
“tequio”, ese deber masculino de realizar tareas pesadas en beneficio de la comuni-
dad. “Si la mujer va votar, entonces que cumpla el tequio”.

Las mujeres votaron por primera vez en aquella comunidad. Aun se conserva en
la memoria, como extendieron una reata para que la votación fuera ordenada, escri-
bieron en una pizarra las planillas masculinas postuladas que habrían de ser electas y
todos, mujeres y varones, fueron pasando, uno a uno, a marcar con el gis la planilla de
su preferencia.

La lección fue maravillosa para los testigos de aquella asamblea. La distancia
entre la generalidad y la abstracción propia de las leyes y la particularidad y la concre-
ción que pertenecen a los casos reales es semejante a la que existe entre el dicho y el
hecho. Desde entonces uno sabe que el dilema tiene solución, que la oposición entre la
universalidad del voto y el regionalismo del voto es contraria, pero no contradictoria.
El dato cierto es que la sociedad mexicana mantiene la tensión entre lo abstracto y lo
concreto del derecho al voto.

Después de lo expuesto, resultará fácil comprender que no bastan las declaracio-
nes de derechos subjetivos es necesario dar a cada cual su derecho objetivo. No basta
con declarar que se tiene el derecho activo y pasivo al voto es necesario que cada cual reciba
este derecho y que el mismo sea respetado.
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Capítulo III



Derecho Electoral46



La autoridad en el Proceso Electoral Local 47

a definición jurídica de nuestro país se encuentra en su Constitución Política.
Descubrir esa naturaleza jurídica implicó un rodeo. Se pasó por la teoría de los tres
círculos del conspicuo iusfilósofo Eduardo García Maynez, pues la pregunta ini-
cial no era acerca de esa naturaleza, sino que ella versaba acerca de la validez de la
democracia.46

Esta última cuestión evocó la terminología utilizada por García Maynez en su
Introducción al Estudio del Derecho cuando distingue entre validez intrínseca de las nor-
mas y validez formal de las mismas. También cuando distingue entre validez y positividad
o eficacia de las normas.47 Sin duda, es interesante mirar a la democracia como una
institución jurídica y preguntar por su validez formal, intrínseca y por su realización
en una sociedad particular y concreta.

1. Sobre lo electoral como función
del Estado

L

SUMARIO: 1. Sobre lo electoral como función del Estado; 2. Los principios rectores
de la función electoral.

46 Salvador Martínez y Martínez: «La validez de la Democracia» Foro: Educación para la Democracia, Conferencia
impartida el 10 de junio de 2003, Licenciatura en Ciencias de la Comunicación de la Universidad de Xalapa,
Xalapa, Veracruz, México, Inédita.

47 Eduardo García Maynez: Introducción al Estudio del Derecho, México, Editorial Porrúa S. A., 1978.
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La validez formal o vigencia de la democracia es fácil de resolver porque se puede
de leer en el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
cuando dispone:

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, federal,
compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos

en una Federación establecida según los principios de esta ley fundamental.

La validez intrínseca es difícil de fundamentar. Félix Ovejero Lucas en un ensayo
denominado Culturas democráticas y participación (Para una crítica del elitismo democrá-
tico) comienza diciendo:

La tesis de que la democracia es el mejor sistema político es uno de esos lugares comunes que mejor no
mirarlo de cerca. Si lo hacemos, lo primero que descubrimos es que cada cual entiende por democracia

lo que quiere, que la palabra común cubre ideas muy diferentes.48

Traducción gráfica de la teoría de los tres círculos
a la institución jurídica de la democracia

A B

C

A. Democracia Formalmente
válida [art. 40 constitucional]

B. Democracia
Intrínsecamente
válida

C. Realización
de la Democracia

48 http://www.campus-oei.org/cultura/ovejero.htm
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Hector Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona, en su libro Derecho Constitu-
cional Mexicano y Comparado, de plano sustentan:

La democracia no es algo absoluto ni indiferente a las contingencias. El Estado democrático ideal
no existe; en cualquiera de los países en que puede afirmarse que existe la democracia, ésta ni se ha

originado ni opera de la misma manera, de ahí que se presenten entre ellos sensibles diferencias y
diversas variantes.49

La realización de la democracia como institución jurídica también es difícil de
observar en México, porque cada vez que se habla de ella se le mira en lontananza.
Quizá esto orilla a Fix Zamudio y a Valencia Carmona a explicar en el libro citado la
“Progresión de la Democracia y la Teoría de las Transiciones”.50

¿Se dan verdaderamente “tres derechos”, los cuales llevan a desembocar en tres
instituciones jurídicas: La democracia formal, la intrínseca y la positiva o se trata más
bien de un solo derecho –y, por tanto, de una sola institución jurídica: la democracia–
sobre el cual existen tres o más diferentes puntos de vista?51

Si se acepta que se trata de un solo derecho y, por tanto, de una sola democracia,
entonces la perspectiva jurídica indica que la única que puede tener validez es la de-
mocracia de las leyes o democracia constitucional. Por supuesto, en ella se encuentra o
es posible descubrir una validez intrínseca y dicha validez necesita estar realizada en
cierto grado, en alto grado habría que decir, para que las leyes conserven su vigencia.

Al hacer estas consideraciones se debe estar consciente de que los abogados vie-
jos no se sienten muy a gusto con estas ideas. Ellos no están bien dispuestos a una
recepción de los informes que proceden de los investigadores de las ciencias sociales o
de los filósofos acerca de la democracia.52 Ellos quisieran seguir imponiendo sus clisés
idealistas –con olor a naftalina– y sostener que la democracia formal es una realidad
social e ignorar la “real” realidad de la democracia.

Quienes se deben estar empezando a sentir a sus anchas son los abogados jóvenes
y los estudiantes de leyes, pues ellos están ávidos de novedades. Pero lo que se está
proponiendo es una idea antigua y nueva a la vez: Es la idea del gobierno de las leyes
contrapuesta al gobierno de los hombres.

49 Héctor Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona: Derecho Constitucional Mexicano y Comparado, México, Editorial
Porrúa S. A., 1999, p. 279.

50 Ibídem. pp. 285 y ss.
51 Cf. Miguel Villoro Toranzo. Ob. Cit., p. 124.
52 Cf. Alberto Olvera y otros: La sociedad civil, de la teoría a la realidad, México, Colegio de México, 2001.
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¿En dónde radica, pues, la novedad de la democracia constitucional? La versión
que se presenta pertenece a Luigi Ferrajoli53 y conviene atender a sus palabras. Dicho
autor dice lo siguiente:

La tesis que sostendré es que la democracia constitucional es un modelo de democracia fruto de un
radical cambio de paradigma producido en el papel del derecho en estos últimos cincuenta años.

Un paradigma del que todavía no hemos tomado suficiente conciencia y cuyas técnicas de garantía
estamos aún bien lejos de haber elaborado y asegurado.54

Ferrajoli se pregunta ¿Cuándo se produjo este cambio de paradigma?  Y se res-
ponde:

Pienso que las mutaciones históricas de este alcance no son identificables con una fecha determinada.

De hecho se trata de cambios que se producen en el imaginario colectivo y en la cultura jurídica y
política, más que en las estructuras institucionales. Sin embargo, sí quisiéramos fijar una fecha en la
cual situar esta mutación, tanto en la estructura del derecho como en la naturaleza de la democracia,

esta sería ciertamente el año 1945, si se quiere, el lustro 1945-1949, tras la derrota del nazismo y del
fascismo.55

No se pueden leer sin pasión las palabras de este autor cuando afirma que es en
los años cruciales del siglo XX, cuando nace el actual paradigma de la democracia
constitucional. Se redescubre el valor de la Constitución como norma dirigida a ga-
rantizar la división de poderes y los derechos fundamentales de todos, esto es, exacta-
mente los dos principios que habían sido negados por el fascismo.

Por eso –en palabras de Ferrajoli– podemos decir que el antifascismo es una con-
notación genética no sólo de la democracia italiana sino en general de la democracia
contemporánea nacida de las ruinas de la Segunda Guerra Mundial; ya que la demo-
cracia se redefinió y, por así decirlo, tomó nueva conciencia de sí, precisamente a
través de la negación del fascismo y de cuanto el fascismo había negado: el valor de la
paz, la división de poderes, la igualdad de todos los hombres y mujeres del planeta, la
tutela de sus derechos fundamentales.

¿Qué cambió? Ferrajoli explica que se trata de una mutación revolucionaria del
paradigma del derecho y, junto con éste, de la jurisdicción, de la ciencia jurídica y de la
democracia misma: de un cambio cuyo alcance aún no se ha advertido.

53 Luigi Ferrajoli. Ob. Cit.
54 Ibídem., p. 160.
55 Ibídem., pp.160-161.
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Cambian, en primer lugar, las condiciones de validez de las leyes, que dependen del
respeto no sólo de las normas procedimentales sobre su formación sino también de las
normas sustanciales sobre su contenido, es decir, de la coherencia con los principios de
justicia establecidos por la Constitución.

Cambia, en segundo lugar, la naturaleza de la jurisdicción y la relación entre el
juez y la ley, que no es ya, como el viejo paradigma iuspositivista, sujeción a la letra de
la ley cualquiera sea el significado, sino sujeción ante todo a la Constitución, que im-
pone al juez la crítica de las leyes inválidas a través de su reinterpretación en sentido
constitucional o su denuncia por inconstitucionalidad.

Cambia, en tercer lugar, el papel de la ciencia jurídica que a partir de tal mutación
resulta investida de una función no ya sólo descriptiva, como en el viejo paradigma
paleopositivista, sino crítica  y prescriptiva en confrontación con su objeto: crítica de
las antinomias y de las lagunas de la legislación vigente respecto de los imperativos
constitucionales, y prescriptiva en orden a la introducción de las técnicas de garantía
que se requieran para superarlas.

Cambia, sobre todo, la naturaleza misma de la democracia. La constitu-
cionalización rígida de los derechos fundamentales –que impone obligaciones y
prohibiciones a los poderes públicos– ha incorporado de hecho a la democracia
una dimensión “sustancial”, en añadidura a la tradicional dimensión “política”,
meramente “formal” o “procedimental”. Si de hecho las normas formales de la
Constitución –aquellas que disciplinan la organización de los poderes públicos y
que en nuestra Constitución están dictadas en su segunda parte– garantizan la
dimensión formal de la “democracia política” que concierne al quién y al cómo de
las decisiones, sus normas sustanciales –aquellas que establecen los principios y
los derechos fundamentales y que están contenidas en la primera parte de nuestra
Constitución– garantizan lo que bien podemos llamar la dimensión material de la
“democracia sustancial”, dado que se refieren al qué cosa no puede ser decidida o
debe ser decidida por cualquier mayoría, vinculando la legislación, bajo pena de
invalidez, al respeto de los derechos fundamentales y de los otros principios
axiológicos por ella establecidos.

Cambia, en fin, por consiguiente, la relación entre política y derecho, ya que no es
el derecho el que queda subordinado a la política como su instrumento sino que es la
política la que se convierte en instrumento de actuación del derecho, sometida a los
vínculos que le imponen los principios constitucionales: vínculos negativos, como aque-
llos generados por los derechos de libertad, que no pueden ser violados; vínculos posi-
tivos, como los generados por los derechos sociales, que deben ser satisfechos. De ese
modo, política y mercado se configuran como la esfera de lo decidible, rígidamente de-
limitada por los derechos fundamentales, los cuales, precisamente por venir garantiza-
dos a todos y sustraídos a la disponibilidad del mercado y la política, determinan la
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esfera de lo que no debe o debe ser decidido, no pudiendo ninguna mayoría, ni siquie-
ra la unanimidad, decidir violarlos o no satisfacerlos legítimamente.56

Después de conocer esta explicación, se invita a leer de nueva cuenta el artículo
40 constitucional que no ha sufrido reforma alguna desde 1917 y se empezará a des-
cubrir que parece un texto inédito:

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, federal,
compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos

en una Federación establecida según los principios de esta ley fundamental.

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República y no en un Impe-
rio. Es voluntad de este pueblo constituirse en una República representativa y no di-
recta, mayoritaria o plebiscitaria. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una
República democrática y no autoritaria, totalitaria o fascista. En fin, es voluntad de
nuestro pueblo constituirse en una República federal y no centralista.

Los principios a que alude el artículo 40 de la Constitución Política se hallan
comprendidos principalmente en los numerales constitucionales 41 y 124, así como
en los artículos 73 fracción XXX, y del 115 al 122, correspondientes estos últimos al
Título Quinto, cuyo rubro es: De los Estados, de la Federación y del Distrito Federal.

Quienes comprenden las nociones de esencia y existencia, coincidirán plena-
mente con Hector Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona cuando afirman que el
Estado ideal no existe. Lo único que existe son los Estados particulares y concretos,
entre ellos el Estado mexicano. Pero la esencia de la democracia constitucional, aquella
que permite calificar a un Estado particular y concreto como democrático, reside
precisamente en el conjunto de límites y vínculos impuestos por la Constitución a
todos los poderes. Y postula, consecuentemente, una concepción de la democracia
como sistema frágil y complejo de separación y de equilibrio entre poderes, de lími-
tes de forma y de sustancia a su ejercicio, de garantía de los derechos fundamentales
y de técnicas de control y reparación contra su violación.

56 Félix Ovejero Lucas. Ob. Cit. En un sentido muy general se puede caracterizar la democracia como un sistema de
toma de decisiones sobre la vida colectiva que, en algún grado, depende de la voluntad de los ciudadanos.
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2. Los principios rectores
de la función electoral

Si se está presenciando un giro hacia la supremacía única de la Constitución General
de la República, entonces el orden de la exposición exige volver al principio o, mejor
aún, comenzar por los principios constitucionales. Según la Constitución Política de
México los principios rectores de los procesos electorales en las Entidades federativas,
al igual que en la Federación, son legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e inde-
pendencia.57

El principio de legalidad implica que en todo momento y bajo cualquier circuns-
tancia, en el ejercicio de las atribuciones y el desempeño de las funciones que tiene
encomendadas el organismo electoral estatal, se debe observar, escrupulosamente, el
mandato constitucional que las delimita y las disposiciones legales que la reglamentan.

El principio de imparcialidad significa que en el desarrollo de sus actividades, to-
dos los integrantes del organismo electoral estatal deben reconocer y velar permanen-
temente por el interés de la sociedad y por los valores fundamentales de la democracia,
supeditando a éstos, de manera irrestricta, cualquier interés personal o preferencia
política.

El principio de objetividad implica un quehacer institucional y  personal fundado
en el reconocimiento global, coherente y razonado de la realidad sobre la que se actúa
y, consecuentemente,  la obligación de interpretar los hechos  por encima de visiones y
opiniones parciales o unilaterales, máxime si éstas pueden alterar la expresión o conse-
cuencia del quehacer institucional.

El principio de certeza alude a la necesidad de que todas las acciones que desempe-
ñe el organismo estatal electoral estén dotadas de veracidad, certidumbre y apego a los
hechos, esto es, que los resultados de sus actividades sean completamente verificables,
fidedignos y confiables.

El principio de independencia hace referencia a las garantías y atributos de que
disponen los órganos y autoridades que conforman la institución para que sus procesos
de deliberación y toma de decisiones se den con absoluta libertad y respondan única y
exclusivamente al imperio de la ley, afirmándose su total independencia respecto a cual-
quier poder establecido.

57 La Constitución de Veracruz agrega que, además de los señalados en la Ley suprema, el Instituto Electoral Veracruzano
se regirá por los principios de profesionalismo, equidad y definitividad, y tendrá la integración y funcionamiento que
señale la ley [Artículo 67 fracción I, inciso “a”].
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Los principios rectores de la función electoral sólo pueden comprenderse par-
tiendo de la definición de principio. Principio es aquello de donde de alguna manera
una cosa procede. De tal modo que el conjunto de las actividades que se llevan a cabo
para la organización, desarrollo y vigilancia de las elecciones no proceden de la des-
confianza y de la violencia que solían acompañar los procesos electorales en este país,
sino que la función electoral procede de los principios de legalidad, de imparcialidad,
de objetividad, de certeza y de independencia.

Sin embargo, esta exposición no va a remontar las actividades de los procesos
electorales para indagar sobre sus principios ni se disparará discurriendo sobre los
mismos para exponerse a concluir en puros disparates. La pregunta fundamental se-
ría: ¿Es posible traducir esos principios en participación en la democracia? Dicho de
forma más radical: ¿Es posible construir una realidad social con tales principios?

En materia electoral pareciera que desde la propia Carta Magna surge una fuerza
que atrae, dirige o impele hacia el centro: ¡Que toda elección esté en manos del Institu-
to Federal Electoral! Por lo que se debe comenzar la explicación diciendo que en el
ambiente electoral existe una fuerza centrífuga que se opone a una fuerza centrípeta, si
se admite la metáfora.

Este libro favorece el alejamiento del centralismo en el ambiente electoral. La
tendencia es al amparo de la noción federalista y tratando de fundarse también en la
Ley Suprema. El imperativo es que los organismos estatales electorales vayan al en-
cuentro de una categoría semejante a la del Instituto Federal Electoral. No se trata de
tamaño sino de un rango igual de hecho y de derecho. Tampoco se pretende la pugna
con el IFE sino la colaboración respetuosa  dentro de las esferas de acción de cada
organismo electoral.58

Al momento de escribir estas líneas en la página web del Instituto Electoral
Veracruzano www.iev.org.mx, dentro de la ventana denominada Estructura todavía
podía leerse que el IEV para su buen funcionamiento está conformado por los siguien-
tes órganos:

Un Consejo General, órgano máximo de dirección que, a su vez se conforma con
cinco Consejeros Electorales, con derecho a voz y voto en las sesiones, designados por
el Congreso del Estado; por un representante de cada uno de los partidos políticos con
registro o acreditación ante el propio organismo electoral, los cuales tienen derecho a
voz, pero sin voto; y por un Secretario del Consejo General con derecho a voz.

58 Tema recurrente en las reuniones de Consejeros Presidentes de Organismos Electorales Estatales es la venta de la
lista nominal por parte del IFE a los organismos citados.
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La Presidencia del Consejo General, el cargo de Presidente del Consejo General lo
desempeñará uno de los cinco Consejeros Electorales y, entre otras funciones, se en-
cargará de convocar y conducir las sesiones del Consejo General, velar por la unidad y
cohesión de las actividades de los órganos del IEV, vigilar el cumplimiento de los acuer-
dos adoptados por el propio Consejo y presidir la Junta General Ejecutiva del IEV.

La Junta General Ejecutiva es un órgano de control interno y se constituye por un
Presidente que también es el Presidente del Consejo General, un secretario que  es el
Secretario Ejecutivo y los Directores Ejecutivos del IEV.

La Secretaría Ejecutiva, cuyo titular es nombrado por el Consejo General, y tiene
como principales funciones las siguientes: representar legalmente al IEV; nombrar y
remover a los Directores Ejecutivos y, en general, al personal del organismo electoral;
cumplir los acuerdos del Consejo General; ejercer el presupuesto del IEV presentando
al Consejo General y al Congreso del Estado, cuando éstos lo requieran, los informes
correspondientes.

La estructura de la Secretaría Ejecutiva, grosso modo, se compone con la Direc-
ciones Ejecutivas que son las siguientes: Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Parti-
dos Políticos, Dirección Ejecutiva de Organización Electoral, Dirección Ejecutiva de
Capacitación Electoral y Educación Cívica, Dirección Ejecutiva del Servicio Profesio-
nal Electoral, Dirección Ejecutiva del Registro de Electores y Dirección Ejecutiva de
Administración.

Los Consejos Distritales Electorales y los Consejos Municipales Electorales son
órganos desconcentrados de carácter temporal, ya que solamente se instalan durante
un proceso electoral, plebiscitario o de referendo.

Dicha lectura se efectuó el 11 de marzo de 2005 y, en efecto, el IEV así funcionó
durante los años 2001 a 2005. El lector se preguntará porqué hacer esta referencia a la
página web del IEV, pues resulta que el 29 de diciembre de 2004 el IEV fue decapitado
por el Congreso del Estado. Al momento de escribir este apartado, el organismo elec-
toral carece de un órgano superior de dirección o, si se quiere, dicho órgano dejó de ser
permanente para convertirse en temporal. Ciertamente quedó en su lugar un remedo
de Consejo General con atribuciones específicas muy limitadas, sin consejeros ciuda-
danos y después de dar un salto atávico mediante el cual  a los representantes de los
partidos políticos se les otorga nuevamente el voto en la toma de decisiones relativas a
la función electoral.
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En efecto, en la Gaceta Oficial del Estado de Veracruz de 31 de diciembre de
2004, se publica la siguiente adición al artículo 83 del Código Electoral vigente:

En los años en que no se celebren procesos electorales, El Consejo General se integrará con los
representantes de los partidos políticos y será presidido por el Secretario Ejecutivo, todos con derecho

a voz y voto, a efecto de ejercer exclusivamente las atribuciones señaladas en las fracciones I, VI, en
lo referente al otorgamiento del registro de los partidos, agrupaciones y asociaciones políticas; las
fracciones VIII, XII, XIV en lo relativo a los trabajos técnicos para la preparación, organización y

desarrollo de los plebiscitos y referendos, y de las fracciones XXIX, XXXII, XXXIII, todas del artículo
89 de este Código.

La autoridad legislativa tiene el derecho de mejorar las leyes en beneficio de todos
los ciudadanos. Pero todo parece indicar que éste no fue el caso y, consecuentemente,
la constitucionalidad del acto debió resolverse judicialmente: el Congreso del Estado
de Veracruz debe reformar otra vez la ley electoral para restituir la figura de los Conse-
jeros Electorales.

El cuadro produce pesar porque en México, lograr los objetivos de una buena
administración electoral no ha sido fácil por su pasado monopartidista, por la tradi-
ción de clientelismo y fraude electoral periódico, porque sólo durante unas cuantas
décadas ha existido una transmisión realmente pacífica del poder político, por la alta
competencia política y por la escasa experiencia en la alternancia de los partidos
políticos.

Poco después de haberse dado la reforma narrada, en la ciudad maya de Chichen–
Itza, el ex Consejero Presidente del IEV escuchó la explicación del juego de pelota. Un
guía erudito comentó que los competidores jugaban para ganar, pero los ganadores
perdían la cabeza. Un hecho de esa índole solamente es comprensible en la cosmovisión
de aquellos habitantes del México prehispánico. El relato suscitó una reflexión: ¿El
IEV fue decapitado porque ganó el juego democrático?
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En este punto se relata una versión personal de las cosas del organismo electoral,
pero es necesario precisar la naturaleza de la misma a partir de una afirmación inicial:
El Instituto Electoral Veracruzano es un recuerdo. La observación como tal, como un
recuerdo, tiene un singular atractivo y cierta fascinación, por lo tanto, una indagación
en la memoria se justificaría plenamente, pero la fascinación puede inducir a engaño y
malograr toda la exposición. En efecto, el rememorar adereza. Es decir, los recuerdos
casi siempre componen un platillo exquisito que se sirve con muchos adornos.

Por otra parte, la pesquisa tampoco podría ir muy lejos, ya que la memoria sola-
mente puede atestiguar lo acaecido con el organismo electoral de Veracruz a partir del
año 2000 y, aun en este caso, el testimonio tendría que ser moderado, pues hay quien
ha dicho de la memoria que “Se trata de una criada sumamente descuidada que pierde
casi todo lo que se le confía”. Además, el cuadro de los recuerdos carece de objetivi-
dad, pues consiste en una versión personal que siempre es subjetiva. Por lo tanto, la
versión escrita no son reminiscencias sino una enseñanza sobre el Derecho Electoral.

En consecuencia, emerge la cuestión principal: ¿En qué consiste dicha enseñanza?
La respuesta no hay que hacerla esperar, el relato, en general, trata de la función electoral
y, en particular, de la Administración Electoral.

Se puede afirmar que el primero de los conceptos especiales del derecho electoral
precisamente es el de función electoral y su definición es la siguiente:

Es... una función político – jurídica con naturaleza propia, mediante la cual el pueblo ejerce su
soberanía, concurriendo a las urnas a emitir y recibir su voto.59

En realidad se trata de un conjunto de actividades del Estado relativas al servicio
electoral que en México se realiza tanto en el ambiente federal, Federación y Distrito
Federal, como en los ámbitos estatales. El IFE administra las elecciones de Diputados
federales, Senadores y Presidente de la República. El IEDF administra las elecciones de
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Diputados ante la Asamblea Legislativa y de
Delegados. Los órganos electorales estatales administran las elecciones de los Ediles
de los Ayuntamientos, de Diputados locales y de Gobernador del Estado de que se
trate.60 Solamente una actividad propia de la función electoral tiene carácter exclusi-
vamente federal: El registro nacional de electores.61

59 Flavio Galván Rivera: Derecho Procesal Electoral Mexicano, TEPJF, México, 1997, p.27.
60 La Constitución y el Código Electoral para el Estado de Veracruz ordenaban que el Instituto Electoral Veracruzano

participe también en las elecciones de agencias y subagencias municipales. Este mandato jamás se realizó y, en
diciembre de 2004, el Congreso del Estado modificó la ley para limitar en grado sumo la participación del IEV en
dichas elecciones.

61 Esto pese a los esfuerzos que realizó Baja California por mantener un registro estatal singular.
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Por otra parte, el término Administración Electoral tiene dos acepciones prin-
cipales:62

• La primera relativa a los órganos encargados  de la conducción electoral; y,
• La segunda atinente a las actividades y procesos necesarios para lograr que las
elecciones se lleven a cabo eficazmente.

Por un lado, se trata del orden político e institucional y, por otro, de cuestiones de
gestión y procedimientos rutinizados. Esta exposición se ocupa de la Administración Elec-
toral en su primera acepción. Es decir, trata de los órganos encargados de la conducción de
las elecciones en el Estado de Veracruz. Es decir, se desarrolla en el orden político e
institucional de México y de nuestra Entidad federativa. El otro aspecto, el de las cuestio-
nes de gestión y procedimientos de rutina, puede leerse en otros documentos.63

En su primera acepción, la administración electoral se refiere a la planeación,
dirección y control de las actividades necesarias para realizar una elección en un país o
en un estado por las autoridades competentes, con los propósitos de asegurar la trans-
parencia y objetividad de esa elección y de garantizar que vote todo aquel que tenga
derecho a hacerlo, de modo que se exprese libremente la voluntad popular y que los
resultados de la votación no sean tergiversados.

Por esto, el motivo conductor del discurso es una serie de cuestiones, pero en
particular el incentivo principal es la pregunta: ¿Qué tan independientes del gobierno
y del control de los partidos políticos son las elecciones y los procedimientos de capta-
ción del voto?64 La respuesta aborda dos aspectos: Uno, los antecedentes del organis-
mo electoral de Veracruz y, otro, la organización y funcionamiento del IEV.

La narración de alguna acción, dicho o circunstancia anterior al nacimiento del
IEV que sirva para juzgar hechos posteriores del organismo electoral implica cosechar
el fruto de alguna investigación ajena65 y el hecho que se debe señalar es un parte aguas
en la historia reciente de los organismos electorales de Veracruz: Antes del 1 de enero
de 1995 las elecciones de Gobernador del Estado, de Diputados ante la Legislatura y
de los Ayuntamientos de los Municipios, las organizaba el “gobierno” y, después de
esa fecha, tales elecciones las organizan los ciudadanos y los partidos políticos “sin
intervención gubernamental”.

62 Rafael López Pintor: “Administración Electoral” Diccionario Electoral, Instituto Interamericano de Derechos Humanos,
México, 2003, pp. 9-23.

63 Cf. Carlos Rodríguez Moreno. Informe Anual, Secretaría Ejecutiva del IEV, Febrero de 2005, Xalapa, Veracruz,
México. www.iev.org.mx

64 Emilio Gidi Villarreal: Auditoria democrática, «Realidad y Política», Editado por Diario de Xalapa, Xalapa, Veracruz,
México, pp. 106-109.

65 Cirla Berger Martínez: Reflexiones democráticas, IEV, Xalapa, Veracruz, México, 2002.
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Sobre tal hecho es posible notar una serie de reformas legales que arrancan en
1974 y desembocan en 1994. Todavía en ese año la naturaleza jurídica del organismo
electoral corresponde a la de una comisión de gobierno: La Comisión Estatal Electoral
[CEE], la cual se decía era “autónoma y permanente”. A pesar de la denominación, su
grado de autonomía fue muy limitado y muy obvia su dependencia de la Secretaría
General del Gobierno del Estado. Se puede afirmar que su “autonomía” se reducía al
hecho de reconocerle una personalidad jurídica propia. La permanencia de la CEE era
en la letra de la ley, pues ella solamente cobraba vida en el año de la elección. Durante
la primera decena del mes de febrero para la elección de Gobernador y Diputados y,
en la primera decena del mes de abril para la elección de Ayuntamientos.

En las reseñas sobre la constitución de la CEE, se aprecia plenamente su realidad,
pues el órgano superior de dirección se conformaba de la siguiente manera: un Presi-
dente, el Secretario General de Gobierno; un Secretario, un Notario Público; dos vo-
cales, designados por el Ejecutivo del Estado, encargados de la organización y capaci-
tación electoral, y de prerrogativas y partidos políticos respectivamente; dos Comisio-
nados del Poder Legislativo (Diputados); un Delegado del Registro de Electores; un
Comisionado de cada uno de los partidos políticos registrados. Por cada comisionado
propietario había un suplente.

Las modificaciones en materia electoral que en los años de 1993 y 1994 se hicie-
ron a la Constitución Política de México,66 favoreció que en Veracruz, el 27 de mayo de
1994, se expidiera la convocatoria para la celebración de los Foros de Consulta para la
Reforma Democrática,67 en la que participaron partidos políticos, la comunidad acadé-
mica, órganos colegiados y la ciudadanía.

Como resultado de dichos Foros, el Ejecutivo del Estado envió a la Legislatura del
Estado la iniciativa de reformas a la Constitución local y al Código Electoral vigentes
para ese año. El 22 de septiembre de 1994, en la “Gaceta Oficial”, se publican las
reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Veracruz–
Llave.68 Digno de mención es el Capítulo II de dicho ordenamiento legal que trata de
los partidos políticos, organismos electorales y Tribunal Estatal de Elecciones.

Durante el proceso electoral de 1994, se puede afirmar que el órgano electoral
vive un periodo de transformación. La jornada electoral se llevó a cabo el  13 de  no-
viembre para la renovación de los doscientos siete Ayuntamientos que existían enton-
ces. La CEE se instaló el 9 de abril en el salón Benito Juárez del Palacio de Gobierno en

66 Cf. Salvador Valencia Carmona: Derecho Constitucional Mexicano a fin de siglo, México, Editorial Porrúa, S.A., 1995,
p. 75.

67 CEE: Memoria de los Foros de Consulta para la Reforma Democrática, 2 tomos, editado por el Comité Técnico de los
Foros de Consulta para la Reforma Democrática, Xalapa–Ez., Ver., Julio de 1994.

68 Cf. Gaceta Oficial del Estado Libre y Soberano de Veracruz–Llave, Número 114, del 22 de septiembre de 1994.
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la Ciudad de Xalapa, Veracruz, tal y como lo ordenaba el artículo 132 del Código
Electoral de 1992. Pero, escasamente un mes antes de la jornada, el 6 de octubre de
1994, se aprobó el Código de Elecciones y Derechos de los Ciudadanos y las Organi-
zaciones Políticas del Estado Libre y Soberano de Veracruz–Llave.

En lo que respecta a dicho Código, los temas sobresalientes de la reforma de 1994
fueron varios,69 entre ellos, la redefinición de la CEE como organismo electoral autó-
nomo e independiente, sin participación gubernamental, dotado de nuevas atribucio-
nes y una estructura que asegure sus funciones de manera permanente. Este Código
concibió a la CEE de manera diferente, ya no como una comisión del gobierno sino
como una entidad estatal u organismo de Estado. La nueva legislación define a la CEE

como

el organismo público depositario de la autoridad electoral, responsable del ejercicio de la función
estatal de organizar las elecciones.

Si el legislador hubiera dicho que la CEE es un organismo de Derecho público,
quizá hubiera sido mucho más claro el texto de la ley. En efecto, el intérprete podría
explicar que los organismos de Derecho público intervienen en relaciones jurídicas en
las cuales el Estado actúa como entidad soberana. Sin embargo, lo importante fue que
dejó establecido que el organismo electoral no era un órgano del Estado. De aquí se
sigue que tampoco era “un cuarto poder” como pensaban algunos en aquellos años.

Siendo un año electoral, la metamorfosis no podía ocurrir repentinamente, razón
por la cual el artículo segundo transitorio de la Constitución Política del Estado seña-
laba que

En el órgano superior de dirección establecido en el segundo párrafo del artículo 41 reformado,
participarán con voz y voto, hasta el 1 de enero de 1995, un representante del poder ejecutivo, que
lo presidirá, y dos representantes del Poder Legislativo, correspondiendo estos últimos

respectivamente, a la mayoría y a la primera minoría de la Legislatura del Estado.

Consecuentemente, el Secretario de Gobierno fungió como el primer Presidente
del Consejo General de la CEE. Esto es, el principio de independencia no se realizó
súbitamente. La CEE apareció en el escenario político absolutamente vinculada al go-
bierno y, por ende, sujeta al control de por lo menos un partido político, en aquellos
años todavía hegemónico en el país. La demanda que se dejaba sentir consistía en
exigir que el control de los procesos electorales pasara a manos de la sociedad civil.

69 Cf. Lázaro Galarza Granados: Análisis del Proceso Electoral 1995, CEE. Síntesis del Proceso Electoral 1995, Xalapa,
Ver., junio de 1996.
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En respuesta a tal reclamación dentro de la CEE participaron un conjunto muy
amplio de ciudadanos: los Comisionados Electorales. Ellos fueron integrantes del Con-
sejo General, de las Comisiones Distritales Electorales y de las Comisiones Municipa-
les. Tales Comisionados solamente podían actuar en cumplimiento de las atribuciones
que la ley le otorgaba al Consejo General o a los órganos desconcentrados.

Pero las cosas se fueron al otro extremo, lo cual se deja ver en la opinión de un
Comisionado ciudadano: En Veracruz, el 26 de febrero de 1996, entre otros puntos de
reflexión, propuso para lograr mejores resultados de la reforma electoral de aquel año:

Conducir los trabajos hacia la consolidación de la soberanía de la Comisión Estatal Electoral,
consolidar la autonomía y la independencia del Consejo General de la Comisión Estatal Electoral.70

Ciertamente la reforma de 1997 no llega a tales extremos, pues si tal cosa se
hubiera realizado, imagine el lector el engendro: La Comisión Estatal Electoral Soberana
dentro del Estado Libre y Soberano de Veracruz. Sin embargo, ese desacierto y otros por
el estilo no fueron inofensivos, pues crearon un ambiente hostil alrededor del organismo
electoral que minó marcadamente la autoridad del mismo. Sin lugar a dudas, el organis-
mo electoral no puede ni debe ser soberano y, como se verá, la autonomía y la indepen-
dencia son principios rectores del proceso electoral que aluden a otra cosa.

Bajo tales condiciones, la CEE organizó las siguientes elecciones:
• 1995 Diputados ante el Congreso del Estado.
• 1997 Ediles de los Ayuntamientos
• 1998 Gobernador del Estado.
• 2000 Diputados y Ediles de los Ayuntamientos.

En el año 2001 nace el IEV y la noticia de su nacimiento compromete un cambio
para bien. Pero, ¿cuál es el bien en el que se está pensando? Conviene responder sin
rodeos: el nacimiento del IEV es una medida que se implementa para combatir el
fraude electoral. Este aserto por ningún motivo debe interpretarse en el sentido que la
reforma constitucional reconozca la existencia del fraude electoral sino que reconoce
la necesidad de un órgano electoral mejor preparado para combatirlo.

En principio, el IEV es un órgano electoral autónomo y profesional cuyo desig-
nio esencial consiste en dar confianza, legalidad y transparencia a los procesos elec-
torales. Se trata de una medida que se toma a imagen y semejanza del Instituto
Federal Electoral.

70 Leopoldo Alafita Méndez: Enriquecer la polémica, «Reforma Democrática, Consulta Pública, La Reforma Electoral»:
Editado por el Secretariado Ejecutivo del Consejo Estatal de la Consulta Pública Para la Reforma Democrática,
Xalapa-Ez., Ver., México, Febrero 26 de 1996, p. 10.
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La pretensión de que esta medida por sí sola es suficiente para combatir el fraude
sería una gran mentira. Se requieren muchas otras, a guisa de ejemplo se pueden
mencionar las siguientes: un servicio profesional electoral; medios masivos de comu-
nicación social, electrónicos e impresos, libres e independientes, que vigilen y denun-
cien los intentos de fraude; la organización popular que evite la concentración de po-
deres capaces de imponerse por encima de la voluntad de la mayoría; la vigilancia
electoral de organizaciones civiles democráticas nacionales e internacionales; y, desde
luego, una mejor calidad de vida que alivie la desigualdad que hace posible la manipu-
lación, la intimidación, el clientelismo, el soborno de dirigentes y la compra de votos.

“Fraude electoral” es una expresión que como un sombrero cubre un conjunto de
prácticas antidemocráticas. Algunas de ellas son conductas tipificadas en la ley penal
como delitos. Esta observación exige replantear la pregunta: ¿cuál es el bien en el que se
está pensando? A los juristas les parecerá lógico que se piense en un bien jurídico y
efectivamente es lógico que así sea. Solamente que una respuesta formal no basta, resul-
ta necesario entrar en el fondo de la materia. El bien jurídico en el cual se está pensando
es el derecho de los pueblos mexicanos a elecciones libres y auténticas.71

Se debe iniciar la referencia al segundo aspecto anunciado señalando otro parte –
aguas en la historia reciente de los organismos electorales de Veracruz: antes del 1 de
enero de 2001 las elecciones en el Estado de Veracruz las organizaban los ciudadanos
y los partidos políticos “sin intervención gubernamental” y, después de esa fecha hasta
el último día del 2004, tales elecciones las organizan los ciudadanos, con la vigilancia
de los partidos políticos y sin intervención gubernamental. Es decir, los partidos polí-
ticos no tienen voto en la toma de decisiones relativas a la función electoral.

La Constitución Política de Veracruz, después de su reforma integral del año
2000, ordena que al terminar el proceso electoral local del mismo año, se establezca el
Instituto Electoral Veracruzano (IEV). La comunicación constitucional es una buena
noticia porque compromete un cambio para bien en materia electoral y, consecuente-
mente, alimenta la esperanza de una vida digna para los pueblos de Veracruz.

Desde aquel año, el IEV ya está presente en el ordenamiento jurídico del Estado
de Veracruz y su presencia es para garantizar la vieja aspiración de los pueblos mexica-
nos: el sufragio universal efectivo. Sin embargo, en el año 2000, el IEV es solamente un
dato jurídico, está allí, en el ordenamiento jurídico, pero no es algo acabado sino que se
encuentra en proceso de gestación.

71 Cf. Suprema Corte de Justicia de la Nación- IUS9. Delitos electorales. Desde el punto de vista del resultado que producen
y del daño que causan, deben considerarse ilicítos de simple actividad y de peligro los. Tesis aislada, Novena Época, Tribunales
Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo I, mayo de 1995, Tesis VIII.2º.1P, p.
356.
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En la historia, las crisis, las derrotas y los fracasos, alimentan el escepticismo, pero
los cambios que se dan para bien incitan a explorar los caminos del derecho o a vencer
la tentación de abandonar estas vías cuando ya se transita por ellas. Parece obvio que
los procesos electorales no se deben dejar al rumbo que les señale el libre juego de las
fuerzas políticas y que el Derecho debe indicar la dirección que han de seguir. Pero
esto no es obvio para quienes siguen pensando que el Derecho por su propia índole es
un obstáculo para la transición democrática.72 Lo que ocurre es que suelen figurarse
que el Derecho se agota en la ley, lo cual dista mucho de ser verdadero.

En términos generales se puede decir que nuestros pueblos, entonces como hoy,
demandaban un campo para las elecciones y los procedimientos de captación del voto
que tenga un amplio margen de independencia respecto del gobierno y del control de
los partidos políticos. Asimismo, en esta búsqueda persiguen que el proceso electoral
en sí mismo se libere de toda intimidación, soborno o cohecho.

La lectura de la Constitución Política para el Estado de Veracruz exige reflexionar
sobre muchos y diversos temas, pero quizás uno de los más atractivos es el “De los
Organismos Autónomos del Estado”, los cuales conforme a la Constitución y a la ley
contarán con personalidad jurídica y patrimonio propios, tendrán autonomía técnica
y presupuestal, y sólo podrán ser fiscalizados por el Congreso del Estado.

Estos organismos son tres, a saber: el Instituto Electoral Veracruzano, la Comi-
sión Estatal de Derechos Humanos y el Órgano de Fiscalización Superior. Este ensayo
es una reflexión acerca del Instituto Electoral Veracruzano, el cual, dentro del conjunto
de actividades estatales, tiene a su cargo la función electoral que, brevemente dicho,
consiste en la organización, desarrollo y vigilancia de las elecciones, plebiscitos y
referendos.

El IEV, como se dijo, nace el 1 de enero de 2001, por la índole del organismo,
alguien puede pensar que el asunto se restringe al ambiente del Estado de Veracruz.
Nada sería tan equivocado, pues Veracruz es una Entidad de la Federación Mexicana.
En realidad, los cimientos del organismo electoral local se encuentran en la Constitu-
ción General de la República mexicana, en el artículo 116 fracción IV.

La Exposición de Motivos de la Iniciativa de Reformas a la Constitución Política
del Estado cuando se refiere a los organismos autónomos del Estado informa que:

El Capítulo V del presente Título Segundo constituye una verdadera innovación en nuestro orden
constitucional, atendiendo a la experiencia de países como los Estados Unidos, Francia y España,

puesto que por primera vez ordena, de manera sistemática y armónica a los dos organismos
autónomos de Estado más recientes: la Comisión Estatal de Derechos Humanos, y el ahora
denominado Instituto Electoral Veracruzano, anteriormente Comisión Estatal Electoral.

72 Cf. E. Novoa Monreal: El Derecho como obstáculo al cambio social, México, Editorial Siglo XXI, 1976.
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A partir de dicho texto, uno se pregunta: ¿Innovación o simple cambio de nom-
bre? El texto dice que la innovación es en cuanto a la ordenación sistemática y armó-
nica de los organismos autónomos de Estado. La voz “ordenar” quiere decir dar órde-
nes, pero también poner orden. De aquí que se pueda sostener y se sostiene que la
innovación alcanza también al organismo que se trata.

El artículo 67 fracción I de dicha Constitución sienta las bases sobre las cuales el
organismo desplegará la actividad estatal que le corresponde.

La piedra angular de tales cimientos es el tema de los principios que regirán al
Instituto y que son los siguientes: legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza, inde-
pendencia, profesionalismo, equidad y definitividad. La integración y funcionamiento
del organismo son remitidos al Código Electoral.

La segunda roca sobre la que se edificará el Instituto es el asunto de sus atribucio-
nes, mismas que componen una larga lista de actividades relativas a:

• La capacitación y educación cívica;
• la geografía electoral;
• los derechos y prerrogativas de los partidos y demás organizaciones políticas;
• el padrón y la lista de electores;
• la impresión de materiales electorales;
• la preparación de la jornada electoral;
• los cómputos en los términos que señale la ley;
• la declaración de validez y el otorgamiento de constancias en las elecciones de
diputados y ayuntamientos;

• la regulación de la observación electoral y de las encuestas o sondeos de opinión
con fines electorales; y,

• las demás que señale la ley secundaria.

El tercer fundamento para la construcción de este organismo consiste en señalar
que el órgano superior de dirección del Instituto será el Consejo General, que funcio-
nará de manera permanente.

Por último, la plataforma básica se compone con una losa que deberá ser la más
sólida, pues alude a las personas. El Instituto contará con el personal ejecutivo y técni-
co necesario para el cumplimiento de sus funciones. El Consejo General, para hacer
cumplir sus determinaciones, designará un Secretario Ejecutivo, en los términos que
señale la ley.

La integración y funcionamiento del organismo son remitidos al Código Electo-
ral y en éste los trazos gruesos de la organización se refieren a la Secretaría Ejecutiva y
sus Direcciones Ejecutivas. Seis en total, a saber: Dirección Ejecutiva de Prerrogativas
y Partidos Políticos; Dirección Ejecutiva de Organización; Dirección Ejecutiva de Ca-
pacitación y Educación Cívica; Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral;
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Dirección del Registro de Electores [cuyo funcionamiento no ha sido necesario en
virtud de los Convenios de apoyo y colaboración con el IFE]; y, Dirección Ejecutiva de
Administración Electoral.

También en el Código Electoral puede leerse que el Instituto Electoral Veracruzano
se compone por órganos permanentes, que en principio serían los mencionados y por
órganos temporales que son los Consejos Electorales Distritales y los Consejos Electo-
rales Municipales. Estos últimos solamente se integran durante un proceso electoral,
plebiscitario o de referendo.

No es por casualidad que los organismos electorales hayan constituido uno de los
principales temas de la reforma al sistema electoral mexicano. Los organismos electo-
rales, federal y estatales, han sido y son instrumentos de la transición democrática. No
se sugiere solamente que estén sirviendo a dicha transición sino que para ello nacieron
y en la transición democrática encuentran su razón de ser.

La transición democrática enreda siempre la noción de un proceso a través del cual se
pasa de una etapa a otra. En el caso de un estadio no–democrático a otro democrático o bien
de una democracia de baja intensidad a una democracia de mayor intensidad. Pero es
fácil comprender que si bien los órganos electorales son medios o instrumentos de la
transición, las personas que trabajan en tales órganos electorales no son objetos sino que,
por definición, son sujetos del proceso de transición.

Entender el funcionamiento del organismo electoral por lo menos exige una re-
flexión sobre su autonomía. La autonomía del IEV no es libertad sin cortapisas. Al
contrario, la autonomía funciona y es posible cuando la autoridad electoral se ciñe rigu-
rosamente a los mandatos de la ley. Ésta es la primera y más elemental condición. En el
ejercicio de la autonomía no valen más ni importan más nuestras preferencias políticas o
nuestras ideas particulares; lo que en realidad cuenta es nuestro apego a la ley.

La segunda condición es la búsqueda del consenso. Es decir, cada tema, cada
eslabón del proceso, debe ser discutido exhaustivamente por los integrantes del órga-
no electoral. Cada punto debe ser resuelto por sus propios méritos, buscando siempre
incorporar los puntos de vista de los representantes de los partidos políticos en el
órgano electoral. Hay que mantener siempre la disposición de alcanzar acuerdos y de
que esos acuerdos sean asumidos por todos.

Cierto que los consensos no siempre son posibles, pero su búsqueda sistemática
fortalece la deliberación y la confianza. Los partidos políticos vigilan la realización de
este principio de operación. Si el acuerdo no satisface a alguno de ellos, con razón o sin
ella, tienen el derecho de impugnar las decisiones de la autoridad electoral. La
judicialización de los procesos electorales permite aclarar el derecho de cada cual. La
autoridad electoral y los actores políticos son dóciles a las resoluciones definitivas de
los tribunales.
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Hay una tercera condición. Actuar con transparencia. El andamiaje electoral debe
ser tratado como una casa de cristal, no hay nada que ocultar. La transparencia de las
acciones y decisiones es un componente básico para mantener la confianza pública en
la equidad e integridad del proceso electoral. En suma: Ley, búsqueda del consenso y
transparencia son los tres lados del triángulo de la autonomía.

Se puede afirmar que el primero de los conceptos especiales del derecho electoral
precisamente es el de función electoral. Se trata de un conjunto de actividades del Esta-
do relativas al servicio electoral que en México se realiza tanto en el ambiente federal
como en los ámbitos estatales.

El IFE administra las elecciones de Diputados federales, Senadores y Presidente
de la República. Los órganos electorales estatales administran las elecciones de los
Ediles de los Ayuntamientos, de Diputados locales y de Gobernador del Estado de que
se trate. Solamente una actividad propia de la función electoral tiene carácter exclusi-
vamente federal: El registro nacional de electores.73

73 Esto pese a los esfuerzos que realizó Baja California por mantener un registro estatal singular.
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Capítulo IV
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as Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral garantizarán y ga-
rantizan que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y
las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía
en su funcionamiento e independencia en sus decisiones. Esta garantía se pone en
entredicho en cada proceso electoral. La cuestión fundamental se puede expresar en
una paráfrasis: De la Ley al hecho hay mucho trecho. La respuesta a dicha cuestión exige
un rodeo tan amplio como necesario.

Los hombres y las mujeres de todos los tiempos con la técnica han tratado de
encarar los fenómenos de la naturaleza y con las normas, la educación y la organiza-
ción han intentado sujetar a la bestia que se desata en el hombre tanto en los tiempos
de la política como en los tiempos de la guerra. Al decir esto, se está recordando la
expresión de Agustín Basave Fernández del Valle:

Hay en el mundo un ser, mitad bruto, mitad ángel, que, con perdón de la palabra, es un verdadero
monstruo metafísico.74

Si alguien quisiera echarse a cuestas la tarea de buscar el origen de la abismal
separación entre derecho y realidad social tendría que recorrer un largo camino en la

SUMARIO: 1. Los organismos electorales en las Entidades federativas; 2. Unas pala-
bras sobre los Consejeros Electorales; 3. Primus Inter Pares.

1. Los organismos electorales
en las Entidades federativas

L

74 Agustín Basave Fernández del Valle: Filosofía del Hombre (Fundamentos de antroposofía metafísica), México, Editoral
Espasa Calpe Mexicana S. A., 1963, p. 75.
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historia del derecho.75 La observación permite familiarizarse con lo que es de derecho y
lo que es de hecho. También brinda la oportunidad de negar la escisión entre lo que es y
lo que debe ser.

La búsqueda podría remontarse al origen de la ciencia jurídica occidental en las
universidades europeas, pues el primer derecho que se enseñó y estudió
sistemáticamente en Occidente no fue el derecho prevaleciente [el derecho que es (o que
era en aquella época)]; fue el derecho contenido en un antiguo manuscrito que había
salido a luz en una biblioteca italiana, a finales del siglo XI. El manuscrito reproducía el
Digesto, enorme colección de material jurídico compilada en tiempos del emperador
romano Justiniano, cerca de 534 d.c., hacía más de cinco siglos [el derecho que debe ser
(o que debía ser, a juicio de los juristas de esos tiempos)].76

Llamar la atención sobre el derecho que es significa enredarse en los hechos del
derecho.77 Hecho es el término que designa un objeto de juicio concreto, perceptible,
una cosa y sus relaciones en conexión eficiente concreta. Todo hecho pertenece al
orden de la realidad.78 El término realidad significa el estado de ser–real. En lenguaje
filosófico, el término real denota, por lo común, lo que es, lo que existe en oposición
tanto a lo meramente aparente como a lo puramente posible.79 En este escrito, realidad
se utiliza como término concreto, como equivalente de «algo real» denotativo de una
realidad, en este caso la social.

La realidad social es el “Contenido básico de la sociología.”80 Esta definición for-
mal no es idónea para denotar la materia y reclama muchas aclaraciones, pero es sufi-
ciente para indicar que en el medio local los abogados tienen la idea de que correspon-
de al sociólogo el examen del derecho que es. Por lo tanto, los estudios de los abogados
suelen llevarse a cabo sin referirlos a la realidad social, lo cual tiene graves consecuen-
cias prácticas.81

Sin embargo, no faltan quienes, aceptando que el derecho es lo mandado por la
autoridad competente, sin preocuparse por entenderlo ni examinar qué es lo que exac-

75 Ana Gamboa de Trejo y otros: Derecho y Realidad Social, Editado por el Instituto Electoral Veracruzano, Xalapa,
Veracruz, México 2003, pp. 9-18.

76 Cf. Harold J. Berman: La formación de la tradición jurídica de Occidente, México, Editorial del Fondo de Cultura
Económica, 2001, p. 131.

77 Cf. Miguel Villoro Toranzo: La Justicia y el Derecho, «Perspectivas actuales del Derecho, ensayos jurídicos en tiempos
de cambios» México, ITAM, 1991, pp. 891-897.

78 Walter Brugger: “Hecho”, Diccionario de Filosofía, Barcelona, España, Editorial Herder, 1975, p. 256.
79 Ibídem. p. 439
80 Henry Pratt Fairchild: “Realidad social”, Diccionario de Sociología, México, Editorial del Fondo de Cultura Económica,

1971, p. 248.
81 Cf. Eugenio Trueba Olivares: Ética profesional para el ejercicio del Derecho, Universidad de Guanajuato, Guana-juato,

México, 1993, pp. 83-84.
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tamente se está mandando, sólo quieren saber qué consecuencias prácticas se le podrán
seguir si realizan tal o cual acción, es decir, están intrigados únicamente en el derecho que
es porque les afecta.

Es curioso como sucede la aproximación a la definición de un problema. El hilo
conductor de este libro se intuye a partir del siguiente cuento:

El gato del guru

Cuando, cada tarde, se sentaba el guru para las prácticas del culto, siempre andaba por allí el gato
del ashram distrayendo a los fieles. De manera que ordenó el guru que ataran al gato durante el
culto de la tarde.

Mucho después de haber muerto el guru, seguían atando al gato durante el referido culto. Y cuando
el gato murió, llevaron otro gato al ashram para poder atarlo durante el culto vespertino.
Siglos más tarde, los discípulos del guru escribieron doctos tratados acerca del importante papel

que desempeña el gato en la realización de un culto como es debido.82

Hoy día no es importante construir puentes entre el derecho y la realidad social,
ya que los vínculos pueden sospecharse a partir de algunos comentarios sobre El pro-
blema de la eficacia en el Derecho.83 Pero la dificultad de fondo, el problema de índole
filosófica, consiste en resolver la dicotomía es / debe ser.

¿El aprieto tiene salida? La inteligencia en su actividad espontánea apunta hacia
la sabiduría popular y la memoria le auxilia recordando lo que reza el refrán: “Hechos
son amores que no buenas razones”. Una indagación para salir del apuro exige en-
contrar una manera de llamar la atención sobre los hechos. Que si bien el derecho no
es amor, no falta quien sostiene que el derecho es respeto que dispone al amor.84 Y
tampoco quien sustenta que la justicia es la exigencia mínima de amor:

Lo que el amor prescribe como ‘deber’ fundamental está formulado como derecho fundamental del
otro, de manera que al satisfacer esta demanda mínima soy justo.85

El hecho de que tradicionalmente los abogados excluyan de sus estudios jurídicos a
la realidad social por considerarla materia de consideración sociológica encuentra alguna
explicación en la formación básica o elemental.

82 Anthony de Mello, S.J: El gato del guru, «El Canto del Pájaro» México, Sal Térrea, 1982, p. 88.
83 Leticia Bonifaz Alfonso: El problema de la eficacia en el Derecho, México, Editorial Porrúa, 1999.
84 Jean Lacroix: Filosofía de la culpabilidad, Barcelona, España, Editorial Herder, 1980, pp. 114-115.
85 W. Luypen: Fenomenología existencial, Buenos Aires, Argentina, Ediciones Carlos Lohlé, 1967, p. 235.
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La Introducción al estudio del Derecho de Eduardo García Maynez resulta un buen
ejemplo. Esta obra es uno de esos eruditos tratados que aparecen siglos más tarde de
que algún pensador estableciera la separación entre lo que es y lo que debe ser. Dicho
texto ilumina –con luz diáfana– lo que está sucediendo entre los abogados. Pero no es
causa eficiente del hecho señalado. Por lo que conviene advertir que este comunicado
destaca el valor que para la práctica de la abogacía aporta el discurso desarrollado por
Eduardo García Maynez en el libro citado.86

Sería irreverente e irrespetuoso convertir en reo de sospecha a un eminente filó-
sofo del derecho, por lo que debe quedar muy en claro que este trabajo no interroga a
Eduardo García Maynez, ni siquiera, como suele decirse: “a través de su obra”, pues
lamentablemente él falleció y no puede comparecer más, sino que intenta interpretar
las primeras lecciones contenidas en el texto –el cual fijó un discurso del autor– que
tiene marcada influencia en el ambiente de los abogados:

En 1940 apareció la primera edición del curso de Introducción al estudio del Derecho y cuatro años
después la siguiente, realizada por la Editorial Porrúa, desde entonces, no creemos exagerar al

asegurar que este texto jurídico del iusfilósofo mexicano, el que mayor número de lectores y alumnos
ha reunido desde entonces en la América Hispana. A la fecha se han elaborado más de 40 ediciones
de este trabajo.87

La disertación de García Maynez, al abordar las diferencias entre leyes naturales
y normas atendiendo al criterio de validez, nota un aserto de suma importancia para
los propósitos del presente libro y encara dos dificultades cuyo intento de solución
será la teoría de los tres círculos que dará lustre a su autor.

El aserto. Se sostiene en el texto que las normas son válidas cuando exigen un
proceder intrínsecamente obligatorio. A partir de aquí se afirma: «El concepto de obli-
gatoriedad explicase en función de la idea de valor.» Y a continuación puede leerse la
razón de este aserto: «Sólo tiene sentido afirmar que algo debe ser, si lo que se postula
como debido es valioso.»

La primera dificultad es la validez de las normas jurídicas. El discurso comienza
notando que mientras la validez de las leyes físicas se halla supeditada a lo empírico,
las normas ideales de la religión y la moral valen independientemente de la experien-
cia. De acuerdo con la doctrina del derecho natural, también hay normas y principios

86 Parafraseando a Rodrigo Pérez–Salazar B. “El valor que para la práctica de la abogacía aporta el discurso desarrollado
por Miguel Villoro Toranzo en su libro ‘Introducción al Derecho”, Jurídica: Anuario del Departamento de Derecho
de la Universidad Iberoamerican, número 28, México, 1998, pp. 493–504.

87 José de Jesús Ledesma Uribe: In Memoriam Eduardo García Maynez (1908–1993)”, Jurídica: Anuario del Departamento
de Derecho de la Universidad Iberoamericana, Número 23, México, 1994, pp. 13–16.
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jurídicos a los que corresponde un valor absoluto. En cambio, a la luz del criterio
oficial, la fuerza obligatoria de las normas del derecho no depende de la justicia intrín-
seca de lo prescrito, sino de ciertos elementos de orden extrínseco, relativos a la forma
de creación de cada precepto.

Lo expuesto, permite al texto afirmar que, en la órbita de nuestra disciplina, se
tiene que distinguir el criterio formal de validez, relativo a las condiciones de elabora-
ción de cada precepto, y el criterio material, exclusivamente referido al valor intrínseco
de las distintas normas. En donde se puede observar que materia y forma se conciben
como dos cosas y no como dos principios del ser.

La segunda dificultad es la realización de las normas. «Posee gran importancia la
distinción entre validez y positividad. Se afirma que un imperativo es eficaz, que tiene
facticidad o positividad, cuando es acatado por los sujetos a quienes se dirige.» Las
normas se hacen realidad social cuando son acatadas por sus destinatarios.

El problema que se enuncia es que mientras la validez de las leyes e hipótesis
científicas depende de su corroboración empírica, la de las normas de conducta no
está condicionada por su efectividad. En cita a pie de página se aclara esto último:

O, como escribe Husserl: “Los juicios sobre un deber no implican ninguna afirmación sobre un ser
correspondiente”.

Se cierra esta argumentación aseverando lo siguiente:

La regla de acción que estatuye un deber vale en sí y por sí, incluso en relación con el proceder que
la infringe. Las excepciones a la positividad de una norma no son, en consecuencia, excepciones a su
validez. Las leyes naturales, por el contrario, no pueden ser válidas si la experiencia no las confirma.

Por lo tanto, el discurso no trata de distinguir el concepto de derecho de otros
conceptos que se le asemejan, como el de ley natural, sino que pretende señalar dos
regiones separadas entre sí, la del deber y la del ser, el mundo normativo (normas que
implican valores y que, por tanto, valen aunque a veces no se realicen) y el mundo de los
hechos (Lo que es, aunque en ocasiones no deba ser). A los efectos de nuestra búsqueda
se vuelven relevantes las palabras “eficacia”, “efectividad”, “facticidad” y “positividad”,
con las cuales se quiere denotar el fenómeno de la realización del derecho.

La verdad es que no hay tal separación entre el ser y el deber ser, aunque se pueda
efectuar la distinción. El asunto se le ha presentado a quien se pregunta ¿Qué es la
democracia?:

La respuesta es que aun cuando el término democracia no nos sirve para fines descriptivos, es
necesario para efectos normativos. Un sistema democrático es ubicado por una deontología
democrática, y ello porque la democracia es y no puede ser desligada de aquello que la democracia
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debería ser. Una experiencia democrática se desarrolla a horcajadas sobre el desnivel entre el deber
ser y el ser, a lo largo de la trayectoria signada por las aspiraciones ideales, que siempre van más allá

de las condiciones reales.88

2. Unas palabras sobre
los Consejeros Electorales

Otra vez el discurso se encamina sobre el terreno de las cosas concretas, pues las
preguntas se refieren a la aplicabilidad de los principios rectores de la función electoral.
Pero al desenvolver el tema de esta manera emerge una cuestión previa: Quién es,
según la Constitución General de la República, el destinatario de los principios de
marras. La respuesta es que los destinatarios del precepto constitucional son las auto-
ridades que tienen a su cargo las elecciones y  las que resuelven las controversias en la
materia.

Las autoridades que tienen a su cargo las elecciones son el Instituto Federal Elec-
toral y los organismos electorales de las entidades federativas. En relación con estos
últimos se expone un comentario más sobre el Instituto Electoral Veracruzano. Las
autoridades jurisdiccionales que resuelven las controversias en la materia son los tri-
bunales electorales, de los cuales se harán los comentarios respectivos más adelante.89

El Instituto Federal Electoral (IFE) es un organismo público, autónomo, respon-
sable de cumplir con la función estatal de organizar las elecciones federales, es decir,
las relacionadas con la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y de
los diputados y senadores que integran el Congreso de la Unión, con base en las facul-
tades que le confiere la Constitución federal en su artículo 41, fracción III.

El IFE, una vez constituido formalmente, empezó a funcionar el 11 de octubre de
1990, como resultado de una serie de reformas a la Constitución Política, aprobadas
en 1989, y de la expedición de una nueva legislación reglamentaria en materia electo-
ral: El Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE) en
agosto de 1990.

Por la naturaleza federal del sistema jurídico político mexicano, y dentro del mar-
co de autonomía del que disfrutan respecto de su régimen interior, los 31 Estados y,
con su especificidad, el Distrito Federal, regulan sus propios procesos electorales, es
decir, los relativos a la renovación de sus órganos ejecutivos y legislativos locales, así
como de sus ayuntamientos o delegaciones en el caso del Distrito Federal.

88 Giovanni Sartori: ¿Qué es la democracia?, México, Editorial Taurus, 2003, p. 22.
89  Ver el Capítulo V.
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El Instituto Electoral Veracruzano (IEV) es un organismo público, autónomo, res-
ponsable de cumplir con la función estatal de organizar las elecciones locales, es decir,
las relacionadas con la elección de Gobernador del Estado de Veracruz, de los diputa-
dos que integran el Congreso del Estado y de los Ediles de los Ayuntamientos corres-
pondientes a los 210 Municipios que integran la Entidad federativa, con base en las
atribuciones que le confiere la Constitución Política del Estado de Veracruz en su artí-
culo 67 fracción I.

El IEV, una vez constituido formalmente, empezó a funcionar, como tal, el 3
de enero de 2001, como resultado de la reforma integral a la Constitución del Esta-
do, aprobada en el año 2000, y de la expedición de una nueva legislación regla-
mentaria en materia electoral: La Ley número 75 o Código Electoral para el Esta-
do de Veracruz.

El organismo electoral estatal es el depositario de la autoridad electoral en la
Entidad federativa. En la integración de la generalidad de los organismos electorales
en México, participan los ciudadanos y los representantes de los partidos políticos.
Y, al decir esto, otra vez brota la pregunta: ¿Quién es, según la Constitución Política, el
destinatario de los principios rectores de la función electoral?

A los representantes de los partidos políticos se les pueden pedir muchas cosas, se
les puede pedir que se comporten con legalidad, pero ¿Alguien osaría pedirles que se
comporten con imparcialidad, con objetividad, con certeza, con equidad y con inde-
pendencia?, ¿Acaso no es de la propia naturaleza de los representantes de los partidos
políticos proceder con parcialidad?, ¿Acaso no es de su propia índole interpretar los
hechos desde una visión parcial y una opinión particular?, ¿Qué no se espera de ellos
que procedan de acuerdo a una ideología?, ¿Qué sus decisiones no dependen de un
partido político?

El destinatario de los principios rectores de la función electoral sigue siendo la
autoridad electoral. Pero si se trata de la aplicabilidad de tales principios el peso espe-
cífico de la iniciativa recae sobre los ciudadanos que participan en el seno mismo de la
autoridad electoral como consejeros electorales.

La participación de los ciudadanos en los órganos de autoridad electoral es tam-
bién una forma institucional de participación política en la democracia. Se ha dicho
que en esta forma de participación el ciudadano consejero electoral es el garante de la
aplicabilidad de los principios rectores de la función electoral. Con esto se deja ver
cuál es su importancia y se vislumbra también su enorme responsabilidad.

Al volver la mirada a los organismos electorales estatales se observan su órgano
superior de dirección y sus órganos desconcentrados. En el caso de Veracruz, el órga-
no superior de dirección es el Consejo General y los órganos desconcentrados son los
Consejos Distritales, los Consejos Municipales y, en cierto sentido, también las Mesas
Directivas de Casilla.
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Se dejan a un lado los órganos ejecutivos (en algunas legislaciones llamados “téc-
nicos”) no porque carezcan de importancia sino porque ellos deben prestar un servicio
profesional electoral. Si los principios rectores de la función electoral impregnan tam-
bién las actividades de los órganos ejecutivos no es por sí mismos sino en razón de que,
en el marco de la ley electoral, cumplen y ejecutan los acuerdos y resoluciones toma-
dos por el Consejo General y los órganos desconcentrados.

Una precisión más. El encuadre de la observación apenas permite contemplar
la figura del Consejero Electoral, los requisitos que debe cubrir y su actuación cole-
giada. La Ley electoral reserva el cargo de Consejero Electoral a un limitado círculo
de ciudadanos, porque los va a colocar en posición de cumplir con un especial deber
de garantía.

En relación con esto, el Código electoral de Veracruz establece en el artículo 85
que para ser Consejero Electoral se deberán cumplir los requisitos siguientes:

Ser veracruzano o ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos po-
líticos, en ambos casos con dos años de residencia efectiva en la entidad;
Tener más de veinticinco años de edad el día de la designación;
Poseer, el día de la designación, título profesional expedido por autoridad o
institución legalmente facultada para ello, y conocimientos en la materia políti-
co–electoral; y
Estar inscrito en el Registro de Electores y contar con credencial para votar.

La misma ley ordena que no podrán ser Consejeros Electorales quienes:
Desempeñen o hayan desempeñado el cargo de Presidente en los comités na-
cionales, estatales o municipales, o equivalentes, de algún partido político en
los cinco años inmediatos anteriores a la designación;
Tengan o hayan tenido cargo alguno de elección popular en los tres años inme-
diatos anteriores a la designación;
Desempeñen o hayan desempeñado cargo de dirigencia nacional, estatal o mu-
nicipal en algún partido político en los cinco años inmediatos anteriores a la
designación;
Hayan sido condenados por delito doloso;
Sean ministros de algún culto religioso, a menos que se separen de su ministe-
rio conforme a lo establecido en la Constitución Federal y la ley de la materia;
Sean militares en servicio activo con mando de fuerzas; sean servidores públi-
cos del Estado, de la Federación o de los municipios en ejercicio de autoridad.

La prohibición para los servidores públicos mencionados en las fracciones VI y
VII no surtirá efectos si se separan de sus cargos noventa días naturales anteriores al
día de la elección.

I.

II.

III.

IV.

I.

II.

III.

IV.

V.

VI.
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La dispensa de la escolaridad para los integrantes de los Consejos Distritales y
Municipales, que disponen los artículos 104 y 108 del mismo ordenamiento legal, es
un indicador de que la fuerza directiva del precepto se encamina a reducir el círculo de
ciudadanos no precisamente a los ilustrados sino a aquellos que reúnan las cualidades
de preparación, calidad moral e imparcialidad. Dicho lo mismo en términos coloquia-
les: los consejeros electorales no son ciudadanos comunes y corrientes. No cualquiera
puede ser Consejero.

De las cualidades requeridas para ocupar el cargo de consejero electoral, la pre-
paración se prueba mediante los certificados y títulos de escolaridad, la honestidad se
presume hasta que no se pruebe lo contrario y la imparcialidad... la imparcialidad es
discutida y discutible. No falta quien señale incluso que los consejeros electorales son
agentes encubiertos y a veces descarados de los partidos políticos.

Esto es un malentendido. La ley electoral exige al Consejero Electoral no ser
dirigente de algún partido político y que en su actuación se desprenda de sus prefe-
rencias o simpatías partidistas. Pero bien se sabe que esto último no es cosa sencilla,
que al fin y al cabo el consejero electoral también es parte de la comunidad política.
Corresponde a la ley salvar las deficiencias que puedan presentarse en un Conse-
jero Electoral.

La Ley electoral acude al mejor de sus expedientes para salvar la dignidad de los
consejeros electorales: la decisión colegiada. Se trata de vertere plures in unum, esto es, de
hacerlos convertirse a todos en uno solo. En dicha conversión está de por medio el
concepto del acuerdo que es la clave del derecho electoral. Más aun, si el acuerdo tomado
en alguna sesión de cualquiera de los consejos electorales no fuera satisfactorio para
alguno de los representantes de los partidos políticos éstos disponen todavía de los me-

dios de impugnación que la propia ley les concede. De lo expuesto se comprende tam-

bién porqué únicamente los consejeros electorales deben tener derecho a voz y a voto en

las sesiones de sus respectivos colegios.

3. Primus Inter Pares

El propósito del presente apartado es exponer una explicación de la función electoral
hacia el interior del Instituto Electoral Veracruzano (IEV). La explicación se justifica
en razón de que en todas las Entidades del país es necesario poner en claro que la

organización, desarrollo y vigilancia de las elecciones de Gobernador, Diputados loca-

les y Ediles de los Ayuntamientos está a cargo de los órganos electorales estatales. En

Veracruz también  los plebiscitos y los referendos.
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Al decir esto, se está pensando no en la común confusión con el Instituto Federal
Electoral (IFE) sino en la aplicabilidad del principio de independencia, uno de los
cinco principios que según la Ley suprema del país deben regir los procesos electora-
les. Sin rodeos, la pregunta que da pie para hacer un balance es la siguiente:

¿Qué tan independiente del gobierno y del control de los partidos políticos son las elecciones y los
procedimientos de captación del voto, y qué tan libre de intimidación, soborno o cohecho es el

proceso electoral en sí mismo?

El ensayo consiste en buscar en la ley electoral indicadores que, sin lugar para la
duda, permitan entrever el mundo fáctico, pues la ley no es solamente una fuente de
cognición jurídica sino también es fuente del conocimiento sociológico e histórico. Lo
que se quiere decir es que resulta sencillo distinguir el deseo expresado en la ley y la
dura realidad.

Por lo expuesto, los lectores descubrirán también sin dificultad que es inaceptable
la dicotomía en la cual los términos “Presidencia” y “Secretaría Ejecutiva” son los em-
blemas de dos campos enfrentados. Esto es, por principio se acepta que los órganos del
Instituto Electoral Veracruzano constituyen un conjunto continuo, homogéneo y final-
mente unitario y se rechaza que entre el Consejo General, órgano superior de dirección,
y los órganos ejecutivos sea necesario instituir un corte legal. Como tampoco es admisi-
ble, en su momento, la separación de los órganos desconcentrados. Las diferencias se
dan en atención a una distribución de las atribuciones que cada órgano debe realizar.

En la Constitución Política del Estado de Veracruz puede leerse lo siguiente:

El órgano superior de dirección del instituto será el Consejo General, que funcionará de manera
permanente. El Instituto contará con el personal ejecutivo y técnico necesario para el cumplimiento

de sus funciones. El Consejo General, para hacer cumplir sus determinaciones, designará un
Secretario Ejecutivo, en los términos que señale la ley. [Artículo 67, fracción I, incisos c y d].

De lo establecido en dicho precepto se sigue con prístina claridad que el Secreta-
rio Ejecutivo está subordinado al Consejo General, pues éste es el órgano superior de
dirección. Sin embargo, la reglamentación de este precepto en el Código Electoral
para el Estado de Veracruz puede resultar desconcertante, sobre todo si se tiene en
cuenta que la reglamentación desarrolla o desenrolla un precepto y que dicho desen-
volvimiento no puede ir más allá de lo establecido en el precepto reglamentado.

En efecto, el Código Electoral no se concreta a describir la figura de un Secretario
del Consejo General y a definir sus atribuciones. El ordenamiento electoral establece
dos órganos: La Secretaría del Consejo General y la Secretaría Ejecutiva del Instituto,
que equivale a la Dirección General en otros organismos electorales, pero con la pecu-
liaridad de que la titularidad de ambos órganos recae sobre una misma persona.
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El desconcierto inicia cuando en dicho ordenamiento, artículo 82, al hacer una
lista de los órganos con que cuenta el IEV no menciona la Secretaría del Consejo
General, pero en el artículo 92 la establece, expresando sus atribuciones. En suma, y
dicho de manera usual, el secretario del Consejo General es la persona encargada de
escribir la correspondencia, extender las actas, dar fe de los acuerdos o resoluciones y
custodiar los documentos del órgano superior de dirección. La imagen de amanuense
es la que mejor le cuadra a este secretario.

La Secretaría Ejecutiva es otra cosa, pues cumplir los acuerdos del Consejo Ge-
neral es una entre otras veintiún atribuciones que le señala la Ley electoral [artículo
95]. En esta perspectiva, actuar como Secretario del Consejo General es solamente
otra de sus atribuciones. La interpretación de la ley electoral desemboca en la convic-
ción de que la figura de servidor público, subordinado al Consejo General, no desapa-
rece al asumir el cargo de Secretario Ejecutivo y que las múltiples atribuciones de éste
se convierten en otras tantas responsabilidades. La razón de este cargo, por disposi-
ción de la Constitución Política del Estado, en todo caso es cumplir con las determina-
ciones del Consejo General.

Esto es, el Secretario Ejecutivo tiene competencia para realizar un conjunto de
actividades relacionadas con la organización, desarrollo y vigilancia de los procesos
electorales, plebiscitarios y de referendo, pero también tiene el deber de responder de
sus actos ante el Consejo General.

El Consejero Presidente es el ciudadano que preside el Consejo General. Esto
que es verdad de Perogrullo, usualmente significaría que el presidente es la cabeza o
superior del Consejo General. Sin embargo, la legislación veracruzana le otorga el
papel de primus inter pares, el primero entre sus iguales. Conviene precisar que el
Código electoral convierte la presidencia en un órgano sui generis del IEV y le otorga
también un conjunto de atribuciones.

El artículo 91 del Código Electoral se compone de trece fracciones, en cada una
de ellas se contiene senda atribución del Presidente del Consejo General. A partir de
las atribuciones de la Presidencia se pueden observar las siguientes relaciones
institucionales con la Secretaría Ejecutiva:

a) La primera relación es de carácter muy general, pues la primera atribución del
Secretario del Consejo General es auxiliar al Consejo y a su Presidente en el
ejercicio de sus atribuciones. Esta disposición es muy útil, sobre todo, en el
desarrollo de las sesiones del Consejo General.

b) La primera atribución del Presidente es velar por la unidad y cohesión de las
actividades de los órganos del IEV. Quedó dicho que el Secretario tiene el dere-
cho y el deber de auxiliar al Presidente en el ejercicio de esta atribución.

c) La segunda atribución es establecer los vínculos entre el IEV y las autoridades
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federales, estatales y municipales, para lograr su apoyo y colaboración en sus
respectivos ámbitos de competencia, cuando esto sea necesario para el cumpli-
miento de los fines del Instituto. Amen del auxilio obligado que el Secretario
debe prestar. También el Secretario Ejecutivo tiene la atribución de representar
legalmente al IEV.

d) La tercera atribución es convocar y conducir las sesiones del Consejo General.
Pero el Secretario tiene la atribución de preparar el orden del día de las sesiones
del Consejo, declarar la existencia de quórum, dar fe de lo actuado en las sesio-
nes, levantar el acta correspondiente y someterla a la aprobación de los miem-
bros del Consejo.

e) La cuarta atribución es vigilar el cumplimiento de los acuerdos adoptados por
el propio Consejo. La atribución correlativa del Secretario Ejecutivo es cum-
plir tales acuerdos y del Secretario del Consejo informar sobre el cumplimiento
de dichos acuerdos.

f) La quinta atribución es presidir la Junta General Ejecutiva del IEV y, por su
parte, el Secretario Ejecutivo debe actuar como Secretario de la Junta General
Ejecutiva y preparar el orden del día de sus sesiones.

g) La sexta atribución es proponer anualmente al Consejo General  el antepro-
yecto de presupuesto del IEV para su aprobación. El Secretario Ejecutivo,
por su parte, debe elaborar anualmente, de acuerdo con las leyes aplicables,
el anteproyecto de presupuesto del IEV para someterlo a la consideración del
Presidente del Consejo General.

h) La séptima atribución es remitir al titular del Poder Ejecutivo el proyecto de
presupuesto del Instituto aprobado por el Consejo General, para su presenta-
ción y, en su caso, aprobación definitiva por el Congreso del Estado, en térmi-
nos de la legislación de la materia.  En el ejercicio de esta atribución, el auxilio
del Secretario Ejecutivo no solamente es un deber, también es una necesidad.

i) La octava atribución es ordenar, previo acuerdo del Consejo General, la reali-
zación de los estudios o procedimientos pertinentes, a fin de conocer las ten-
dencias electorales el día de la jornada electoral. Salta a la vista que solamente
se lo puede ordenar al Secretario Ejecutivo, aun cuando la ley dispone que los
resultados de dichos estudios sólo podrán ser difundidos cuando así lo autorice
el Consejo General.

j) La novena atribución consiste en dar a conocer la estadística electoral, por
sección, municipio, distrito, entidad federativa y circunscripción plurinominal,
una vez concluido el proceso electoral. Por supuesto, esta información es proce-
sada por la Secretaría Ejecutiva.

k) La décima atribución es firmar los convenios, acuerdos y resoluciones que
autorice el Consejo General, pero el Secretario debe firmar, junto con el Presi-
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dente del Consejo, todos los acuerdos y resoluciones que se emitan; y, en cuan-
to, los convenios no se olvide que el Secretario Ejecutivo es el representante
legal del IEV y, por lo tanto, también los debe firmar.

l) La décima primera atribución consiste en someter al Consejo General las pro-
puestas para la creación de nuevas direcciones o unidades técnicas para el mejor
funcionamiento del Instituto. Pero corresponde al Secretario Ejecutivo some-
ter a la aprobación del Consejo General la estructura de la Secretaría Ejecutiva
y de las Direcciones Ejecutivas, conforme a las necesidades del servicio.

m) La décima segunda atribución del Presidente es ordenar, en su caso, la publi-
cación en la Gaceta Oficial del Estado de los acuerdos y resoluciones que
pronuncie el Consejo General. Aun en esto se requiere el auxilio del Secretario
Ejecutivo.

n) La décima tercera fracción del artículo 91 del Código Electoral no contiene
propiamente una atribución del Presidente sino una remisión a las demás
que expresamente le confieran este Código y las leyes del Estado. Por su-
puesto que existen otras atribuciones, pero en todas se observa el estrecho
vínculo con el Secretario Ejecutivo.
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Capítulo V
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1. Panorama del sistema
de medios de impugnación

El proceso electoral federal del año 2000 tuvo la impronta de las reformas legales
de 1996. En aquel año 2000, todavía no lejano como para hacer historia, tuvo cabida el
fenómeno de la juridización de los procesos electorales. Es decir, los mexicanos pre-
senciamos o, mejor aun, vivimos una transición jurídica a la democracia. Si se vuelve la
mirada hacia ese año es para superar los temores y alentar las esperanzas respecto de
lo que nos depara el futuro próximo en materia de elecciones.

También el año 2000, permitió a los ciudadanos de la nación mexicana atisbar el
fenómeno de la judicialización de los procesos electorales.90 Luego, los ciudadanos
mexicanos están en su derecho de preguntar a juristas y abogados: ¿qué medios de
impugnación se podrán utilizar para garantizar la constitucionalidad y la legalidad de
los procesos electorales, federal y locales, que se avecinan?

Por ejemplo, uno se pregunta: ¿en los comicios presidenciales futuros, la etapa
final y definitiva del proceso electoral federal a cargo de los magistrados del TEPJF, la
fase de dictamen y declaraciones de validez de la elección y de presidente electo, será de mero
trámite o, por el contrario, constituirá un acto de jurisdicción?

Los magistrados del TEPJF aseguran que el sistema de solución de conflictos
electorales en México ha transitado de una naturaleza predominantemente política a
otra plenamente jurisdiccional.91 Según esto, la peculiaridad del contencioso político fue
que, cuando se presentaban conflictos electorales, los actores políticos tomaban la jus-

SUMARIO: 1. Panorama del sistema de medios de impugnación; 2. La función juris-
diccional y la función electoral; 3. El sistema de medios de impugnación en materia
electoral.

90 Cf. Fermín Pérez Montes: La consolidación del TEPJF y la construcción del derecho electoral en México en el período 1997–
2002, «Evolución histórica de las instituciones de la Justicia Electoral en México» Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación, México, 2002, pp. 463-597.

91 Carlos Arenas y otros. Ob. Cit. pp. 32–36.
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ticia por su mano. Pero, conviene aclarar, solamente quienes detentaban el poder po-
dían practicar esa especie de “justicia privada”.

La salida a los conflictos electorales podía ser y era que las mismas partes se
avocaran al arreglo del conflicto, situación que depende del ánimo de convenir, de la
voluntad para transigir y aun de la capacidad técnica o de simple experiencia para
encontrar la fórmula adecuada, si es que acaso el problema es susceptible de ajuste o
conciliación por obra de las partes; o, dejar las cosas al simple transcurso del tiempo y
la abstención de los interesados es suficiente para que el conflicto desaparezca. Es
decir, la solución o la disolución del problema, pero:

La sociedad no puede supeditarse a ninguna de las dos fórmulas porque la primera es aleatoria y
está condicionada por la transigibilidad, en tanto que la segunda a más de limitada porque no opera

en todos los casos, es causante de inseguridad y de intranquilidad.92

La opción que resta es la resolución jurisdiccional. Su característica es la presen-
cia de un sujeto ajeno a las pretensiones o prestaciones de las partes que dice el dere-
cho de cada cual.

¿Esto significa que los magistrados de los Tribunales Electorales no toman parti-
do en el desarrollo de un proceso electoral?, ¿Los mexicanos podemos pacíficamente
aceptar que el contencioso político es cosa del pasado y que se viven tiempos del
contencioso plenamente jurisdiccional en materia electoral?

La pregunta radical es: ¿La judicialización de la política no enreda de algún modo
una manifestación de la politización de la justicia, como lo temieron por años los minis-
tros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación? Puesto que la cuestión, por sí
misma, puede provocar un raudal de protestas de jueces, magistrados y ministros de
los órganos judiciales, es importante señalar nuestra perspectiva para definir mejor el
encuadre del tema. Para ello lo mejor es iniciar la respuesta analizando el título de esta
exposición.

La palabra panorama se emplea con dos significados usuales: uno, paisaje muy
dilatado que se contempla desde un punto de observación y, otro, aspecto de conjunto
de una cuestión. En el primer sentido, se contempla el sistema de medios de impugna-
ción en materia electoral desde la zona de la administración electoral. Por esto, en un

92 Humberto Briceño Sierra: Compendio de Derecho Procesal, México, Humanitas, 1989, p.27. Solución:“...consiste en
que las mismas partes se avoquen al arreglo del conflicto, situación que depende del ánimo de convenir, de la
voluntad para transigir y aun de la capacidad técnica o de simple experiencia para encontrar la fórmula adecuada, si
es que acaso el problema es susceptible de ajuste o conciliación por obra de las partes,...; disolución: “En gran sector
de esta problemática el simple transcurso del tiempo y la abstención de los interesados es suficiente para que el
conflicto desaparezca.”
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segundo sentido también se emplea la voz panorama entendida como aspecto de con-
junto de una cuestión, lo cual implica el hecho de que no se exponen sesudas reflexio-
nes sobre el tema. Toda la exposición en este apartado se reduce a la enumeración de
los medios de impugnación en materia electoral.

La expresión medios de impugnación, en su especie de “recursos”, alude a  los
actos procesales de la parte que se estima agraviada por un acto de resolución del juez
o tribunal, por lo que acude al mismo o a otro superior, pidiendo que revoque o anule
el o los actos gravosos, siguiendo el procedimiento previsto en las leyes.93 En materia
electoral dicha noción deberá ser ampliada para comprender, por una parte, no sólo
los recursos sino también los juicios y, por otra, no sólo las autoridades jurisdiccionales
sino también las electorales. Lo cual desemboca en otra definición:

Los medios de impugnación son las vías legalmente establecidas a favor de los gobernados, afectados
en su interés jurídico, para combatir un procedimiento, acto o resolución, ya sea ante la propia

autoridad responsable, ante su superior jerárquico o incluso ante una autoridad distinta, para que lo
revise y, en su caso, lo anule, revoque, modifique, confirme u ordene su reposición, una vez
comprobada su legalidad o ilegalidad.94

Con la expresión materia electoral se alude a las normas jurídicas que regulan la
organización, desarrollo y vigilancia de las elecciones de los gobernantes tanto federa-
les como locales.

La hipótesis de trabajo que sirvió como punto de arranque a nuestra investiga-
ción se compone con la afirmación de que el proceso electoral se distingue nítidamente
del proceso jurisdiccional y, por lo tanto, el proceso jurisdiccional en materia electoral
no es una parte del proceso electoral. Pero también que tales procesos se relacionan,
pues se trata de procesos no paralelos sino convergentes. Esto es, que en la materia
electoral ambos van a parar a un mismo punto.

Las pruebas encontradas en el camino transitado permiten matizar algunas afir-
maciones que continúan dentro del ambiente de la hipótesis de trabajo. Es decir, los
resultados todavía no son concluyentes, pero sí aclaran cuál es el punto de convergen-
cia. Para ver la cuestión y su respuesta con refulgencia, el examen utilizó como lente de
aumento los conceptos básicos del Derecho Procesal: jurisdicción, acción y proceso.

93 Víctor Fairen Guillén: Teoría General del Derecho Procesal, Universidad Nacional Autónoma de México, México,
1992, p. 481

94  Flavio Galván Rivera. Ob Cit., p. 206. Ver también: J. Jesús Orozco Enríquez y Juan Carlos Silva Adaya. Medios de
impugnación, Diccionario Electoral, Tomo II, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, México 2003, pp.
844–856. “Los medios de impugnación son aquellos instrumentos jurídicos (juicios, recursos, reclamaciones, inconfor-
midades, etcétera) previstos constitucional o legalmente para corregir, modificar, revocar o anular los actos o
resoluciones electorales administrativos o jurisdiccionales cuando éstos adolecen de deficiencias, errores,
inconstitucionalidad o ilegalidad.”
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2. La función jurisdiccional
y la función electoral

En este punto la fuente de cognición es la Ley General del Sistema de Medios de
Impugnación en Materia Electoral. Particularmente el artículo 3, punto 1, que a la
letra dice:

1. El sistema de medios de impugnación regulado por esta ley tiene por objeto garantizar:
a) Que todos los actos y resoluciones de las autoridades electorales se sujeten invariablemente,

según corresponda, a los principios de constitucionalidad y de legalidad, y

b) La definitividad de los distintos actos y etapas de los procesos electorales.

Puesto que el Derecho Procesal Electoral es una clase del Derecho Procesal, la
línea de salida está trazada por la noción de éste último. Por lo tanto, permita el lector
iniciar con una definición:

El Derecho Procesal se define con frecuencia como el conjunto de normas que regulan el proceso.
Esta afirmación, que resulta evidente, reconduce la reflexión hacia el concepto de proceso, pero no

hacia cualquier proceso, sino precisamente hacia el proceso jurisdiccional, o proceso a través del
cual se actúa la función jurisdiccional del Estado.95

La definición pretende ser esencial, pues toma como género al proceso y como
diferencia específica a la jurisdicción. La noción consiste en afirmar en que existen
tipos de procesos que se dan en el mundo de la naturaleza y tipos de procesos que se
dan en el mundo jurídico. La jurisdicción permite distinguir al objeto del Derecho
Procesal tanto de unos como de otros.

También el ciudadano común y corriente tiene esa visión del proceso. Si el lector
se acerca al diccionario se encuentra con que la voz “proceso” deriva del latín processus
y encontrará tres significados usuales: 1. Acción de ir hacia adelante. 2. Transcurso del
tiempo. Y, 3. Conjunto de las fases sucesivas de un fenómeno natural o de una opera-
ción artificial. Si se afirma que la función jurisdiccional es la diferencia específica del
proceso jurisdiccional, entonces también se puede sostener que la función electoral es la
diferencia específica del proceso electoral.

95 Faustino Cordón: Introducción al Derecho Procesal, Pamplona, España, Ediciones Universidad de Navarra, S. A.,
1995, p. 18.
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El siguiente cuadro sinóptico ilustra lo que se acaba de exponer:

La sola mención del proceso electoral coloca al discurso en un apuro, pues, por
una parte, el COFIPE establece que el proceso electoral federal comprende como la
última de sus etapas el “Dictamen y declaraciones de validez de la elección y de Presi-
dente electo” y que dicha etapa compete no al IFE sino a la Sala Superior del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación; por otra parte, la propia Sala Superior
sentó una Jurisprudencia, cuya introducción dice lo siguiente:

El proceso electoral de una entidad federativa concluye hasta que la Sala Superior del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación resuelve el último de los juicios  de revisión constitucional

electoral o para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, promovidos para
impugnar los actos o resoluciones de las autoridades electorales, emitidos al final de la etapa de
resultados, en virtud  de que las ejecutorias que se dictan en los referidos juicios son las que

proporcionan realmente la certeza de que dichos actos impugnados  han adquirido definitividad.96

96 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. “Proceso Electoral. Concluye hasta que el último acto o
resolución de la etapa de resultados adquiere definitividad (Legislación del Estado de México y similares)”, Jurisprudencia,
Tesis relevantes, 1997–2002, Compilación Oficial (Jurisprudencia), México 2003, p. 180–181.

PROCESOS

Pueden ser

En
el mundo de
la naturaleza

En el mundo
jurídico

Proceso
electoral

Proceso
jurisdiccional
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La dificultad consiste en que aquella disposición y dicha jurisprudencia en apa-
riencia hacen estallar los límites de la noción del Derecho Procesal, pues, según ellas,
resulta que el proceso jurisdiccional en materia electoral es una etapa del proceso
electoral; y también truenan los límites legales del proceso electoral, ya que le agrega
una etapa última de índole jurisdiccional.

Se puede afirmar que el primero de los conceptos especiales del derecho electoral
precisamente es el de función electoral. Se trata de un conjunto de actividades del Esta-
do relativas al servicio electoral que en México se realiza tanto en el ambiente federal,
«Federación y Distrito Federal» como en los ámbitos estatales.

El IFE administra las elecciones de Diputados federales, Senadores y Presidente de la
República. El IEDF administra la elección de Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Di-
putados ante la Asamblea Legislativa y Delegados. Los órganos electorales estatales ad-
ministran las elecciones de los Ediles de los Ayuntamientos, de Diputados locales y de
Gobernador del Estado de que se trate.97 Solamente una actividad propia de la función
electoral tiene carácter exclusivamente federal: El registro nacional de electores.98

Los integrantes de los órganos electorales utilizan la figura del árbitro deportivo
para explicar al público la tarea que ellos realizan o la que no les toca realizar. En este
sentido y referido al fenómeno de la abstención electoral, se ha hecho célebre la expre-
sión “No corresponde a los árbitros llenar los estadios”. Con dicha locución se trata de
indicar que es misión de los competidores, es decir, de los partidos políticos, vencer el
abstencionismo y conseguir que los ciudadanos vayan espontáneamente a las urnas.

¿La función electoral es una función arbitral? Usualmente se entiende que el arbi-
tro es el que en algunas contiendas deportivas de agilidad y destreza cuida de la aplica-
ción del reglamento. La función electoral es mucho más amplia y profunda que la tarea
propia de un árbitro deportivo. La imagen del árbitro solamente es la figura central en
el discurso hacia afuera de los órganos electorales. Lo cual en quien esto expone susci-
tó algunas reflexiones comenzando por la institución jurídica del arbitraje:

Arbitraje. Es la acción o facultad de arbitrar y el juicio arbitral. Es toda decisión dictada por un
tercero, con autoridad para ello, en una cuestión o asunto controvertido. Integra además un sistema

de obtener justicia sin recurrir a las medidas extremas, pero ateniéndose a derecho...99

Los órganos electorales no son árbitros ni la función electoral es arbitraje. Éste es
una de las manifestaciones de la heterocomposición [La otra manifestación es el pro-

97 La Constitución y el Código electoral para el Estado de Veracruz ordenan que el Instituto Electoral Veracruzano
participe también en las elecciones de agencias y subagencias municipales. Será en el año 2005 cuando se mida la
complejidad de estos procesos.

98 Esto pese a los esfuerzos que realizó Baja California por mantener un registro estatal singular.
99 “Arbitraje”: Diccionario Jurídico Espasa, Madrid, Editorial Espasa Calpe S. A., 1999, p. 68.
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ceso], la cual supone la existencia (o al menos, la “apariencia”) de un conflicto
intersubjetivo y el hecho de que los dos (o más) interesados acudan a una tercera
persona, desinteresada, a fin de que lo resuelva imparcialmente.100

La explicación de la figura jurídica del arbitraje comienza por sostener que debe
tener su nacimiento histórico en el hecho de que una o varias personas se interpongan
entre los interesados en el litigio, a fin de darle una solución pacífica e imparcial.

La base actual del arbitraje se halla en la figura del contrato: los interesados “acuer-
dan” el someter una o varias diferencias a ese “tercero imparcial” y le dan potestad
para efectuar los actos necesarios a tal labor hasta que el conflicto quede prácticamen-
te resuelto, lo cual requiere a su vez, que este “tercero imparcial” acepte este encargo
de las partes acordes, y se comprometa a su vez a efectuar los referidos actos, que
culminarán en la resolución del conflicto prácticamente.

El “arbitraje”, en sus diferentes manifestaciones, tiene las siguientes caracte-
rísticas:

• Son los interesados los que lo hacen nacer, al determinar a la persona tercera
“imparcial” por medio de un contrato.

• Ellos determinan su extensión, si dicha persona –si acepta– debe resolver un
solo conflicto o varios.

• También ellos le fijan un plazo determinado para que resuelva y al final del
mismo decae en sus potestades; deja de ser “árbitro”, desaparece de la escena.

En suma, es la voluntad de las partes, la que hace nacer  y morir al árbitro y al
arbitraje. Consecuentemente, los órganos electorales no son árbitros ni la función elec-
toral es arbitraje.

En consecuencia procede replantear la pregunta: ¿los órganos electorales son meros
vigilantes de la aplicación de la ley electoral? Por definición de la ley son eso y más que
eso, mucho más: Los órganos electorales tienen que realizar una función del Estado.
La función electoral los hace responsables de organizar, desarrollar y vigilar las elec-
ciones. En Veracruz también los plebiscitos y  los referendos. Su posición no es la que
se anunciaba hace algunos años de un órgano transformado en “cuarto poder”, pero
sigue siendo el depositario de la autoridad electoral.101

Algo se avanza en el conocimiento del asunto con el enunciado: “La función
electoral es función electoral y no otra cosa”. En efecto, transitar por la vía de exponer

100 Cf. Víctor Fairén Guillén, Ob. Cit., p. 18.
101 Salvador Valencia Carmona: Derecho Constitucional Mexicano a fin de siglo, México, Editorial Porrúa S.A., 1995,

p.107.
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lo que no es la función electoral hace posible el caminar hacia el conocimiento de lo
que es dicha función, pues:

Es la actividad electoral una función político–jurídica con naturaleza propia, mediante la cual el pueblo
ejerce su soberanía, concurriendo a las urnas a emitir y recibir su voto.102

La distinción de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial es tradicional desde
Montesquieu. Para él, esa distinción era no solamente un instrumento de análisis  sino
sobre todo un medio de luchar contra la omnipotencia y la arbitrariedad del poder
político, que son la tentación constante de éste cuando está reunido íntegramente en
las mismas manos.

La preocupación del pensador, muy explicable en la época, le llevó a preconizar
un sistema de separación entre esos poderes, cuya aplicación habría acarreado la anar-
quía o la parálisis, por falta de concurrencia. Su intuición fundamental era acertada,
pero había de ser atenuada en su sistematización: distinción, pues, entre esos poderes,
especialización funcional, pero necesaria colaboración entre ellos.

En principio, a cada uno de los poderes corresponde una función propia: La
legislativa al Congreso, la jurisdiccional a los jueces y tribunales, la  administrativa al
poder ejecutivo. Pero la distinción no es absoluta, ya que los diversos poderes no
ejercen exclusivamente la función que se les atribuye. Este hecho ha dado origen a la
distinción entre funciones formales y materiales.

Desde el punto de vista material, cada función presenta características propias
que permiten definirla, sea cual fuere el órgano estatal que la realice.

La función legislativa consiste en la formulación de normas jurídicas generales; la jurisdicción

establece relativamente a casos concretos, el derecho incierto o controvertido; la administración
consiste, por último, en la ejecución, dentro de los límites fijados por la ley, de una serie de tareas
concretas, tendientes a la realización de intereses generales.103

En el sentido formal, las funciones no son definidas de acuerdo con su naturale-
za, sino atendiendo al órgano que las cumple. Desde este punto de vista es formal-
mente legislativo todo acto del Congreso; formalmente jurisdiccional, todo acto de los
jueces o tribunales; formalmente administrativo, todo acto del titular del órgano eje-
cutivo. Se infiere de aquí la posibilidad de que un acto tenga, desde el punto de vista
material, distinto carácter del que se le atribuye desde el punto de vista formal.

102 Flavio Galván Rivera. Ob. Cit., p.27.
103 Eduardo García Maynez. Ob. Cit., p. 107.
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La tentación de tratar de entender la función electoral relacionándola con las
funciones tradicionales del Estado es común y comprensible. Así por ejemplo y referi-
do al IFE se ha dicho:

Otra característica del Instituto, si seguimos el tradicional punto de vista material de las funciones
es su naturaleza doble, en cuanto desempeña actividades fundamental-mente administrativas, pero

también de carácter jurisdiccional.104

No es admisible que los órganos electorales desempeñen actividades “funda-
mentalmente” administrativas, pues fundamentalmente realiza actividades electora-
les. Sin embargo, es verdad que dichas actividades básicas o sustantivas requieren
apoyo administrativo o adjetivo. Lo cual lleva a Flavio Galván Rivera al siguiente
comentario:

En consecuencia, es conforme a Derecho afirmar que el Instituto Federal Electoral es autoridad político–
electoral de naturaleza administrativa.105

Pero es notable que el comentario solamente pretende descartar que el IFE sea el
órgano de un “cuarto poder” o que tenga naturaleza legislativa o jurisdiccional. Sin
embargo, llama la atención la aseveración sobre esa supuesta “naturaleza doble”, el
aserto de que el IFE realiza actividades también de carácter judicial.

La función electoral no es función jurisdiccional por más que los órganos electo-
rales en algunos supuestos de incertidumbre o controversia dispongan de la posibili-
dad de decir a quien corresponde el derecho. Ni estos casos le otorgan a tales organis-
mos naturaleza jurisdiccional. Así como la función electoral tampoco es función legis-
lativa porque los órganos electorales tengan la facultad reglamentaria y los reglamen-
tos sean materialmente leyes. La función electoral es independiente respecto de las fun-
ciones tradicionales del Estado.

La función electoral se desenvuelve a través de procesos y anda, o debe andar,
por las vías de los procedimientos legales, pero otra vez se vuelve un imperativo distin-
guir: los procesos electorales no son procesos judiciales.

¿Qué es, pues, un proceso electoral? El Código Federal de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales (COFIPE) establece lo siguiente:

104 Salvador Valencia Carmona. Ob. Cit., p. 109.
105 Flavio Galván Rivera. Ob. Cit., p.32.



Derecho Electoral96

El proceso electoral es el conjunto de actos ordenados por la Constitución y este Código, realizados
por las autoridades electorales, los partidos políticos nacionales y los ciudadanos, que tiene por

objeto la renovación periódica de los integrantes de los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión
[Artículo 173].

El Código Electoral para el Estado de Veracruz ofrece una respuesta similar:

El proceso electoral es el conjunto de actos ordenados por la Constitución Política del Estado y este

Código, realizados por las autoridades electorales, las organizaciones políticas y los ciudadanos, que
tiene por objeto la renovación periódica de los integrantes de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y de
los Ayuntamientos [Artículo 133].

En el ámbito federal la expresión “las autoridades electorales” solamente puede
referirse a las autoridades del Instituto Federal Electoral y del Instituto Electoral del
Distrito Federal. En el ambiente local tales autoridades son las de los organismos elec-
torales estatales y, en el caso de Veracruz, las del Instituto Electoral Veracruzano. La
misión de las autoridades jurisdiccionales, a través de sus resoluciones a los medios de
impugnación, es garantizar que con los principios de legalidad, imparcialidad, objeti-
vidad, certeza e independencia se construya una realidad social democrática.

3. El sistema de medios
de impugnación en materia electoral

En este punto la atención se debe volcar sobre la Ley General del Sistema de Medios
de Impugnación en Materia Electoral, cuyo contenido está anunciado en el artículo 3,
punto 2:

2. El sistema de medios de impugnación se integra por:

a) El recurso de revisión, para garantizar la legalidad de actos y resoluciones de la autoridad electoral
federal;

b) El recurso de apelación, el juicio de inconformidad y el recurso de reconsideración, para garantizar

la constitucionalidad y legalidad de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal;
c) El juicio para la protección de los derechos político–electorales del ciudadano.
d) El juicio de revisión constitucional electoral, para garantizar la constitucionalidad de actos o

resoluciones de las autoridades locales en los procesos electorales de las entidades federativas, y
e) El juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus

servidores.
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Puesto que la clave didáctica de la presente exposición es enseñar para aprender,
la enseñanza se toma del Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia
Española cuando presenta una de las definiciones usuales de la palabra “jurisdicción”:
Poder que tienen los jueces y tribunales para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado.

Con el propósito exclusivo de familiarizarse con la voz “jurisdicción” se cita la
definición de un diccionario especializado:

En sentido amplio, jurisdicción es la función del Estado consistente en tutelar y realizar el Derecho
objetivo diciendo (y/o haciendo) lo jurídico ante casos concretos, a través de órganos especialmente

cualificados para ello. En igual sentido se habla de «función jurisdiccional» y de «Administración de
Justicia».106

De donde se sigue que, en México, se trata del Poder Judicial cuya regulación fun-
damental se encuentra en los artículos 94 a 107 de la Constitución Política mexicana. En
particular debe llamar nuestra atención el artículo 99 constitucional, uno de los pilares
que sostienen el sistema de medios de impugnación en materia electoral. Allí, en dicho
artículo, se encuentra la primera exposición panorámica del sistema que ocupa nuestra
atención.107

Con una expresión propia de la tauromaquia, este apartado comienza por hacer
suertes al toro antes de empezar la faena para conocer su estado, intenciones o bravu-
ra. Es decir, antes de enumerar los medios de impugnación en materia electoral, con-
viene advertir sobre la noción de actores políticos para destacar su influencia en la obra
legislativa de la materia y para distinguirlos de los actores en la relación procesal.

Giovanni Sartori advierte:

Para disfrutar la música es necesario saber de música. Un juego que entusiasma a un deportista no

dice nada a quien no lo entiende. En política, quien ha superado el nivel medio entiende rápidamente
las noticias del día; pero quien está debajo de ese nivel, quien no ha hecho acopio de información,
sólo se esfuerza sin aprehender de igual manera y, en definitiva, se aburre terriblemente. Entonces,

para quien no está informado, entender y digerir la información política se le presenta como algo
nuevo cada día y no llega a ser gratificante.

Comencemos por el término Actor político, algún diccionario electoral explica que
es la persona o grupo que desempeña un papel políticamente relevante, es decir, que
juega un rol que afecta directamente las operaciones de alguna estructura dentro del
sistema político, sin importar lo pequeño que este efecto pueda ser. Así, un votante, un

106 “Jurisdicción”. Diccionario Jurídico Espasa, Madrid, Espasa, 1999, p. 552.
107 Víctor Fairen Guillén. Ob. Cit., p.103.
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comité del Congreso, un dictador, un dirigente partidista, un magnicida y un grupo de
presión, son todos actores políticos.108

Los actores políticos electorales, dice el mismo diccionario, son los sujetos que inter-
vienen activamente en el proceso electoral: funcionarios públicos (consejeros electora-
les y magistrados electorales) y de casilla, partidos políticos, candidatos, observadores
y asistentes electorales, jueces que auxilian durante la jornada electoral, notarios y
ciudadanos registrados en los padrones electorales.109

En la realidad esto no puede ser así. La acepción debe restringirse a los partidos
políticos y a sus candidatos, a los gobiernos y a los gobernantes, a los legisladores y a
sus fracciones parlamentarias, a los medios de comunicación social y a sus agentes...
Algunos entre ellos, como se verá, serán los actores de la relación procesal en materia
electoral.

El deslinde tiene su importancia, pues el ordenamiento jurídico electoral tiene la
impronta no de técnicos en derecho sino de actores políticos. ¿Qué se quiere indicar
con esto? Pues que el derecho procesal electoral requiere una traducción para los abo-
gados procesalistas:110

1. El denominado “recurso de revisión” sólo es un recurso administrativo de opo-
sición, reposición, reconsideración, revocación, reclamación o inconformidad,
no precedido por supuesto, de alguna sentencia y menos aun de proceso algu-
no, desde el punto de vista material;

2. El llamado “recurso de apelación” no es una verdadera apelación, pues en el
desarrollo del proceso electoral el Tribunal Electoral, a través de sus salas re-
gionales actúa en única instancia, razón por la cual no hay juzgador a quo ni
juzgador ad quem. Además la apelación electoral procede únicamente en contra
de actos y resoluciones de autoridades electorales administrativas. Por lo tanto
se trata de un juicio electoral de anulación de los mencionados actos y resolu-
ciones.

3. El juicio de inconformidad es un auténtico juicio, como sinónimo de proceso,
pero no es propiamente de «no–conformidad» sino de nulidad electoral.

4. El juicio de reconsideración tampoco es tal. En algunos supuestos, es un recur-
so de apelación, porque procede en contra  de sentencias de fondo emitidas
por las salas regionales del Tribunal Electoral las que al resolver el juicio de
inconformidad actúan como salas de primera instancia, siendo de alzada la
Sala Superior, que es la competente para resolver la reconsideración. En otros

108 Cf. Diccionario Electoral: www. inep.org.
109 Idem.
110 Cf. Flavio Galván Rivera. Ob. Cit., pp. 207-211.
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supuestos, dicho juicio se convierte en juicio de nulidad e incluso de control de
constitucionalidad, cuando se hace valer en contra del Consejo General del
IFE, si se impugna la asignación de diputados o senadores electos por el princi-
pio de representación proporcional.

Sin más, la jurisdicción, entendida como poder que tienen los jueces y tribunales
para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, es una actividad que normalmente sólo se
pone en movimiento a instancia de parte (privada o pública) y se desenvuelve necesa-
riamente a través de un cauce jurídicamente regulado que es el proceso jurisdiccional.

La atención debe concentrarse ahora en la expresión a instancia de parte, lo cual
quiere decir “a ruegos de”, “a petición de”. La función jurisdiccional que se ejerce por
unos órganos específicos e independientes, normalmente se pone en movimiento a
petición de alguien. Esto es,

el Juez está llamado a resolver un problema o conflicto intersubjetivo (entre sujetos particulares  o
entre estos y el Estado) surgido en el ámbito social, y frente al mismo se coloca como un tercero

imparcial, que no crea por sí el problema, sino que, con carácter general, lo examina y resuelve en
los términos en que le es planteado por quienes solicitan la tutela jurídica (acción).111

Con la finalidad de simplificar las cosas, recuérdese la enseñanza de Eduardo García
Maynez en su Introducción al estudio del Derecho:

la acción es la facultad de pedir a los órganos jurisdiccionales del Estado la aplicación del derecho

objetivo a casos concretos, ya sea con el propósito de esclarecer una situación jurídica dudosa, ya
con el de que se declare la existencia de una determinada obligación y, en caso necesario, se haga
efectiva, aun en contra de la voluntad del obligado.112

Al aplicar estas ideas a la materia electoral en México salta a la vista que la
jurisdicción tiene dos manifestaciones: federal y local. Es decir, el asunto del sistema
de medios de impugnación se puede abordar en el ambiente federal tanto como en el
ambiente de las entidades federativas, comprendiendo en esta última expresión a los
Estados federados y al Distrito Federal. Es decir, el hecho de acercar el concepto de
jurisdicción a la materia electoral arrojó como resultado la distinción entre lo federal
y lo local y una lista de elementos, recursos y juicios, del sistema de medios de im-
pugnación.

111 Faustino Cordón. Ob. Cit., p. 17.
112 Eduardo García Maynez. Ob. Cit., p. 247.
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En el ámbito federal se abordan los medios de impugnación previstos en la Ley
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, a cargo del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) y el Instituto Federal
Electoral (IFE). Lo anterior, sin olvidar la relevante acción de inconstitucionalidad que
corresponde conocer a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que procede en
contra de leyes y normas generales, incluida la materia electoral, la cual, aunada a los
juicios y recursos que toca resolver al TEPJF y al IFE, llevan a asegurar que en el siste-
ma mexicano de justicia electoral existe un control integral de todas las leyes y los
actos electorales. También es necesario señalar la diferencia entre un recurso electoral
administrativo y los medios jurisdiccionales de impugnación electoral.

El concepto de acción, por una parte, hace posible distinguir a los actores políti-
cos de los actores de la relación procesal en materia electoral. También permite unirlos.
Y, por otra parte, permite pasar de aquella lista sencilla de medios de impugnación a
una relación más compleja que comprenda el concepto y la naturaleza jurídica del
recurso o juicio de que se trate la procedibilidad y los sujetos procesales.

La vía más sencilla para presentar los elementos del sistema de medios de impug-
nación es hacer una lista de ellos.

El sistema de medios de impugnación en el ambiente federal está integrado por:
Recurso de revisión (RRV) en contra de los actos y resoluciones del Secretario

Ejecutivo, así como de los órganos colegiados del IFE a nivel distrital y local que no
sean de vigilancia (juntas y consejos distritales, así como las juntas y consejos locales).

Flavio Galván Rivera ofrece la siguiente definición:

El recurso electoral de revisión es... el medio de defensa legalmente establecido, a favor de los
partidos políticos, con el objeto de impugnar, ante el superior jerárquico, los actos y resoluciones de

los órganos colegiados locales y distritales, así como del secretario ejecutivo del Instituto Federal
Electoral, que lesionen su interés jurídico, a fin de que sean examinados nuevamente, para determinar
si han sido o no emitidos conforme a Derecho, decretando consecuentemente su confirmación,

modificación o revocación. 113

Recurso de apelación (RAP) en contra de las resoluciones que recaigan al
recurso de revisión;  los actos de los órganos del IFE que no sea susceptibles de
impugnarse a través del recurso de revisión; los actos y resoluciones de los órganos
centrales del IFE (Consejo General, Consejero Presidente y Junta General Ejecutiva);
el informe que rinda la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores a la
Comisión Nacional de Vigilancia y al Consejo General del IFE, así como la determina-
ción y aplicación de sanciones.

113 Flavio Galván Rivera. Ob. Cit., p. 217.
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Flavio Galván Rivera lo define del siguiente modo:

Es el medio de impugnación legalmente establecido a favor de sujetos legitimados por la ley de la
materia, para cuestionar procesalmente la constitucionalidad o legalidad y validez de los actos y

resoluciones emitidos material o formalmente por los órganos del Instituto Federal Electoral, siempre
que no sean controvertibles por alguno de los otros medios de impugnación electoral, a fin de
obtener su análisis y consecuente revocación, anulación o modificación, una vez demostrada su

inconstitucionalidad o su ilegalidad.114

Juicio de inconformidad (JIN) en contra de las determinaciones de las autori-
dades electorales federales relativas a los resultados en las elecciones de Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, así como diputados y senadores al Congreso de la
Unión.

Galvan Rivera ofrece la siguiente definición:

El medio procesal de impugnación legalmente establecido a favor de los partidos políticos por regla
y excepcionalmente de los candidatos  a cargos de elección popular, para cuestionar la validez de

una elección, la legalidad de los resultados asentados en las actas de cómputo, el otorgamiento de las
constancias de mayoría y validez o asignación de primera minoría en la elección de diputados,
senadores y presidente de los Estados Unidos Mexicanos, por las causas, en los supuestos y para los

efectos, expresa y limitativamente establecidos en el ordenamiento jurídico que rige la materia.115

Recurso de reconsideración (REC) en contra de las sentencias de fondo re-
caídas en los juicios de inconformidad relativos a las elecciones de diputados y senado-
res, así como contra las asignaciones  por el principio de representación proporcional
que efectúe el Consejo General en dichas elecciones.

Flavio Galván lo define como:

El medio híbrido de impugnación, establecido por regla a favor de los partidos políticos y
excepcionalmente de los candidatos, para controvertir en las hipótesis y con los requisitos previstos

por los legisladores, constitucional permanente y ordinario, la constitucionalidad o la legalidad de la
asignación de diputados y senadores electos por el principio de representación proporcional y la de
las sentencias de fondo emitidas por las salas regionales del Tribunal Electoral, al resolver los juicios

de inconformidad, con la finalidad de obtener su anulación, revocación  o simple modificación,
según sea el caso particular.116

114 Ibídem, p. 294.
115 Ibídem., p. 300.
116 Ibídem, p.340.
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Juicio para la protección de los derechos político electorales del ciuda-
dano (JDC) en contra de las violaciones a los derechos del ciudadano para votar, ser
votado, asociación para tomar parte en los asuntos políticos  y afiliación libre e indivi-
dual a los partidos políticos.

La definición de Galván Rivera es la siguiente:

la vía legalmente prevista, a favor exclusivo de los ciudadanos, para impugnar  procesalmente la
constitucionalidad, legalidad y validez de un acto o resolución de la autoridad electoral, que viole el

derecho ciudadano de voto activo o pasivo, de asociación individual y libre de participar pacíficamente
en asuntos  políticos o de afiliación libre e individual a los partidos políticos.117

Juicio de revisión constitucional electoral (JRC) en contra de actos, resolu-
ciones o sentencias definitivos y firmes de las autoridades de los Estados y el Distrito
Federal competentes para organizar y calificar  los comicios locales o resolver las con-
troversias que surjan durante los mismos, siempre que la violación sea determinante
para el desarrollo del proceso electoral respectivo o el resultado final de las elecciones.

Su definición en palabras de Galván Rivera es como sigue:

la vía constitucional y legalmente establecida a favor de los partidos políticos, para controvertir la

constitucionalidad y legalidad de los actos  y resoluciones definitivos, emitidos por las autoridades
electorales, administrativas y jurisdiccionales de las entidades de la Federación mexicana, responsables
de realizar los procedimientos electorales locales y municipales o, en su caso, de resolver los litigios

de ellos emergentes.118

Juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales en el Instituto Fe-
deral Electoral y sus servidores (JLI) en contra de IFE cuando sus servidores hubieren
sido sancionados o destituidos  de su cargo o que consideren haber sido afectados en sus
derechos y prestaciones laborales.

En el ámbito de las Entidades federativas, por razones obvias, solamente se men-
cionan los medios de impugnación previstos en el Código Electoral para el Estado de
Veracruz a cargo de la Sala Electoral del Tribunal Superior de Justicia y del Instituto
Electoral Veracruzano y esto con el propósito exclusivo de enseñar cómo se relacionan
los medios locales con los medios federales de impugnación. El sistema de medios de
impugnación en el Estado de Veracruz se reduce a los siguientes elementos:

117 Ibídem, p. 366
118 Ibídem, p. 392
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Recurso de revisión (REV) contra los actos o resoluciones de los Consejos
Distritales o Municipales del Instituto y de las Oficinas  del Registro de Electores.

Recurso de apelación (RAP) contra los actos o resoluciones del Consejo Ge-
neral del Instituto Electoral Veracruzano.

Recurso de inconformidad (RIN) contra los resultados consignados en las
actas de cómputo distrital o municipal en la elección de que se trate; la declaración de
validez de la elección de Diputados por el principio de mayoría relativa y el otorga-
miento de las constancias respectivas; la asignación de Diputados por el principio de
representación proporcional y, por consiguiente, el otorgamiento de las constancias
respectivas, por error en la aplicación de la fórmula correspondiente; la asignación
de integrantes de Ayuntamientos por el principio de representación proporcional y,
por consiguiente, el otorgamiento de las constancias respectivas, por error en la apli-
cación de la fórmula correspondiente; y, los cómputos de cualquier elección, por
error aritmético.

Si se observa con atención quedó al descubierto la naturaleza revisora de la juris-
dicción electoral, pues ella solamente puede actuar cuando existe un acto previo de la
administración electoral.
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Capítulo VI
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E

SUMARIO: 1. Sujeción de los organismos electorales a control jurisdiccional; 2. El
respeto a la palabra dada; 3. Votar implica un juicio de valor; 4. El sistema mexicano de
justicia electoral.

1.- Sujeción de los organismos
electorales a control jurisdiccional

n nuestro país los organismos electorales son organismos autónomos de Estado
que tienen a su cargo la organización, desarrollo y vigilancia del proceso electoral,
pero sujetos a estricto control jurisdiccional. Con el propósito de comprender cabal-
mente el control de la constitucionalidad y la legalidad en materia electoral a través de
órganos jurisdiccionales es necesario saber los riesgos que corre la sociedad mexicana en
esta materia.

La exposición en este apartado quiere ir más allá del tema enunciado, pretende
sugerir una visión o concepción del mundo por parte de los ciudadanos mexicanos,
pues que lamentable pérdida de tiempo sería comunicarse con ellos para solamente
decirles que la conducta de «votar» se refiere al acto mismo de ‘cruzar’ o señalar a
algún candidato en la boleta de elección correspondiente.

La desconfianza y el temor al peligro vienen de lejos. Solamente por poner un
ejemplo se hace la siguiente remembranza: Hacia finales de la década de los sesentas
del siglo pasado, los ciudadanos de aquellos años planteaban problemas sobre el mun-
do que heredaban, sobre las transformaciones de la historia, sobre la misión histórica,
sobre el desarrollo de los pueblos, sobre la filosofía, la religión y la ciencia y también
sobre la construcción de un mundo nuevo y mejor. Reflexionaban o decían reflexionar
sobre las hipótesis planteadas y de todo corazón ofrecían una respuesta.

En pocas palabras, en aquellos años se tenía una visión o concepción del mundo
diferente a la de los ciudadanos de hoy que también tienen su propia cosmovisión La
importancia de lo cual reside en que, gracias a ella, se puede percibir la relación que
existe entre todo sistema de pensamiento y las vivencias de aquellos que lo defienden.
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De alguna manera lo que en el enigma de la vida  se contiene como algo confuso como
un haz retorcido de problemas, se eleva en la concepción del mundo a una conexión
consciente y necesaria de problemas y soluciones.

Todavía se escuchan ecos de aquel ayer en las palabras, muy recientes, de Pablo
González Casanova en La lucha por la paz hoy:

El problema de «el fin del mundo» está lejos de confinarse a las creencias del Apocalipsis. Tampoco
corresponde a un estado de ánimo «catastrofista», como nerviosamente pretenden distintas variedades

de irresponsables. Y no se limita a pensar en otro sistema social distinto al capitalista, ni añora un
vano equilibrio de fuerzas parecido al del pasado. El peligro de un «sistema en extinción» induce a
considerar seriamente las amenazas a la Tierra y a la vida que se pueden materializar salvo que

encontremos e impongamos una modificación a la política depredadora y conquistadora actual, y
construyamos un sistema distinto del actual.119

Lo expuesto no debe, de ningún modo, inducir a pensar que nuestras palabras
están motivadas en la nostalgia, esa tristeza melancólica originada por el recuerdo de
una dicha perdida. No, si se trabaja sobre los datos que ofrece la memoria es para
encarar la teoría no escrita de la monotonía que sostiene la falta de variedad en cual-
quier cosa y, aplicado al tema, la falta de amenidad en las cuestiones electorales.

De cara a la monotonía es necesario apelar a la amenidad. Este asunto, en este
momento y por oposición contradictoria, simplemente se explicará diciendo que una
jornada electoral no tiene porqué ser aburrida.

La amenidad exige abandonar el lugar común del supuesto desinterés hacia la
política, lo cual es cierto y es compartido ampliamente por la sociedad contemporánea
en su conjunto. El terreno más propicio para ubicarse es el de la noción de que algu-
nos, entre la población total, parecen algo más interesados, hablan y se informan más
sobre los asuntos públicos.

La idea principal es aprender algo nuevo a partir de un diccionario viejo, el Dic-
cionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia de Joaquín Escriche. En este diccio-
nario especializado la palabra “voto” tiene dos conceptos significados, a saber:

1. “La promesa hecha á Dios de una obra ó cosa buena a que no se estaba obliga-
do.”; y

2. “El parecer ó dictamen manifestado en alguna junta ó cuerpo en órden  á la
decisión de algun punto ó elección de algun sugeto.”120

119 Pablo González Casanova: «La lucha por la paz hoy»: Ponencia presentada en la Conferencia Internacional  por el
Equilibrio del Mundo, realizada en La Habana, Cuba, del 27 al 29 de enero de 2003, Perfiles en www.jornada.
unam.mx

120 Joaquín Escriche: Diccionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia. Se consultó la edición de Cárdenas Editor
Distribuidor, México 2003, p. 1542.
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El diccionario utiliza la voz “sufragio” como sinónimo de “voto”, pero en el se-
gundo de los conceptos significados:

SUFRAGIO. El voto que se da, ó la declaración que uno hace de su opinión ó parecer en una junta,
reunión ó asamblea en que se delibera sobre algún asunto. Véase Voto.

Lo que está velado por el polvo de los años  y que es necesario desempolvar es el
hecho de que los mexicanos no estábamos obligados a vivir bajo un régimen democrá-
tico sino que la instauración del sistema democrático en este país proviene de elección
o convención, pero una vez elegido ese sistema, el derecho de voto –cada miembro un
voto– está postulado por la naturaleza misma del régimen elegido.

También se debe atender al mensaje central de algunos estudios sobre
abstencionismo: la participación electoral debe ser una preocupación fundamental de
los regímenes democráticos. La competencia justa y libre en elecciones multipartidistas
se ha convertido en el aspecto fundamental a observar en los últimos años. México y
los países de democratización reciente deben asumir como verdadero que la caída en
la participación electoral es un síntoma de decadencia de una sociedad democrática.
Así vista, la esencia de la democracia se sostiene en la habilidad de la ciudadanía para
seleccionar a sus propios líderes mediante el sufragio.

2. El respeto a la palabra dada

El propósito de exponer esta materia con palabras muy claras para hacerla más per-
ceptible exige tomar de la voz “voto” los elementos de ambas nociones que ofrece el
diccionario citado en el apartado anterior. La primera noción, aquella que afirma que
voto es la promesa hecha a Dios de una obra o cosa buena a que no se estaba obligado,
contiene los siguientes elementos:

• La promesa hecha a Dios;
• De una obra o cosa buena;
• A la cual el promitente no está obligado.

Si la promesa de vivir en una democracia fue hecha a Dios es una dificultad que
no se resolverá en esta disertación, aquel que esté interesado en ello, se le recomienda
leer a María del Refugio González en su libro Historia del derecho mexicano, editado por
McGraw–Hill, México 1998.

Lo que consta en el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos es lo siguiente:
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Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, federal
compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos

en una Federación establecida según los principios de esta ley fundamental.

Y, lo que se pone en tela de juicio es la aplicación en México del principio jurídico
Pacta sunt servanda, el respeto a la palabra dada. Los mexicanos votamos ser democrá-
ticos, prometimos vivir bajo un régimen de esta índole y ahora todo parece indicar que
no estamos dispuestos a cumplir la palabra. Se buscan mil excusas para evadir el com-
promiso, se ponen mil pretextos para faltar a la palabra empeñada.

Entre las excusas y pretextos más comunes para no participar en los diferentes
eventos de la vida política de este país se escucha decir que se está en desacuerdo y se
rechaza la política gubernamental, se suele alegar que el sistema electoral es
antidemocrático, se sostiene que las propuestas de los diferentes partidos políticos o
de sus candidatos son poco interesantes o se escudan con expresiones de protesta y
rebeldía ante las condiciones políticas prevalecientes.

Antes de continuar es necesario salir al paso de una objeción, pues el lector atento
protestará diciendo: “Yo no voté. Al aprobar la Constitución Política de México, aquella
que inició su vigencia el 5 de febrero de 1917, no pude haberlo hecho, pues ni siquiera había
nacido.”

Si la apreciación de tal objeción es correcta, entonces se está de cara a la paradoja
del derecho derivado y del derecho originario. El lector se encuentra ante una idea extra-
ña u opuesta a la común opinión y al sentir de las personas. O quizás se sienta frente a
una aserción inverosímil o absurda, que se presenta con apariencias de verdadera. La
pregunta es: ¿Cuándo el pueblo mexicano –el pueblo vivo y contemporáneo– eligió la
democracia como modo de vida y sistema de gobierno?, ¿Acaso aceptar la voluntad del
Constituyente no es admitir como válido el gobierno de los muertos?

El autor de estas líneas considera que el lector no permitirá la absolución del
problema y también sabe que la solución al mismo no es sencilla, pero la paradoja
exige ser resuelta. Sin embargo, y afortunadamente, la resolución no nos lleva por los
caminos tortuosos de la digresión sino que impone avanzar en la exposición y rogar a
quien lea el presente texto que apure una dosis de paciencia.

El segundo punto se refiere al aserto de que la democracia es obra o cosa buena.
Quizás el planteamiento correcto consista en afirmar que, hoy por hoy, la democracia
es condición necesaria, aunque tal vez no suficiente, de la vida buena. La obra por
realizar es una vida digna para el ser humano. Pero pensemos en algunas premisas
fundamentales y que cada cual arribe a su conclusión.

Si se va al fondo de las cosas, entonces la competencia política se observa de
manera distinta. En una sociedad concreta están compitiendo el Estado democrático y
el Estado policía, que es no–democrático. En este último, alguien –individuo o grupo–
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se da a sí mismo la investidura de jefe, o también sostiene encontrarse en situación de
ser jefe por derecho hereditario. El fenómeno se denomina “Autocracia”. Dicho con
palabras muy claras: El Estado de policía se caracteriza porque la forma de gobierno
es una dictadura autocrática. El Estado de policía es la forma de Estado que contradice
al Estado de Derecho.

Hector Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona, en su libro Derecho Constitu-
cional Mexicano y Comparado, en el año 2001, aseguran que

Tiene la democracia hoy un irresistible atractivo y una gran fuerza expansiva. Así se explica que por
primera vez en la historia del género humano, de acuerdo con la información difundida apenas en

1997, prevalezca la democracia sobre la autocracia en los diferentes gobiernos existentes...121

El principio democrático consiste en afirmar que ninguno se puede investir con el
poder por sí mismo, que ninguno puede autoproclamarse jefe, y que ninguno puede
heredar el poder. La prueba de un Estado democrático, sobre el terreno de la práctica,
son las elecciones. Cualquier régimen cuyo personal político para gobernar es escogi-
do a través de elecciones libres, competitivas y no fraudulentas, se clasifica como de-
mocracia. Por el contrario, cualquier régimen cuyo personal político de gobierno no
proviene de elecciones, se clasifica como “no democracia”: no está fundado sobre una
investidura democrática.122

El tercer elemento de esa primera definición del voto se refiere, precisamente, a
que el promitente hizo una promesa a la que no estaba obligado y, tal referencia, lleva
de nueva cuenta a la cuestión que se había dejado en el camino: ¿La promesa hecha
desde las alturas de un gobierno revolucionario, el gobierno surgido de la Revolución
Mexicana, vincula al pueblo mexicano vivo y contemporáneo?

La observación de Fix Zamudio y Valencia Carmona parece que pecó de un
optimismo desmesurado. Otras opiniones, basadas en sendas encuestas sobre Ciu-
dadanos y Cultura de la Democracia (1999) y sobre Cultura Política y Prácticas
Ciudadanas 2001, son moderadas. Así por ejemplo la opinión de Jacqueline Peschard
Mariscal:

El grueso de los mexicanos no está involucrado con los asuntos políticos, tiene poco interés y escaso
sentido de obligación a involucrarse en la vida de la colectividad, y prácticamente no participa en

asociaciones civiles.
A esta combinación de rasgos participativos, de competencia y eficacia políticas se les suman las
características de alejamiento, de cinismo frente a la política, desconfianza frente a las instituciones

121 Héctor Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona. Ob. Cit., p. 285.
122 Cf. Giovanni Sartori. Ob. Cit., p. 193.
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y escasa disposición a asumirse como sujeto políticamente responsable.
Es por ello que considero, que si podemos hablar de algún perfil predominante de la cultura política

en México hoy, es el de una categoría en movimiento, el del súbdito en transición.123

La solución al problema planteado y a la objeción notada sólo se puede hallar
teniendo presente que, para que un Derecho nacido por vía originaria obligue, se re-
quiere que la nueva ordenación social de que se trate se imponga de hecho con el criterio
conceptual que es inherente a todo Derecho. Para lo cual son necesarias dos cosas: a) en
primer término, que la nueva ordenación social que surja se proponga ser realmente una
ordenación de Derecho, manifestándose como tal voluntad jurídica; y b) de otra parte,
que prospere en la práctica, logrando vigencia y efectividad.124

En el caso del voto, como promesa de ser democráticos, la resolución sobre la
validez de la misma en los tiempos que corren, parece estar condicionada a una reno-
vación del voto en cada proceso electoral. Sin embargo, sería más preciso decir que la
condición es instaurar la costumbre jurídica de que existan elecciones auténticas.

El principio fundamental consiste en que la voluntad del pueblo es la base de la
autoridad de los poderes públicos. Esta voluntad debe expresarse por elecciones au-
ténticas (que excluyan todo fraude) que deben tener lugar periódicamente, con sufra-
gio universal igual, y con voto secreto (seguido de un recuento público) o conforme a
un procedimiento equivalente que asegure la libertad del voto. Las características pri-
mordiales de unas elecciones auténticas son la limpieza y la trasparencia. La limpieza
de los comicios se logra mediante una sujeción irrestricta a las leyes.

En este contexto se comprende y se explica la garantía que nos ocupa: Las Cons-
tituciones y leyes de los Estados en materia electoral garantizarán que Se fijen los
plazos convenientes para el desahogo de todas las instancias impugnativas, tomando
en cuenta el principio de definitividad de las etapas de los procesos electorales.

3. Votar implica un juicio de valor

La segunda noción del diccionario Escriche afirma que “voto” es el parecer o dicta-
men manifestado en alguna junta o cuerpo en orden a la decisión de algún punto o
elección de algún sujeto, también esta definición permite distinguir tres elementos, a
saber:

123 Jacqueline Peschard Mariscal. Ob. Cit., pp. 145-152.
124 Cf. Rodolfo Stammler citado por Miguel Villoro Toranzo. Ob. Cit., p. 163.



La autoridad en el Proceso Electoral Local 113

• El parecer o dictamen;
• La manifestación del mismo en alguna junta o cuerpo; y
• La finalidad: en orden a la decisión de algún punto o elección de algún sujeto.

Quedó dicho que el diccionario invocado utiliza la voz “voto” como sinónimo de
“sufragio”, otorgando a éste último el significado el voto que se da, o la declaración
que uno hace de su opinión o parecer en una junta, reunión o asamblea en que se
delibera sobre algún asunto. A pesar de la analogía que pueda existir entre ambos
términos, hoy en día se sostiene que conviene deslindar los términos “sufragio” y “voto”.

En definitiva, entendemos que el sufragio es el derecho político que los ciudadanos tienen a participar
en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes. Se trata, consecuentemente,

de un derecho subjetivo público de naturaleza política.
Frente al sufragio, el voto... es una determinación de la voluntad que comprende otras especies que
el sufragio político. Se vota en las asambleas legislativas, en los tribunales colegiados, en los cuerpos

directivos, en el seno de los órganos de dirección y deliberación de todo tipo de instituciones, públicas
o privadas. El voto constituye, pues, una forma de expresión de voluntad, y con relación al sufragio
político, el voto constituye el hecho de su ejercicio.125

La importancia que se le dio a la convención o elección de la democracia, exige
ahora enfatizar que a raíz de dicha elección o convención se sigue naturalmente el
derecho político del sufragio y el hecho de su ejercicio: el voto.

En el primer elemento de la segunda noción del diccionario “parecer”y “dicta-
men” significa opinión y juicio que se forma o emite sobre algo. Lo que procede es tratar
de comprender su alcance.

El hecho del sufragio, es decir, el voto, es propiamente humano, lo cual significa
que se trata de un hecho que se caracteriza por ser voluntario y libre. Si se detiene la
atención en la noción de “voluntad”, entonces conviene decir que ésta es la tendencia
hacia una finalidad concebida por la inteligencia. Esto es, el hecho voluntario presupo-
ne un “saber”, por lo cual resulta averiguar de qué “saber” se está hablando en el caso
del voto. La respuesta es que trata de un saber de opinión.

Permita el lector una cita del libro ¿Qué es la democracia? de Giovanni Sartori:

Cuando el término [“opinión”] fue acuñado, los doctos de entonces sabían griego y latín; sabían
también que la objeción de siempre contra la democracia [gobierno del pueblo sobre el pueblo] era
que el pueblo “no sabe”. Precisamente por ello, Platón invocaba al filósofo-rey: porque el gobernar

125 Instituto Interamericano de Derechos Humanos. “Voto”: Diccionario Electoral, T. II, editado por Instituto
Interamericano de Derechos Humanos (CAPEL), UNAM, IFE e Instituto de investigaciones Jurídicas de la UNAM,
México 2003, p. 1245.
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exigía episteme, verdadero conocimiento. A lo que se terminó por oponer que a la democracia sólo le
basta la doxa, Entonces ni cruda y ciega “voluntad” ni tampoco episteme sino doxa, opinión: nada

más ni nada menos, subrayo, nada menos. Y entonces está bien dicho, y dicho a propósito, que la
democracia es gobierno de opinión, un gobernar fundado en la opinión.126

La opinión que presupone el voto es también un dictamen o juicio de valor. Esto
es, el voto enreda una valoración. Nueva cita de Sartori:

La democracia se alimenta de esta reivindicación: sustituir el dominio injusto de los “no elegidos” –

de aquellos que ejercen el poder por derecho hereditario o de conquista– por el mandato de aquéllos
que son reconocidos como mejores. Se quería escoger quién debería mandar, es decir se reivindica
de poner la capacidad –criterio de valor– en el lugar del criterio sin valor. Para alcanzar este ideal–

límite de hacer coincidir el mandato con el mérito y la autoridad con la capacidad, el principio
democrático sería que nadie puede decidir por sí mismo ser él “mejor”: deben ser otros los que lo
aprecien como tal, es decir, deben ser los otros quienes lo invistan. Y el método para verificar quién

es “más reconocido” es, precisamente, elección, el instrumento electoral. Elegir, recuérdese, viene
de eligere, expresar la idea no escogiéndola al acaso, sino seleccionándola.127

El tema de la libertad de la voluntad o libre albedrío que también caracteriza al
hecho del voto ofrece materia para el apartado de otro libro, pues regularmente ese
encuadre se hace desde la perspectiva de las prácticas antidemocráticas y, jurídica-
mente, desde el punto de vista del Derecho Penal cuando se aborda el delito de compra
y coacción del voto dentro del capítulo de los delitos electorales.

El segundo elemento de esta noción de voto nos habla de la manifestación de ese
parecer o dictamen que es el voto como ejercicio del sufragio, el cual se emite dentro
de un cuerpo electoral, es decir, se trata de la opinión de un público. Por lo tanto, no es
una opinión aislada sino un conjunto de opiniones. O, si se quiere decir de modo
abreviado, es la opinión del electorado.

El electorado es el conjunto de electores de un país o circunscripción y conforma
el cuerpo electoral o, como es mejor conocido en México, padrón electoral, que se
traduce en el documento que contiene los nombres de las personas que cumplen con
los requisitos señalados por la ley, para ejercer el derecho al voto. Cabe agregar que la
exactitud, actualización y depuración del padrón electoral es la base de elecciones trans-
parentes.

En suma, el electorado es el conjunto de ciudadanos que pueden ejercer el dere-
cho al voto dentro de un país o una circunscripción local.

126 Giovanni Sartori. Ob. Cit., p. 89.
127 Ibídem, p.143.
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En el caso del sufragio político, la finalidad del voto es la elección de un sujeto como
gobernante. De aquí que el voto también se deba comprender como una opinión sobre
la cosa pública, sobre la república o res pública.

Así que, convenido el sistema democrático, el derecho de voto –cada miembro un
voto– está postulado por la naturaleza misma del régimen elegido. Estas palabras resu-
men todo lo expuesto. El Estado democrático postula como principio fundamental el
voto universal: Cada ciudadano un voto.

Los partidarios de la dictadura autocrática simpatizan con los que se abstienen de
participar en las cosas de la república, en especial con aquellos que no votan, pues
saben bien que el abstencionismo es un síntoma de la caída de la democracia.

Este momento es crucial. El principio del voto universal tiene como igual a cada
ciudadano, joven o viejo, varón o mujer, pobre o rico, indígena o no indígena. El princi-
pio pertenece a la justicia democrática que ordena dar a cada ciudadano su voto, lo cual
es de suma importancia para evitar confusiones, pues al decirlo de esta manera puede
causar la impresión de que no existe sensibilidad hacia los pobre y oprimidos. La convic-
ción que salva dicha impresión consiste en saber que dar a los demás sólo lo justo
deshumaniza la convivencia humana. Sin duda, la solución de los problemas sociales
necesita de la liberalidad, de la solidaridad y del amor, pero el derecho al sufragio político
y, por lo tanto, su ejercicio que es el voto, es una aplicación de la constante y perpetua
voluntad de darle a cada uno lo suyo.

Como corolario conviene recordar que hoy es un principio clásico del sufragio
ser universal, lo cual significa que todos los ciudadanos  tienen el derecho a elegir y a
ser elegidos sin importar su sexo, raza, idioma, ingreso, propiedad, profesión, esta-
mento o clase, educación, religión o convicción política. A sabiendas de que este prin-
cipio no sufre disminución alguna por el hecho de se exijan algunos requisitos impres-
cindibles, como cierta edad, la nacionalidad, la residencia, el estar en posesión de las
facultades mentales y de los derechos civiles, así como de la plena capacidad jurídica.

También se ha de considerar, como condición formal para poder ejercer el dere-
cho a voto, el estar inscrito en los registros electorales. La elegibilidad puede estar
sometida a otros requisitos, como una edad mayor a la del ciudadano o la incompati-
bilidad con el ejercicio de otros cargos públicos. Asimismo no constituye lesión al
principio del voto universal la exigencia “de hecho” y de derecho de que la candidatu-
ra sea respaldada por la pertenencia a un partido político.

Sin embargo, hoy en día ha renacido la cuestión antedicha en forma distinta, en la
polémica acerca de la licitud (o incluso la necesidad) de privilegiar el sufragio de deter-
minados colectivos tradicionalmente marginados por razones étnicas, raciales, religio-
sas, culturales, o incluso sexuales.

Se discute la posibilidad de incluir mecanismos de discriminación positiva, que
abarcan desde la reserva de determinados puestos en las listas electorales a la creación
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de distritos electorales basados en este tipo de criterios. En este sentido, resulta que
formas de sufragio privilegiado, que había dejado de ser objeto de discusión política
hace apenas unas décadas, ha vuelto, en otra forma y con justificaciones bien diferen-
tes, a constituirse en elemento del sistema electoral.

La profesión jurídica que sabe bien de la equidad como correctivo de la justicia
no se sorprende ante tales cuestiones y discusiones sino que la asume en la compren-
sión y aplicación del derecho.

4. El sistema mexicano
de justicia electoral

En México se estableció un sistema integral de justicia en materia electoral cuya tras-
cendencia radica en que por primera vez en el orden jurídico mexicano se prevén los
mecanismos para que todas las leyes, actos y resoluciones electorales se sujeten inva-
riablemente a lo previsto en la Constitución federal y, en su caso, las disposiciones
legales aplicables, tanto para proteger  los derechos político–electorales de los ciudada-
nos mexicanos como para efectuar la revisión de la constitucionalidad o, en su caso,
legalidad de los actos y resoluciones definitivos de las autoridades electorales federales
y locales.128

Desde la posición de aquél que actúa en representación de un organismo encar-
gado de organizar las elecciones, la percepción del sistema integral de justicia en
materia electoral se aprecia en la noción de “Tribunal Electoral”. Es decir, se conoce
a través de una institución judicial cuya responsabilidad específica es atender las
impugnaciones y controversias en materia electoral. Pero tal percepción se concretiza
en los jueces electorales.

Pensar en los jueces es considerar que no existe un oficio más alto que el suyo ni
una dignidad más imponente. Si se plantea de este modo se observa con claridad que
el problema del derecho y el problema del juez son una misma cosa. ¿Cómo puede
hacer el juez para ser mejor de lo que es? La única vía que le está abierta a tal fin es la
de sentir su naturaleza humana: es necesario sentirse pequeños para ser grandes.

128 Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Principio de legalidad electoral, Jurisprudencia
y Tesis relevantes 1997–2002, Jurisprudencia, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, México, 2003,
p. 173.
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Es necesario, cada día más, recuperar el don del asombro. Es necesario asistir, cada mañana, con
más profunda emoción a la salida del sol, y cada tarde a su ocaso. Es necesario sentirse, cada noche,

aniquilados por la infinita belleza del cielo estrellado. Es necesario permanecer atónitos ante el
perfume de un jazmín o ante el canto de un ruiseñor. Es necesario caer de rodillas ante cada
manifestación de este indecible prodigio que es la vida.129

El principio constitucional de legalidad, supremo principio rector en el ejercicio
de la función estatal electoral, no es otra cosa que el estricto cumplimiento de la
normatividad jurídica vigente; la adecuación o fidelidad a la ley en toda la actuación
electoral de los ciudadanos y organizaciones políticas, pero fundamentalmente de las
autoridades electorales, en todos sus órdenes jerárquicos y de competencia.130

Las garantías jurídico constitucionales que se comentan aluden al sistema de medios
de impugnación para que todos los actos y resoluciones electorales se sujeten invaria-
blemente al principio de legalidad y a la necesidad de que se fijen los plazos conve-
nientes para el desahogo de todas las instancias impugnativas, tomando en cuenta el
principio de definitividad de las etapas de los procesos electorales.

Quien pretenda introducirse en el estudio del sistema de medios de impugna-
ción deberá acudir a los libros que sobre el tema difunde el Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación,131 pues allí encontrará explicaciones claras y senci-
llas sobre dicho tema que los expertos abordan con profundidad.

Por parte del administrador electoral, el punto de arranque en la descripción de
la percepción que se tiene de los tribunales electorales es el reconocimiento de que
su creación y su función obedecen al propósito de aumentar las medidas que hagan
de los procesos electorales, además de procesos políticos, procesos regidos por el
derecho.

La alternativa de institucionalizar órganos jurisdiccionales para zanjar cuestiones
relativas al principio de legalidad en los procesos electorales es una tendencia con-
temporánea.132 La tendencia judicializadora es rechazada por aquellos que siguen
mirando al Derecho como un mal innecesario en la sociedad o para aquellos otros
que, en nombre del Derecho, han sufrido arbitrariedades por parte de quienes
detentan el poder.

129 Francesco Carnelutti: Las Miserias del Proceso Penal, Bogotá, Colombia, Temis, 1989.
130 Cf. Flavio Galván Rivera. Ob Cit., p. 72.
131 Ver Carlos Arenas Bátiz y otros: El Sistema Mexicano de Justicia Electoral, Ob. Cit.
132 Salvador Valencia Carmona: Derecho Constitucional Mexicano a fin de siglo, México, Editorial Porrúa, S.A., 1995, p.

112: “sin embargo, es necesario remarcarse que en los últimos años ha venido despuntando una firme tendencia
hacia la judicialización de los medios de impugnación, con la salvedad de que aún se conservan algunos de carácter
administrativo los cuales se interponen durante la organización del proceso comicial”.
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En materia electoral, como en cualquier otra, se debiera acudir sólo por excep-
ción a los órganos jurisdiccionales.133 Los actores de los procesos electorales, como
todo sujeto de derecho, deben acatar la normatividad que les rige. Los tribunales elec-
torales tienen como misión comprender, interpretar y aplicar la Constitución Política
y la legislación electoral en caso de conflicto.

En nuestro país se ha entendido que el principio de legalidad implica que en todo
momento y bajo cualquier circunstancia, en el ejercicio de las atribuciones y el desem-
peño de las funciones que tiene encomendadas el órgano electoral, se debe observar,
escrupulosamente, el mandato constitucional que las delimita y las disposiciones lega-
les que las reglamentan.

Guardar y cumplir exactamente lo que se manda y ordena por la Ley fundamen-
tal y las leyes secundarias parece tan simple que no se quisiera agregar nada más. Pero,
las apariencias engañan: pues el acatamiento de las normas es un fenómeno complejo.
Para sujetarse a la norma, su destinatario debe comprender, interpretar y aplicar un
texto legal desde una determinada situación histórica. Además existe como un ansia
de la naturaleza humana por hacer difícil lo que de suyo no lo es tanto, es decir, la
persona a quien va dirigida la norma, descubriendo la fuerza directiva de la misma,
puede decidir no sujetarse a ella.

En estos supuestos, otras personas, con autoridad legal, deberán comprender,
interpretar y aplicar aquel texto legal para que la norma se guarde y se cumpla, o bien,
que su destinatario se atenga a las consecuencias previstas en el orden jurídico. Pero,
las personas con autoridad, que también comprenden, interpretan y aplican el tex-
to legal en un determinado horizonte histórico, pueden cometer errores o arbitra-
riedades. Por lo tanto, se les subordina a una autoridad jerárquicamente superior y
así sucesivamente hasta llegar a una última instancia, cuya resolución es definitiva.

La siguiente tesis del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ofrece
una síntesis formidable de lo expuesto:

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. SÓLO OPERA RESPECTO DE ACTOS O RESOLUCIONES DE

LAS AUTORIDADES ENCARGADAS DE ORGANIZAR LAS ELECCIONES.—El principio de

definitividad establecido en el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
no es aplicable a actos y resoluciones de autoridades distintas de las encargadas de organizar las
elecciones. En efecto, el derecho sustantivo es el ejercicio del derecho al sufragio, activo y pasivo. El

proceso electoral no constituye un fin en sí mismo, sino que es un instrumento para que el referido

133 Lo que se debe evitar es la costumbre de acudir a los tribunales sólo por acudir o caer en frivolidades. «Frívolo» es un
término que se utiliza en materia electoral para calificar a un escrito con contenido ligero, o de poca importancia, o
con razonamientos fútiles e insignificantes presentado por un partido político en la interposición de los recursos.
Instituto Electoral del Estado de México. Glosario de términos electorales, Toluca, México, noviembre de 1998, p. 44.
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derecho pueda ser ejercido. Como todo proceso, el proceso electoral se integra con una serie de
actos sucesivos para lograr el fin indicado. La manera más eficaz para que el proceso pueda avanzar

es que exista definitividad en las distintas etapas para que en el plazo de ley el derecho al sufragio se
ejercite. Esto implica que los actos del proceso electoral que adquieren definitividad son los que
emiten las autoridades encargadas de organizar los comicios, en cada una de las etapas que integran

dicho proceso. Por tanto, no es posible legalmente invocar la definitividad respecto de actos
provenientes de autoridades distintas de las que organizan las elecciones, o bien, de actos de partidos
políticos, etcétera.134

El jurista ante una resolución definitiva de la autoridad competente también pue-
de irse a fondo en el estudio del caso concreto que ofrece la práctica.

Esta experiencia se presta, por lo demás, para exponer a la luz de ella las ventajas del Derecho
casuístico, que obliga al jurista a contrastar directamente sus puntos de vista jurídicos a la vista de
los casos concretos de la práctica, a diferencia del Derecho legalista, el cual sólo puede apoyarse en

los casos jurídicos pintados por la fantasía o evocados por el recuerdo.135

En la inmersión para llegar al fondo del asunto enunciado, la tarea consiste en
interrogar el texto legal y revelar la fuerza directiva de la norma aplicada al caso con-
creto. La ley ha consagrado como camino obligatorio para el cumplimiento de este
cometido el criterio gramatical, sistemático y funcional. Se trata del mismo criterio
que han de seguir los órganos electorales al observar la legislación electoral.136

134 Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC- 487/2000  y acumulado.- Partido de la Revolución Democrática.-
29 de diciembre de 2000.- Mayoría de votos.- Ponente Mauro Miguel Reyes Zapata.- Disidentes: Eloy Fuentes Cerda y
Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.- El Magistrado José Fernando Ojesto Martínez Porcayo no intervino, por excusa.-
Secretario: Juan Manuel Sánchez Macías.

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC- 120/2001.- Partido Revolucionario Institucional.- 24 de Julio de
2001.- Mayoría de cuatro votos.- Ponente: José Luis de la Peza.- Disidentes: Eleoy Fuentes Cerda y Alfonsina Berta
Navarro Hidalgo.- Secretario: Felipe Mata Pizaña.

Revista Justicia Electoral, 2002, Tercera Época, suplemento 5, páginas 121-122, Sala Superior, tesis S3EL 012/2001.
135 Gustav Radbruc: Introducción a la Filosofía del Derecho, México, Editorial del Fondo de Cultura Económica, 2000, p.

22.
136 La Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral en su artículo 2 dice: “Para la resolución

de los medios de impugnación previstos en esta ley, las normas se interpretarán  conforme a los criterios gramatical,
sistemático y funcional. A falta de disposición expresa, se aplicarán los principios generales del derecho.”; El Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE) en su artículo 3 punto 2 establece: “La interpretación
se hará conforme a los criterios gramatical, sistemático y funcional, atendiendo a lo dispuesto en el último párrafo
del artículo 14 de la Constitución.” El Código Electoral para el Estado de Veracruz establece preceptos semejantes.
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Capítulo VII
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1. La condición de ciudadano
y los partidos políticos

Aun cuando en la Introducción de este libro se advirtió que el tema de los Partidos
Políticos, sus prerrogativas, la equidad en el acceso de ellos a los medios de comunicación
social  y la fiscalización de los recursos con que cuentan, está en la agenda de estas investi-
gaciones y cuyos resultados se presentarán en otro libro, es necesario notar algunos co-
mentarios al respecto.

Los juicios principales son los siguientes:
1. El respeto al derecho de asociación  que tienen los ciudadanos en materia polí-

tica es una necesidad democrática.
2. El Derecho debe proteger a los partidos políticos y fortalecer el sistema de

partidos políticos.
3. El registro [o reconocimiento] de los partidos políticos es un elemento cons-

titutivo de esta persona colectiva y condición necesaria de su personalidad
jurídica.

Es prudente comenzar con algunas ideas de carácter general relativas a la relación
individuo y sociedad.

Toda relación jurídica se basa en la alteridad, la cual supone la distinción entre los
sujetos. Ahora bien, la relación entre el individuo que compone una colectividad y ésta
es una relación de la parte al todo, pues el individuo es ciertamente una parte del todo
social; parece, en consecuencia, que no caben aquí relaciones jurídicas, ya que la parte,
por definición, es algo del todo, impidiendo la alteridad.

La absorción de la parte (el individuo) por el todo (la colectividad humana) es la
teoría propia del colectivismo, según el cual el hombre no sería otra cosa que un com-
ponente del Estado; lo que prevalece es el todo (totalitarismo), siendo el hombre ab-
sorbido por la sociedad, de la que no sería más que una parte individual. El ser huma-
no estaría, de ser cierta esa teoría, enteramente al servicio del todo social (como una

SUMARIO: 1. La condición de ciudadano y los partidos políticos; 2.Equidad para el
acceso de los partidos políticos a los medios de comunicación social; 3. Fiscalización y
“Precampañas”.
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simple pieza del mecanismo social), no teniendo ante él ningún derecho (porque nada
tendría de por sí, como nada tiene de por sí la pieza de un mecanismo).

A ello se opone la condición de persona que es propia del ser humano. En la colec-
tividad la persona es parte, ya que, en virtud de su capacidad de comunicación, hace
común con los demás unas finalidades, unos bienes, unas actividades; pero lo es sólo
limitadamente, porque sigue siendo otro, con una esfera de dominio sobre sí, que de
ningún modo se hace colectivo. De manera que es parte, porque parcialmente se inserta
en la colectividad, pero no lo es totalmente, en la medida en que sigue siendo otro. La
colectividad y el individuo humano mantienen relaciones de alteridad.

La persona, respecto de la colectividad, se presenta en una doble posición:

a) Como enteramente otra, distinta de la colectividad y fuera de ella; de ahí que
quepan diversos tipos de asociaciones y comunidades, a los cuales la persona
pertenece sólo respecto de una esfera de su vida (profesión, deporte, recreo,
política, etc.). Esto también es cierto por lo que atañe al Estado, frente al cual la
persona se presenta como titular de una esfera privada, de un ámbito de ser y
de actuar que permanece fuera de su inserción en el Estado; o sea como sujeto
del conjunto de derechos humanos fundamentales respecto de esa esfera.

b) En el seno de la colectividad, esto es, con relación a lo que la persona comunica
con los demás, ésta sigue manteniendo una dimensión de alteridad. La colecti-
vidad es relación, no fusión. La persona participa de lo común, pero no se hace
común; siempre sigue siendo enteramente otra respecto de los demás conso-
cios. De ahí que en el seno mismo de la colectividad se mantengan las posicio-
nes de alteridad, si bien con una modulación típica y específica.

En estos hechos reside el que quepan relaciones jurídicas entre la colectividad y la
persona por lo que se refiere a la alteridad.

A la luz de estas ideas uno puede afirmar que al modelo democrático responden
aquellas colectividades que se constituyen como uniones de iguales. En las colectivida-
des que responden a ese modelo, la base de partida es la igualdad de los miembros; por
eso en ellas la justicia de la distribución ha de partir de la igualdad de la condición de
los miembros. Y así el voto vale igual para todos los ciudadanos, porque el voto corres-
ponde al ejercicio de un derecho fundado en una condición que es en todos igual. Que
un votante sea más responsable y sepa más respecto de lo que conviene al bien de la
sociedad no es aquí relevante, porque en el modelo democrático lo que mide el valor
del voto no es el saber o la responsabilidad, sino la condición de ciudadano.

La Constitución Política de México, en su artículo 9, primer párrafo, reconoce
que los ciudadanos, entre sus derechos, tienen el de formar asociaciones de naturaleza
política y dispone lo siguiente:
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No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito; pero
solamente los ciudadanos de la República podrán hacerlo para tomar parte en los asuntos políticos del

país. Ninguna reunión armada tiene derecho a deliberar.

Otros preceptos constitucionales complementan lo dispuesto por el artículo cita-
do cuando definen a los partidos políticos como “entes de interés publico” y estable-
cen que la ley secundaria determinará las formas específicas de su intervención en el
proceso electoral. Esto es, resulta necesario que una asociación de índole política se
forme y organice de conformidad con la ley secundaria para que se conceptúe como
“partido político”. En otras palabras, todo ciudadano de la República tiene el derecho
de asociarse para tomar parte en los asuntos políticos del país, pudiendo o no asumir
las asociaciones que, al efecto se formen, la naturaleza de partido político, nacional o
estatal, según se estructuren o no de acuerdo con el ordenamiento secundario.137

En la actualidad, los partidos políticos son definidos en el marco del funcionamien-
to de los sistemas políticos. Prácticamente no existen definiciones globales de ellos, sino
conceptos referidos a problemas acotados. En México se les define como entes de interés
público entre otras cosas para razonar su financiamiento con fondos públicos.

El ejercicio de la libertad de asociación origina la formación de los partidos polí-
ticos, cuya existencia y funcionamiento es una de las características de la forma demo-
crática de gobierno. Representan corrientes de opinión de la ciudadanía sobre la pro-
blemática general de un pueblo y confrontan, valorizan y censuran la conducta de los
titulares de los órganos del Estado. La vida democrática no puede desarrollarse sin
dichos partidos, los cuales, cuando son “de oposición”, representan un equilibrio en-
tre los gobernantes y los gobernados, o sea, fungen como controles de gobierno.

En una verdadera democracia debe haber pluralidad de partidos políticos. El “par-
tido único” es negativo de este sistema, pues coarta o impide la libertad de asociación
política de los ciudadanos que no estén afiliados a él. El “partido único”, en el fondo,
es el “partido en el gobierno”, existiendo entre éste y aquél una identidad que evita el
desarrollo democrático, ya que no es posible que se uniforme la opinión ciudadana.138

Aun cuando lo expuesto tiene aplicación para los partidos políticos nacionales y,
en cierta medida, para los partidos políticos estatales, resulta pertinente una aclara-
ción:  Si bien es cierto que se reconoce el derecho de los partidos políticos nacionales
a participar en las elecciones estatales y municipales, también lo es que se niega a los
partidos políticos estatales el derecho a participar en las elecciones federales.139

137 Ignacio Burgoa: Las Garantías Individuales, México, Editorial Porrúa, S. A., 1975, pp. 406-407.
138 Ibídem., p. 409.
139 Al respecto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha sentado la siguiente

Jurisprudencia: Partidos políticos estatales. Están impedidos legalmente para participar en las elecciones federales.
Jurisprudencia y tesis relevantes 1997-2002 [Jurisprudencia], Compilación Oficial del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación, TEPJF, México 2003, pp. 153-154.



Derecho Electoral126

El sistema de partidos políticos presenta una ambivalencia. Es el único medio
realista que ofrecen las instituciones democráticas para representar la voluntad de los
distintos sectores de ciudadanos; a la vez, es un poder que obedece a sus propias reglas
y escapa, en gran medida, al control del pueblo. En esa medida lo suplanta.

La radicalización de la democracia hará que los partidos políticos cumplan la
función para la que fueron ideados.140 Los partidos políticos son esenciales en la de-
mocracia para el ejercicio de los derechos políticos, la participación ciudadana y la
expresión del pluralismo de la sociedad.

En el marco de la transición democrática se comprende cabalmente el
financiamiento público a los partidos políticos. Era y es necesario un sistema fuerte
de partidos políticos para erradicar los gérmenes totalitarios.141

La consideración a la persona humana y a sus derechos fundamentales como
centro y norma de toda vida social es el eje en torno al cual gira el discurso de la
Constitución Política de México. Sin embargo, en los hechos se efectuó una reducción
por medio de la cual la persona humana quedó convertida en un medio para la realiza-
ción del Estado nacional: los derechos se hicieron nugatorios merced a las circunstan-
cias históricas.

La nación mexicana encarnó en un partido oficial, que se presentó como el por-
tador único de la auténtica esencia nacional, fruto de la Revolución Mexicana de 1917,
el partido oficial era el todo, por lo que realmente ya no era un partido: parte del todo.
Quienes estaban al margen del mismo y, sobre todo, los que estaban contra él eran los
“antinacionales”, y debían ser eliminados de la esfera pública. Así encontró su “razón
de ser” el partido único en este país. La instauración en los hechos de un régimen de
partido único tiene un peculiar sabor totalitario que lo hace inconfundible.

En el año 2000, o unos años antes, las circunstancias tuvieron variaciones y, por
supuesto, también la visión de las mismas. Todo debido a “Un proceso paradójico de
democratización”:

Parece no haber dudas acerca de que México transita de un régimen autoritario a una democracia,
aunque este tránsito se haya prolongado tal vez por demasiado tiempo; a riesgo de ser demasiado

esquemático, parece también claro que el impulso democratizador  correspondió en una primera
fase  al propio gobierno, siendo larga la relación de acciones que se suceden entre 1963 y 1986 con
ese propósito. Sin embargo, en una segunda fase que se inicia con la ruptura escenificada en el

partido gobernante en la etapa previa a las elecciones federales de 1988 a la fecha, el impulso
democratizador se ha trasladado a la sociedad civil, a los partidos de oposición, a movimientos

140 Ver Capítulo 1, punto 4, de este libro.
141 Alonso Lujambio: Experiencias nacionales representativas (México), «Dinero y contienda político–electoral» reto de la

democracia, México, editado por el Fondo de Cultura Económica y otras instituciones, 2003, pp. 368-386.
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sociales y sindicales independientes, e inclusive a movimientos deslegitimadores como el alzamiento
indígena en Chiapas, frente a los cuales el papel del gobierno ha sido fundamentalmente reactivo.142

La paradoja consiste o se hace consistir en el otorgamiento de un signo positivo a
la marcha hacia un régimen democrático, mientras al proceso económico se le otorga
un signo negativo.

El financiamiento de los partidos políticos solamente se puede comprender y
explicar a partir de la libertad de asociación política de los ciudadanos. Es decir, el
“derecho” de los partidos políticos al financiamiento público se deriva del derecho de
los ciudadanos a formar y organizarse en partidos políticos para constituir la “volun-
tad política” del país.

La voz “financiamiento” se refiere a la acción y efecto de financiar. Por su par-
te, la palabra “financiar” usualmente suele tener dos conceptos significados: uno,
aportar el dinero necesario para una empresa; y, otro, sufragar los gastos de una
actividad, de una obra, etc. El financiamiento de los partidos políticos consiste en el
conjunto de recursos económicos para el cumplimiento de los fines previstos en el
ordenamiento jurídico.143

Las razones de la ley, es decir, los argumentos o demostraciones que se aducen en
apoyo del financiamiento público de los partidos políticos se enumeran a partir de la
idea expuesta en el artículo 41 fracción I de la Constitución Política de México:

Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las formas específicas de
su intervención en el proceso electoral. Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a participar
en las elecciones estatales y municipales.

Los partidos políticos tienen como fin promover  la participación del pueblo en la vida democrática,
contribuir a la integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos,
hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios

e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. Sólo los ciudadanos
podrán afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos.

Héctor Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona enumeran los que, a su juicio,
son postulados que rigen a los partidos políticos nacionales, y se encuentran señalados
en las fracciones I y II del artículo 41 constitucional:

142 Emilio Gidi Villarreal: Un proceso paradójico de democratización, Realidad y Política, Ob. Cit., pp. 56-57.
143 Hugo Alfonso Muñoz: Financiamiento de los partidos políticos, Diccionario Electoral, Instituto Interamericano de

Derechos Humanos, México, 2003, pp. 570-582.
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a) Se consideran “entidades de interés público”, pues desempeñan el papel de in-

termediarios o “correas transmisoras” entre los ciudadanos y el poder público;
b) Tienen derecho a participar en los procesos electorales federales, así como en

las elecciones estatales y municipales;
c) Se garantiza en la ley que cuenten de manera equitativa con elementos para

llevar a cabo sus actividades;
d) Tienen derecho a financiamiento público, debiendo garantizar que este tipo de

recursos prevalezca sobre los de origen privado;
e) Les asiste el derecho al uso en forma permanente de los medios de comunica-

ción social, derecho de antena;
f) Sólo los ciudadanos pueden afiliarse libre e individualmente a los partidos po-

líticos;
g) Sus erogaciones deben ajustarse a los criterios fijados por la ley y a los procedi-

mientos de control y vigilancia que la misma establezca.144

Los problemas de financiamiento de los partidos políticos tienen cuando menos
dos fuentes de tensión:

1. Un encarecimiento sistemático de los costos para mantener a la organización y
para desplegar una campaña, y

2. un rendimiento decreciente de las viejas formas de aprovisionamiento y de
cohesión de los partidos; pues por regla general las cotizaciones y aportaciones
de militantes crecen más lentamente que las necesidades de la organización.

En el trasfondo de los preceptos que ordenan el financiamiento público de los
partidos políticos puede comprenderse que:

El financiamiento de los partidos políticos, independientemente del origen de los fondos, debe sujetarse
a determinados principios: publicidad en la contabilidad y en el origen de los fondos, austeridad,

legalidad, igualdad de oportunidades entre los participantes, el respeto a los derechos de los partidarios
para conocer el monto y la fuente del financiamiento y la garantía de libertad e igualdad entre los
distintos grupos políticos.145

La paradoja que uno encara al abordar el tema del financiamiento público de los
partidos políticos consiste en que ellos siendo la columna vertebral de los Estados
democráticos, deben ser democratizados con cargo a los fondos públicos. En el caso

144 Héctor Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona. Derecho Constitucional Mexicano y Comparado, Ob. Cit., pp. 600
y 601.

145 Hugo Alfonso Muñoz: Diccionario de Derecho Electoral, Ob. Cit., p.571.
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de México la posibilidad real de la alternancia se dio cuando se eliminó la disposi-
ción asimétrica de recursos entre los partidos políticos con presencia auténticamente
nacional.146

Cuando se trata de los partidos políticos mexicanos ese deber ser adquiere matices
dramáticos. El telón de fondo de dicho drama radica en la opinión pública. En efecto,
el público en general se niega a aceptar el financiamiento de los partidos políticos con
fondos públicos. En México hay tres vías de financiamiento público directo: para acti-
vidades ordinarias, para gastos de campañas en años de elecciones y por actividades
específicas, que es un reembolso a parte de sus gastos en tareas de difusión de la
cultura democrática.

Por diversas razones, el financiamiento público a los partidos políticos muestra
atractivos para quienes quieren transitar en o hacia la democracia. De cara a los fenó-
menos de corrupción, resulta aconsejable para los Estados el levantar a las organiza-
ciones políticas de la necesidad de batirse por donaciones privadas o corporativas. Los
defensores de la ayuda del Estado a los partidos políticos suelen argumentar que el
sistema de otorgamiento de fondos públicos aparentemente es más puro y más claro. Y
también tiene la indudable atracción para los políticos y para los burócratas del parti-
do de proporcionar una fuente relativamente asegurada de ingresos.

Sin embargo el sostenimiento público ha sido fuertemente criticado:
• El financiamiento público ha tendido a incrementar el apetito de los partidos por
los fondos. Por lo tanto no se ha detenido la búsqueda de donaciones privadas
adicionales y no ha eliminado la corrupción.

• Es una ilusión el suponer que la ayuda del estado va a producir una «justa»
distribución del dinero entre los partidos. Los problemas involucrados al com-
partir los pagos del tesoro público son insolubles. Es de temerse que el partido
en el gobierno, o la coalición de partidos gobernantes ideará un sistema que será
de su propio interés. Más aún, los legisladores tendrán un incentivo para hacer
los arreglos financieros que beneficien a los propios miembros actuales de su
partido y ubique a los que retan en el lugar de las desventajas.

• La confianza en el patrocinio público haría a los partidos perder su carácter
voluntario y participativo. Si las organizaciones de los partidos se convierten
en burocracias patrocinadas por el estado, probablemente –se argumenta–
pierdan su independencia la cual es esencial si tratan de desarrollar su papel
de democracias propias.

146 Cf. José Woldenberg: Relevancia y actualidad de la contienda politico–electoral, «Dinero y Contienda político–electoral
reto de la democracia» México, editado por el Fondo de Cultura Económica y diversas instituciones, 2003, p. 21.
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La raíz de múltiples males políticos se encuentra en el dinero. Algunos de esos
males se expresan en los siguientes tópicos: corrupción, injusticias y barreras financie-
ras para contender por puestos públicos de elección popular.

Los políticos y los partidos pueden estar tentados a dispensar favores a cambio de
contribuciones políticas. La búsqueda de fondos ha llevado frecuentemente a la co-
rrupción. En México, los escándalos políticos conocidos como “Pemexgate”, “Ami-
gos de Fox” o “Videoescándalos” son ejemplos muy ilustrativos de lo que aquí se
quiere aludir.

El dinero puede llevar a injusticias y a distorsionar la competencia electoral. Si un
partido es capaz de atraer fondos de algunos ricos patrocinadores, le representaría
tener una ventaja considerable sobre un partido opositor. Una campaña económica-
mente bien fundada podrá emplear un número de personal más grande y podrá finan-
ciar carteles y anuncios en mayor cantidad. Es difícil evaluar con seriedad la medida
en que con mayores recursos se ganan más votos. Un enorme presupuesto no garanti-
za el éxito. No obstante hay circunstancias donde el candidato con el mayor presu-
puesto lleva una clara ventaja.

Si el éxito electoral depende del acceso al dinero, los ciudadanos que no son ricos
pueden ser disuadidos de no postularse para ocupar puestos públicos. La buena salud
de la democracia demanda que los miembros de cada grupo –ricos o pobres– deben
ser capaces de comprometerse en una carrera política.

Daniel Zovatto al abordar el tema Dinero y contienda político–electoral, reto de la demo-
cracia, desde “Perspectivas regionales comparadas” pone el dedo en la llaga al pronun-
ciar las siguientes palabras:

Son muchos todavía los vacíos de conocimiento de variables relacionadas con el financiamiento
tales como: contribuciones extranjeras, fortunas o riquezas personales, reorientación de los flujos

de dinero debido a la regulación, fondos secretos, influencia de los grupos de así como vacíos de
información –especialmente cuantitativa– sobre las contribuciones y los gastos de los partidos
políticos.147

En suma, además del juicio rector, cuya esencia consiste en afirmar que los parti-
dos políticos son organismos vitales de los sistemas de representación plural y, por
tanto, entidades de auténtico interés público cuya existencia merece ser apuntalada
con fondos públicos, se pueden mencionar cuatro asertos más: la transparencia del
origen de los recursos de los partidos políticos es no sólo debida sino necesaria; tam-
bién es necesario garantizar la independencia de los partidos políticos; del mismo modo,

147 Daniel Zovatto: Perspectivas Regionales Comparadas [América Latina], «Dinero y Contienda político–electoral, reto de la
democracia» Ob. Cit., p. 33.
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se requiere  contar con condiciones adecuadas de equidad en la competencia; y, evitar
la tentación de acudir a fuentes ilegítimas de financiamiento.148

El financiamiento público se otorga con la intención de lograr que las operaciones
financieras de los partidos políticos, sus ingresos y sus egresos, corran por vías transpa-
rentes y conocidas. La idea es que al tratarse de recursos de los contribuyentes, los
principios de transparencia y de control puedan estar garantizados de mejor manera.

Sin embargo, la transparencia no es un fin en sí mismo, ella no siempre es desea-
ble. El ejemplo del voto secreto es paradigmático. En muchos casos, la transparencia es
deseable porque es una salvaguarda contra la corrupción. Promueve la rendición de
cuentas y la confianza en los procesos electorales.

Las estrategias democráticas no pueden proceder sin recursos financieros. Si el
dinero no fuera otorgado los partidos políticos serían incapaces de organizarse, los polí-
ticos no se podrían comunicar con el público y las campañas no podrían ser sostenidas.
Por lo tanto, los fondos no son sólo indispensables, son deseables. Sin embargo, el
financiamiento político ha enfrentado muchos problemas en la mayoría de las democra-
cias y la experiencia enseña que no hay soluciones simples para estas dificultades.

2. Equidad para el acceso
de los partidos políticos a los medios
de comunicación social

En la visión anticipada de una jornada electoral lo menos que se puede esperar es que
llegue a su feliz término. Sin embargo, la expectativa exige prever los obstáculos que
surgirán en el camino. La dificultad principal en la preparación y desarrollo de un
proceso electoral es el fenómeno social denominado “Perfil de la cultura política pre-
dominante en México”149 en donde la actitud que se asuma, de súbdito o  de ciudada-
no, se vuelve determinante.

Para algunos, la transición a la democracia en México parece haber concluido.
Dicha transición resolvió dos cuestiones básicas y mutuamente complementarias: a)
La consolidación y el desarrollo nacional de los partidos políticos y b) La creación de
leyes e instituciones reguladoras de su competencia.

148 Cf. José Woldenberg: Relevancia y actualidad de la contienda político-electoral, Ob. Cit, p. 20.
149 Cf. Instituto Federal Electoral y otras instituciones: Deconstruyendo la ciudadanía, Avances y retos en desarrollo de la

cultura democrática en México, Secretaría de Gobernación, Secretaría de Educación Pública, Instituto Federal Electoral,
México, 2002.
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Los ciudadanos mexicanos debemos disponernos para realizar las elecciones en
el interior de la incipiente democracia mexicana. Por lo tanto, no es válido dejarse
llevar por los vuelos de la fantasía sino que conociendo las dificultades se debe actuar
en consecuencia. El camino para la transición mexicana en la democracia tiene un
derrotero nuevo: Hoy el paso debe ser de la ley en los libros a la ley en la acción.

La misión de los organismos electorales, tanto federal como locales, consiste en
estar preparado para dar y respetar a cada cual su voto. Esto es, la hipótesis de trabajo
de tales instituciones debe comprender a todos y a cada uno de los ciudadanos que
estando inscritos en el padrón electoral tengan su credencial para votar. La meta es
que el día de la jornada electoral cada Mesa Directiva de Casilla esté debidamente
instalada y dispuesta para recibir el sufragio.

La votación depende de las organizaciones políticas y de la voluntad libre de los
ciudadanos. Puesto que los partidos políticos se organizan primordialmente para com-
petir en el proceso electoral, teóricamente no tendrían como uno de sus objetivos, el de
cumplir función alguna en la organización de las elecciones. Más aún, existe una dife-
rencia básica entre los partidos políticos –que son contendientes en las elecciones– y
los organismos responsables de organizar las elecciones.

Sin embargo, la transparencia, la confianza y la eficiencia (por lo tanto, la legiti-
midad y una conducta apropiada de las elecciones) son menos difíciles de alcanzar
cuando los partidos políticos están presentes en todas las etapas del proceso electoral
que cuando la conducción de las elecciones es dejada en manos de los organismos
electorales con muy poco o ningún contacto con los partidos políticos. Más importan-
te, los partidos políticos deben conocer todos los aspectos de las políticas y procesos
que los afectan directa o indirectamente y deben tener voz en el proceso de decisión.

Por disposición de la legislación electoral, en los organismos electorales mexicanos
están incluidos los representantes de los partidos políticos como integrantes de los órga-
nos de autoridad. Los partidos políticos son frecuentemente observados como los más
agudos «policías electorales» porque tienen un gran interés en asegurar que sus oponentes
no hagan trampa y que el organizador de los comicios no cargue los dados a favor o en
contra de alguna de las opciones contendientes.150 Pero, si aún quedara duda, si algún
partido político sintiera lesionado su derecho puede apelar ante los tribunales.

Todo lo que se quiere indicar es que los organismos electorales son responsables
de los procesos electorales y, generalmente, asumen su responsabilidad; en tanto que
los partidos políticos y los ciudadanos son corresponsables en el mismo proceso, y

150 Cf. José Woldenberg: La participación de los partidos políticos en la autoridad electoral, La construcción de la democracia,
México, Editorial Plaza Janés, 2002, pp. 201-212.
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están facultados para conocer y auxiliar en la preparación de las condiciones bajo las
cuales se llevará a cabo la contienda.

Es la aceptación de las condiciones y de los resultados electorales por parte de los
partidos políticos, lo que constituye el examen definitivo sobre las bondades, calidad y
legitimidad de las elecciones.

No obstante todo lo dicho y sin menoscabar la importancia de los organismos
electorales en la organización de los comicios, es necesario dejar muy en claro que
los partidos políticos son los actores de la democracia.

Puesto que en las elecciones mexicanas, tanto federales como locales, son los
ciudadanos, quienes reciben y cuentan cada voto. La desconfianza que pesaba sobre
los organismos electorales empieza a esfumarse. Sin embargo, delante del hecho indis-
cutible de que los ciudadanos tienden a votar menos un programa y más una imagen,
el pensamiento se vuelca sobre los medios masivos de comunicación social para recor-
dar que un ciudadano no se debe determinar a golpes de corazón.

El quid está en los electores, los cuales deben acudir a las urnas a emitir no un
voto “ciego” sino un voto “vidente”, pues el voto como ejercicio del derecho político
al sufragio es doxa u opinión. La noticia alegre –si se le quiere ver de este modo– es
que el hecho problemático de la abstención ha cesado de tener dimensiones cuanti-
tativas para mostrar su rostro cualitativo. Sin duda, tiene importancia la votación
numerosa, pero más importancia tiene la votación informada.

La Declaración Universal de los Derechos del Hombre establece en su artículo
19 lo siguiente:

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no

ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de
difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.

Se trata de una fórmula para expresar el derecho a la libertad de expresión, pero
es una declaración en abstracto y, al decir de Pierre Teilhard de Chardin, el célebre
sabio cristiano, “Todo conocimiento abstracto pertenece al ser marchito”. Por lo cual es
necesario ensayar un nuevo giro al círculo hermenéutico a fin de encontrar el signifi-
cado concreto de dicho derecho.

En un primer plano una elección libre y justa se trata de la emisión de un voto en
condiciones adecuadas. Lo cual no puede desligarse del plano de fondo prioritario en
estos casos. En el fondo, se observan las condiciones precarias de las entidades
federativas y del país en los cuales el organismo electoral para servir a la Democracia
realiza un notable esfuerzo ciudadano. Entonces, desde lo más profundo del entendi-
miento emerge la noción de que los medios de comunicación son esenciales para con-
ducir elecciones democráticas.
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Una elección libre y justa no solamente se relaciona con la emisión de un voto en
condiciones adecuadas, sino que también con el hecho de contar con la información
más relevante de los partidos, políticas, candidatos y del propio proceso electoral a
efecto de que los electores estén en condiciones de hacer una selección informada.
Una elección democrática sin libertad de los medios encierra una contradicción.

Sin embargo, resulta una obviedad decir que los medios de comunicación cum-
plen una función esencial para el debido funcionamiento de la democracia. Es necesa-
rio señalar que los medios también pueden cumplir una función más específica, la de
posibilitar una plena participación pública en las elecciones, orientando a los electo-
res sobre como ejercer el derecho al sufragio, informando sobre el desarrollo de las
campañas, ofreciendo una plataforma para que los partidos políticos difundan su
mensaje al electorado, vigilando el escrutinio de los votos y anunciando los resultados.

Los medios masivos de comunicación social, tanto escritos como electrónicos,
determinan la agenda política. En este sentido, entran en juego tres series de derechos
interrelacionados: El derecho de los electores a realizar una elección plenamente infor-
mada; el derecho de los candidatos a divulgar sus plataformas electorales; y, el derecho
de los medios de comunicación a informar y expresar sus opiniones sobre asuntos de
interés público.

Desde luego, estos derechos, que en esencia constituyen los componentes del
derecho a la libertad de expresión garantizado por el Artículo 19 de la Declaración
Universal de Derechos Humanos y por el artículo 7 de la Constitución General de los
Estados Unidos Mexicanos, están vigentes en todo momento, no sólo cuando está en
curso una elección. Pero ha sido la gran formalidad de los procesos electorales –el
hecho de que son conducidos de acuerdo con procedimientos claramente establecidos
en la ley– lo que ha estimulado el interés de todos los involucrados en asuntos sobre la
libertad de medios.

3. Fiscalización y “Precampañas”

Al término de una elección el partido político que queda en la oposición inicia su
campaña para la siguiente elección. Quizá por esto resulta extraño y muy probable-
mente inadecuado el uso de la voz “precampaña”. Los recursos con que cuentan los
partidos políticos deben ser fiscalizados en los términos que establece el inciso “h” de
la fracción IV del artículo 116 constitucional.

Sin embargo, en esta ocasión, la atención se quedó atrapada en el lío que repre-
sentan las llamadas “precampañas”. La legislación electoral de Veracruz no contempla
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la regulación de las actividades que, como un paraguas, se cubren con el vocablo
precampaña.

La cuestión actual radica en saber: ¿Cómo regular las “precampañas” sin violen-
tar Garantías Individuales? La respuesta que ofrecen los Ministros Genaro David
Góngora Pimentel y José de Jesús Gudiño Pelayo es la siguiente:

nos manifestamos a favor del control de los orígenes y montos del financiamiento de la propaganda
previa a las precampañas, pero en contra de la prohibición absoluta de emisión de propaganda de

precampaña..., pues ello vulnera el derecho fundamental de libre expresión.

Por esto, y en congruencia con la vocación docente, nos encontramos ante el
lector para servir el conocimiento de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación. Ellos encararon el asunto e hicieron el camino menos sinuoso. Recorrer la
vía completa implicó analizar la resolución sobre el caso de Baja California Sur para
revelar el o los argumentos que la sostienen. Después, proceder al análisis del voto de
minoría contenido en la propia resolución para descubrir también el o los argumentos
en contra de la sentencia. Y, al final del trabajo, emitir una opinión sobre el conoci-
miento que resulta del estudio de la cuestión fundamental controvertida.

La tesis  de la mayoría del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y
que no comparten los Ministros citados se transcribe enseguida:

Los artículos 142 y 148, fracción III, de la Ley Electoral del Estado de Baja California Sur, en
cuanto regulan el inicio de la precampaña electoral y la sanción por su inobservancia, consistente en

la posible pérdida del registro de candidato, no violentan los artículos 6o., 7o., 9o. y 31, fracciones I,
II y III, constitucionales, en los que se consagran las garantías y prerrogativas que se traducen en
libertad de expresión, escribir y publicar escritos, derecho de asociación, de votar y ser votado para

ocupar un cargo de elección popular, así como de asociarse para tomar parte en asuntos políticos
del país. Lo anterior, ya que los artículos 41, fracción I, y 116, fracción IV, de la Constitución
Federal, establecen, entre otros, los principios de equidad y certeza, con el objeto de garantizar

condiciones de equidad que propicien la participación de los partidos políticos en igualdad de
condiciones. Así, cuando los referidos preceptos legales imponen un límite de noventa días previos
al proceso electoral, para el inicio de precampañas políticas, tienen como fin controlar, entre otras

cosas, el origen, el monto y el destino de los recursos económicos que se utilicen, con el objeto de
que, en igualdad de circunstancias, todos los aspirantes a cargos públicos de elección popular y los
partidos políticos cuenten con las mismas oportunidades para la promoción de candidatos.151

151 Suprema Corte de Justicia de la Nación: Precampañas electorales. Los artículos 142 y 148 fracción III, de la Ley electoral
del estado de Baja California sur al imponer límites para su inicio, no contravienen los artículos 6º, 7º,9º y 31 fracciones I,
II y III de la Constitución Federal. Novena Época, Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta: Tomo XIX, Febrero 2004, Tesis: P/J 3/2004 Página 633, Materia: Constitucional Jurisprudencia.
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La tesis transcrita se encuentra estrechamente relacionada con esta otra:

Los artículos 41 y 116, fracción IV, de la Constitución Federal, forman parte de un sistema electoral
que rige, entre otros aspectos, la participación del pueblo en la vida democrática del país y el acceso

de los ciudadanos al ejercicio del poder público mediante el sufragio universal, libre, secreto y
directo; dentro de ese sistema, la precampaña electoral no se concibe como una actividad aislada ni
autónoma a los procesos electorales, sino íntimamente relacionada con las campañas propiamente

dichas, puesto que su función específica es la de promover públicamente a las personas que se están
postulando, aún no de manera oficial, dentro de un partido político para llegar a obtener una posible
candidatura, de tal suerte que el éxito de una precampaña electoral puede trascender, inclusive, al

resultado de la elección de un cargo público.152

Introducirse al sagrado recinto del círculo hermenéutico del Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación exige quitarse los zapatos, es decir, se debe hacer con
sumo respeto. Por lo cual, de antemano se ofrecen disculpas por la torpeza en que se
pueda incurrir durante la selección de los argumentos.

Las expresiones de los Ministros que emitieron el voto de minoría, a juicio de
quien les habla, guardan sendos argumentos. Tales expresiones son las siguientes:

• “La libertad de expresión no se limita a la simple manifestación de las ideas, sino
que su contenido esencial es el de proteger la libre discusión de los asuntos públi-
cos, en especial en los asuntos de gobierno.”

• “El derecho a la oposición también es manifestación del derecho a la libertad de
expresión.”

• “...la regulación partidaria no puede llegar al extremo de entrometerse en todos
los aspectos de la vida interna de los partidos truncando así su libertad pues
debe respetarse un principio de libre autorregulación...”

• “la regulación de las precampañas e incluso de actividades previas a las
precampañas, no puede pasar por alto la libertad constitucional de expresión,
pues ésta debe interpretarse  estrictamente ante cualquier limitación o excep-
ción de la misma,...”

• “La mordaza no puede ser una manera eficaz en un estado democrático para
conseguir la equidad electoral.”

• “...todo lo contrario, pues suele favorecer a las figuras fuertes de un partido
impidiendo el surgimiento de nuevos personajes  que a través de la propagan-
da previa a la precampaña pudieran lograr un posicionamiento en la opinión
pública...”

152 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Precampaña electoral. Forma parte del sistema constitucional electoral. Novena
Época, Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XIX, Febrero 2004, Tesis:
P/J 1/2004 Página 632, Materia: Constitucional Jurisprudencia.
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• “...se pasa por alto autoridad debe ser controlada por la opinión pública, no la
opinión publica por la autoridad.”

En homenaje a la brevedad, sólo se efectuará un comentario por cada expresión
enunciada:

En la primera expresión, el voto de la minoría comprende y explica que la Cons-
titución garantiza el derecho fundamental de expresión de toda persona, de manera
amplia, con el propósito de permitir la difusión del pensamiento y de las opiniones de
cada cual, y consagra igualmente la libertad de informar y el derecho de recibir infor-
mación. De suerte que, la libertad de expresión, así entendida, resulta un medio indis-
pensable para que cada uno de los demás derechos adquieran la fisonomía deseada, lo
que viene a darle a la libertad de expresión el doble carácter de elemento generador de
las distintas formas de realidad y de instrumento de valoración, análisis y crítica de la
misma realidad social.

El voto de minoría, en la segunda cita, considera importante apuntar que las
precampañas o las actividades previas a ellas son consecuencia en muchas ocasiones
del vacío de poder generado por el gobierno en turno o bien del desacuerdo en
relación con la toma de decisiones gubernamentales y, en esta tesitura, constituyen
una manifestación de oposición que es uno de los contenidos esenciales del derecho
de libertad de expresión. La oposición política –dicen los Ministros Góngora Pimentel
y Gudiño Pelayo– es una consecuencia directa del valor del pluralismo que es uno de
los contenidos esenciales del derecho de libertad de expresión.

En el tercer enunciado, el voto de minoría también juzga importante destacar que
reglamentar las actividades de los partidos políticos es cuidar una de las piezas funda-
mentales y más sensibles del funcionamiento vital del Estado. Es parecer de los Minis-
tros que aquello que es competencia de los partidos políticos, los procesos previos a la
precampaña que preceden el inicio del proceso electoral, sólo puede ser controlado a
través de la fiscalización del origen del financiamiento de este tipo de actividades, y en
su caso, en la imposición de gastos realizables, pero nunca a través de la prohibición de
la propaganda, que es una manifestación de la libertad de expresión.

En la cuarta locución, el voto de minoría interpreta: Lo que interesa para los
efectos de regulación es el origen de los financiamientos y en su caso un control de
su monto, con la finalidad de que grupos de poder, influencia o criminales no
puedan inclinar la balanza a favor de un candidato y, en todo caso, la legislación
debe dirigirse a regular tal situación.

En la quinta expresión el voto de minoría apela a la experiencia cuando asegura
que los hombres nacidos para la libertad están naturalmente en guardia para recha-
zar la invasión de su libertad por parte de gobernantes mal intencionados. Sin em-
bargo –dicen los Ministros disidentes– los peligros más grandes para la libertad radi-



Derecho Electoral138

can en las acciones de hombres celosos de su deber y bien intencionados, que dismi-
nuyen las libertades públicas a través de acciones espectaculares y seductoras, pero
que no entienden la esencia de la libertad.

En el sexto enunciado, el voto de minoría alega que la vitalidad de las institucio-
nes civiles y políticas de nuestra sociedad depende de la libertad de discusión, es sólo
a través del libre debate y del intercambio de ideas como el gobierno permanece alerta
a la voluntad del pueblo y se puede efectuar un cambio pacífico; el derecho a hablar
libremente y a promover una diversidad de ideas y programas es una de las caracterís-
ticas que distingue a un régimen democrático de uno totalitario.

Finalmente, el voto de minoría ataja una objeción y explica el pueblo de México
más que calles limpias y ausentes de propaganda lo que necesita es gobernantes demo-
cráticos y responsables ante la sociedad y de un sistema eficaz de partidos políticos que
sirva como contrapeso y control al ejercicio del poder. Puesto en una balanza, es mejor
ver las calles tapizadas de panfletos, pues ello se soluciona con una escoba que ver a la
ciudadanía votando sin elementos para decidir el sentido de su voto y ausente por com-
pleto de los procesos de selección de los candidatos, hay que ver que en este caso el costo
es mucho más alto e incide sobre la calidad de la democracia que tenemos.

Quedó dicho en este libro que el abogado es quien puede decir qué es el derecho
en una determinada sociedad y hasta dónde se extienden sus límites o validez. Pero, él
no es el creador del derecho, en México los legisladores son los diputados y senadores
ante el Congreso de la Unión o los diputados ante las legislaturas o congresos de los
Estados.

Lo que se quiso poner en evidencia es que la cuestión de las “precampañas” no está
absuelta ni resuelta en este país, aunque se haya zanjado la cuestión en Baja California Sur.
Pero, lo que verdaderamente importa es pensar, es decir, poner en la balanza, las opcio-
nes de la alternativa.

Por su parte, el autor de estas líneas se queda con la propuesta del voto de
minoría: A favor del control de los orígenes y montos del financiamiento de la propa-
ganda previa a las precampañas, pero en contra de la prohibición absoluta de emi-
sión de propaganda de precampaña, pues ello vulnera el derecho fundamental de
libre expresión.
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Capítulo VIII
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l tema otorga la oportunidad de reflexionar sobre un documento coordinado
por Sergio García Ramírez y Leticia A. Vargas Casillas titulado Las reformas penales
de los últimos años en México (1995-2000).153 En dicho libro se plasman los trabajos
presentados en las Primeras Jornadas sobre Justicia Penal, promovidas por la UNAM

y que se desarrollaron en el Instituto de Investigaciones Jurídicas del 3 al 5 de octu-
bre de 2000.

En los variados escritos es posible hallar las reformas penales de ese periodo en el
ambiente federal, pero el lector también descubre muestras de aflicción de los penalistas
que participaron en dichas Jornadas.

El trabajo fue elegido porque los autores que participan en la obra colectiva go-
zan de autoridad dentro del sistema penal de nuestro país. Los comentarios sobre las
reformas penales en el ámbito federal, y otras de la misma índole efectuadas en el
ambiente estatal, se abordarán en otro momento y en otro lugar. En esta ocasión,
solamente se hacen algunas consideraciones que se refieren a la pena, pues ésta cons-
tituye el carácter diferenciador del derecho penal.

Un tema recurrente en las diversas ponencias de aquellas Jornadas es la nefasta
tendencia a endurecer la represión penal,154 pues a ciegas se agravan las penas para impresio-
nar a la sociedad.155 Los lamentos de los penalistas mexicanos versan sobre un argu-
mento contra esa funesta tendencia, el endurecimiento de la represión penal es inútil

1. La pena, ejercicio del poder

E

SUMARIO: 1. La pena, ejercicio del poder; 2. Delitos electorales y penas, faltas
y sanciones.

153 Sergio García Ramírez y Leticia A. Vargas Casillas: Las reformas penales de los últimos años en México (1995-2000),
México, UNAM, 2001.

154 Luis Fernández Doblado: Reformas penales sustantivas, Las reformas penales..., Ob. Cit., p. 52.
155 Olga Islas de González Mariscal: Reforma penal sustantiva, Las reformas penales..., Ob. Cit., p. 15
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para resolver los problemas que plantea el sistema penal. Pero, las expresiones del
mismo son variopintas, conviene detenerse a conocer algunas de ellas:

De que sirven las punibilidades de sesenta o setenta años, si los delincuentes andan libres, con la
certeza de que nunca van a ser capturados. Lo que aniquila al sistema penal, es la impunidad

generada por la ineptitud y la corrupción.156 Olga Islas de González Mariscal.

Es un error que el legislador pretenda resolver la impunidad y la falta de seguridad jurídica acudiendo

al camino fácil del aumento de penas.157 Raúl González–Salas Campos.

Como si el endurecimiento de la represión penal “fuera el ancla salvadora de la incontenible

inseguridad y elevado índice delictivo que nos lacera.”158 Luis Fernández Doblado.

El endurecimiento de la ley penal y la alteración del sistema procesal de garantías son respuestas tan

frecuentes como estériles a los problemas que plantea la inseguridad jurídica.159 Sergio García
Ramírez.

La pena de prisión hasta por 60 años, es atentatoria de los derechos de todo recluso, sobre todo si se
tiene en cuenta que el fin de la misma,... es la readaptación social. Una persona que llegue a los 18
años de edad a la penitenciaría saldrá, si se le aplica la pena máxima, a los 78. Planteamiento absurdo

e inhumano...160 Antonio Sánchez Galindo.

Y si se sigue pensando que el derecho penal es la “panacea”, creyendo falsamente que endureciendo

sus medidas se le hará más eficaz, no tardará el momento en que dicho instrumento perderá toda su
credibilidad y seguirá siendo sólo un instrumento ineficaz más, que cumplió una función
simbólica...161 Moisés Moreno Hernández.

De igual manera, el límite máximo previsto legalmente para la pena de prisión, se incrementó en
más del doble, lo cual refleja la crisis del sistema de justicia penal y la desesperación por parte del

legislador al acudir a la respuesta más simple, pero que compromete de mayor manera al sistema de
justicia penal mexicano,...162 Raúl Plascencia Villanueva

Al escuchar tales expresiones, la primera reflexión que irrumpe es respecto a la
figura del jurista veracruzano Fernando de Jesús Corona que se agiganta en la historia,

156 Idem.
157 Raúl González–Salas Campos: Las reformas al Código Penal de los últimos cinco años en México, Las reformas penales...,

Ob. Cit. p. 39.
158 Luis Fernández Doblado. “Reformas penales sustantivas”, Las reformas penales..., Ob. Cit., p. 52.
159 Sergio García Ramírez: Consideraciones sobre la reforma procesal penal en los últimos años, Las reformas penales...,

pp.58–59.
160 Antonio Sánchez Galindo: Derecho Penal Ejecutivo, Las reformas penales..., Ob. Cit., p. 103.
161 Moisés Moreno Hernández: Política criminal frente a la delincuencia, Las reformas penales..., Ob. Cit., p. 167.
162 Raúl Plascencia Villanueva: Procu-ración de justicia y reforma penal, Las reformas penales..., Ob. Cit., p. 189.
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163 Eugenio Raúl Zaffaroni: Derecho Penal, Parte General, México, Editorial Porrúa, 2001, p. 43.

pues en 1868 fue capaz de conseguir la desaparición de los delitos contra la religión,
como era lógico en su marco político, y la abolición de la pena de muerte en el Código
penal para Veracruz, que lleva su nombre. En aquella lejana legislación penal liberal la
pena máxima de prisión fue de diez años.

Al argumento de la inutilidad del endurecimiento de la represión penal, nuestra
reflexión agrega que tal endurecimiento también es un mal innecesario. Sobre todo

...teniendo en cuenta que la pena es una coerción que impone una privación de derechos o un dolor
y que no repara ni restituye ni tampoco detiene las lesiones en curso ni neutraliza los peligros

inminentes.163

La pregunta que mueve a considerar nueva y detenidamente la obra citada, se plan-
teó del siguiente modo: ¿Es posible reducir el problema represivo del Estado al hecho de
“endurecer” o “ablandar” las penas? En el fondo, la cuestión esencial consiste en aclarar
el objetivo del derecho penal.

Con esta cuestión, no se pone en duda el principio de que todo delito es merece-
dor de pena, pero sí que ésta no es el remedio o la solución general para cualquier
conflicto. De hecho, no lo es para ningún conflicto. La crítica criminológica de finales
del siglo pasado, consistió en afirmar que las penas están pérdidas, es decir, que no
solucionan nada, aunque puedan absolver los conflictos dejándoselos al tiempo o zan-
jar cualquier cuestión mediante la destrucción del ser humano recluido en una jaula
por la comisión de un delito o, lo que es peor, por la supuesta comisión de un delito.

Aun no está lejos la época en que se concibió al Estado como esencialmente
represivo con sus funciones de dominio y coacción: un aparato político–militar, con la
misión de servir de máquina de opresión al servicio de la clase dominante y contra la
clase dominada y explotada. Por ello, fue un largo periodo en el cual el objetivo se
centró en la aniquilación del Estado.

Hoy por hoy algunas voces juzgan que la abolición del Estado fue pura ilusión y,
en consecuencia, admiten su rostro represivo como conforme a su existencia, ampa-
rándose en la idea de que la pena es un bien para alguien, pese a lo cual no puede dejar
de reconocerse que la pena es un mal, pues priva de bienes jurídicos.

Por fortuna, otras voces –más inteligentes– difieren de aquellos y denuncian, in-
cansablemente, que dicha caracterización pertenece al Estado de policía –Estado que se
separa del pueblo, que se instaura en un plano superior, revestido de poderes militares
y policíacos, y centrado en torno a una persona o a una oligarquía– que es la antítesis
exacta del Estado democrático de derecho. Sin embargo, la verdad es que ambos coexis-
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ten o compiten en la realidad, pero el primero es el que debe ser abolido para que
prevalezca el segundo.

En concreto, el delito es una ofensa dirigida contra la víctima, el sujeto pasivo del
delito, y contra aquellos con quienes la victima se identifica. De aquí que, la reacción al
delito sea la venganza o dicha respuesta constituya la búsqueda de la reconciliación
entre el victimario y la víctima como alternativa a la venganza.

Se viven tiempos en que es necesario abandonar la idea de que el sujeto activo del
delito debe pagar el tributo al Estado por haber realizado los supuestos jurídicos de la
ley penal, por haber infringido la norma antepuesta al tipo y haber afectado, por lesión
o por peligro, el bien jurídico penalmente tutelado.

Los tiempos que se viven reclaman del derecho penal precisamente la protección
de los bienes jurídicos, la tutela de lo suyo de cada cual, o, dicho lo mismo en términos
generales, la defensa de los Derechos Fundamentales del ser humano. Si se reprime al
victimario y no se repara el daño causado al sujeto pasivo del delito, ¿Cómo quedan los
derechos objetivos y concretos de la víctima? En efecto, ella es quien tiene el título del
bien jurídico afectado, sea por lesión o sea por peligro. La víctima es la gran olvidada de
los procesos penales, porque en cada caso el Estado de  policía le expropia su conflicto.

Sergio García Ramírez conoce o intuye el problema cuando afirma:
Los modernos códigos estatales mencionados [Guerrero, Morelos y Tabasco]

constituyen buenos modelos para la reforma procesal penal... Entre las novedades más
relevantes se cuentan el régimen de reparación del daño [a la víctima] –que cesa de ser
pena pública, y se reclama, en consecuencia, por el ofendido como actor principal y
por el Ministerio Público, como actor subsidiario necesario...

No obstante, la novedad no es tal, sino que se trata de un retorno a la experiencia
de 1871 y su consecuente fracaso. En efecto, el Código penal de Antonio Martínez de
Castro para el Distrito Federal y para toda República en materia federal, considerán-
dolo el mejor de los sistemas, en aquel año independizó la responsabilidad penal de la
civil y entregó la reparación del daño al particular ofendido, como cualquier otra ac-
ción civil, siendo renunciable, transigible y compensable.164

Fernando García Cordero, en la obra que ocupa nuestra atención, escribe loas a
la Victimología y dedica su comentario a un nuevo capítulo en el Código Penal para el
Distrito Federal dedicado a las víctimas o a los ofendidos por algún delito. Pero, con-
cluye diciendo:

El esfuerzo no deja de tener sus méritos propios, sin embargo, la redacción del numeral [artículo 9]
refleja una técnica legislativa carente al mismo tiempo de metodología técnica y formal. El texto del

164 Cf. Raúl Carranca y Trujillo: Derecho Penal Mexicano, Parte General, México, Editorial Porrúa S.A, 1976, p. 616.
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artículo es demasiado extenso, su temática se encuentra en desorden, hay repeticiones innecesarias
y conduce a un resultado lamentable: dificulta la comprensión cabal del tema reglamentado.165

Sin embargo, estos autores perciben que los mejores esfuerzos en materia penal
se están haciendo en las entidades federativas, comprendiendo en ellas al Distrito Fe-
deral. Por esto, la atención se vuelca hacia el Estado federado de Veracruz de Ignacio
de la Llave y sus penalistas, con el propósito no de descalificar lo que se ha hecho166

–que ya habrá tiempo para calificarlo– sino para rescatar la orientación de las refor-
mas en materia penal. Éstas no pueden ser un maquillaje populista para el rostro
represivo del Estado de policía.

Sergio García Ramírez, en relación con la Constitución Política de México, expli-
ca que las numerosas reformas incorporadas en una Constitución teóricamente rígida
y prácticamente flexible tuvieron que ver sobre todo con la asunción y la distribución
del poder político, por un lado, y con los programas y las garantías sociales, por el otro.
Lo primero se advierte en las copiosas reformas vinculadas con la ciudadanía, los
partidos políticos, el régimen electoral, la división de poderes, las relaciones entre la
Federación y los estados y entre éstos y los municipios, y otras cuestiones colindantes.
Lo segundo se observa en los constantes cambios sobre el sistema económico, laboral
y agrario, y en la adición de nuevas garantías sociales, derecho al cuidado de la salud,
derecho al trabajo, derecho a la vivienda, etcétera.

Sin embargo, el mismo autor destaca las reformas de los últimos años al régimen
constitucional de justicia penal. Lo cual es plausible, pues la institución de la pena es
un acto de poder, su “endurecimiento” o su “ablandamiento” también son ejercicio
del poder político. De aquí que precisar el concepto de pena implique examinar la
función política del derecho penal, lo que no es posible sin profundizar la idea de
Estado de policía y Estado de derecho.

De cara al paradigma de Estado de policía, modelo de estado en que un grupo,
clase o segmento dirigente encarna el saber acerca de lo que es bueno y posible y su
decisión es ley, las reformas penales deben plantear el paradigma del Estado de dere-
cho en el cual  lo bueno y lo posible lo decide la mayoría, respetando los derechos de
las minorías, para lo cual ambas necesitan someterse a reglas –establecidas con ante-
rioridad– que son más permanentes que las decisiones transitorias. Sometimiento a la
ley no es sinónimo de obediencia al gobierno.

165 Fernando García Cordero: Reformas procesales penales (últimos cinco años), Las reformas penales..., Ob. Cit. pp. 79-84.
166 Cf. María del Pilar Espinosa Torres. «El nuevo Código Penal de Veracruz» Letras Jurídicas: Revista de los investigadores

del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Veracruzana, Año 4, N° 8, Instituto de Investigaciones
Jurídicas, Julio–Diciembre 2003, pp. 293-305. “Respecto al endurecimiento de la penas...se incrementó la pena de
prisión a un máximo de 50 años en lugar de los 30 en el código ahora abrogado” El 1 de octubre, el Congreso del
Estado reforma este nuevo código para incrementar la pena de prisión a 70 años en algunos supuestos.
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En el modelo de Estado de policía se presupone que la conciencia de lo bueno
pertenece  al grupo hegemónico y, por lo tanto, se inclina hacia un derecho al servicio
de la divinidad, de la clase, de la casta, del estado o de cualquier otro mito. En cambio,
en el modelo de Estado de derecho, se presupone que la conciencia de lo bueno perte-
nece a todo ser humano por igual y, por lo tanto, se inclina a favor de un derecho al
servicio del ser humano.

El Estado de policía es paternalista: considera que debe castigar y enseñar a sus
súbditos y tutelarlos incluso frente a sus propias acciones autolesivas. En cambio, el
Estado de derecho es fraterno: debe respetar a todos los seres humanos por igual,
porque todos  tienen una conciencia que les permite conocer lo bueno y lo posible, y
cuando articula decisiones conflictivas debe hacerlo de modo que afecte lo menos
posible la existencia de cada uno conforme a su propio conocimiento.

Los penalistas veracruzanos tienen historia que aportar. Baste recordar a quienes,
durante la década de los años 40s del siglo pasado, se agruparon bajo la denominación
de “Orientación”, para procurar nuevos rumbos de avance intelectual y de renovación
constante y que trabajaron con denuedo buscando la realización de Un nuevo derecho
penal en Veracruz en torno al liderazgo del conspicuo maestro Celestino Porte–Petit
Candaudap.167

En nuestros días, el Estado mexicano necesita una orientación nueva para sus
reformas penales. El reclamo es, no por otro “nuevo derecho penal”, sino por un dere-
cho penal de talante democrático. El cual exige otra reforma de Estado, pues dicho dere-
cho penal solamente puede tener lugar en un Estado constitucional de derecho, a
sabiendas de que el Estado de policía jamás desaparecerá del todo.

2. Delitos electorales y penas,
faltas y sanciones

El frondoso árbol del Derecho muestra al mundo jurídico sus nuevas ramas. Una de
ellas es el Derecho electoral. Sin embargo, la metáfora de la “rama y el árbol” tan útil
para indicar el parentesco de todas las ramas jurídicas entre sí y su común derivación
de principios metodológicos aplicables a todas las ramas de la “Ciencia del Derecho”
se vuelve un obstáculo a la hora de distinguir.

167 Luis Jiménez de Azúa: El nuevo derecho penal, Escuelas y códigos del presente y del porvenir, Madrid, Editorial Paez–
Bolsa, 1929. Ver también: P. DORADO. Bases para un nuevo derecho penal, Barcelona, Editado por Sucesores de
Manuel Soler, s/año de edición.
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Por ejemplo, se ha dicho que el carácter diferenciador del Derecho penal es la
coerción penal y la pena, en sentido estricto, es la manifestación de dicha coerción.168

Pero, ¿Cuál es el carácter diferenciador del Derecho electoral?, ¿La regulación de “...los
procesos mediante los cuales el pueblo elige a sus gobernantes”?169

El objetivo de este apartado consiste en aclarar la expresión “delitos electorales” y
en distinguir los delitos de las faltas administrativas y sus sanciones. La hipótesis de
trabajo, que sirve como punto de partida, es la siguiente: En el estado que guardan
actualmente las cosas en el sistema jurídico mexicano, los llamados “delitos electora-
les” son materia penal y no son materia electoral. En cambio, las faltas administrativas
son materia electoral.

Si la afirmación no es de Perogrullo se debe a una circunstancia: La caracteriza-
ción de tales delitos se encuentra atada históricamente con el punto de las faltas admi-
nistrativas y sus sanciones. Pues como bien observa Francisco Javier Barreiro Perera:

Debemos señalar... que durante nuestro largo proceso legislativo en materia electoral, los delitos
electorales y las faltas administrativas se han comportado como un buen matrimonio.170

La importancia de la aclaración y de la distinción manifestada se destaca cuando
el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha fijado una tesis en el sentido
de que las normas que establecen tales delitos son materia electoral para los efectos del
procedimiento relativo a la acción de inconstitucionalidad.

El argumento del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en
afirmar que las normas generales electorales no sólo son las que establecen el régimen
normativo de los procesos electorales propiamente dichos, sino también las que, aun-
que contenidas en ordenamientos distintos a una ley o código electoral sustantivo,
regulan aspectos vinculados directa o indirectamente con dichos procesos o que de-
ban influir en ellos de una manera o de otra. Uno de los ejemplos que la tesis señala son
los delitos y las faltas administrativas y sus sanciones.

¿Quién puede dudar del vínculo directo que existe entre delitos electorales y el
proceso electoral?, ¿Acaso no la mayoría de los tipos penales describen acciones que
ocurren dentro de alguna de las etapas del proceso electoral? Esto es cierto, pero ¿Esa
tipificación influye en los procesos electorales? La existencia de éste vínculo no puede
transformar –cambiar la forma– de la materia penal en materia electoral, aunque sólo
sea para los efectos del procedimiento de la acción de inconstitucionalidad.

168 Eugenio Raúl Zaffaroni: Manual de Derecho penal, Parte General, México, Editorial Cárdenas, 1997, pp. 56 y ss.
169 Santiago Nieto Castillo: La interpretación de los órganos electorales. Interpretación del derecho y criterios de interpretación

en materia electoral, México, Editado por el Instituto Electoral de Querétaro, 2002, p. 82.
170 F.J. Barreiro Perera: Derecho Penal Electoral (Resumen del Diplomado en Derecho Electoral), Tribunal Electoral del

Poder Judicial de la Federación, Junio de 1999, sin nota de edición, p. 4.
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Una cosa distinta es afirmar que en el ámbito federal la Fiscalía Especializada
para la atención de Delitos Electorales, institución dependiente de la Procuraduría
General de la República, vela por los procesos democráticos de nuestro país.171

Pero que la Fiscalía se encuentre en vigilia durante los procesos electorales no hace
electoral a la materia penal.

¿Los delitos electorales deben estar incorporados al Código penal o integrados a
la legislación electoral?172 En México, tanto en el ambiente federal como local, los
legisladores han resuelto la interrogante anexando los delitos electorales al Código
penal. Se trata de una cuestión de política legislativa

¿Qué es técnicamente lo mejor, que los delitos electorales estén el Código penal o
en una ley penal especial?173 O los delitos electorales son materia de la legislación
electoral y, por tanto, deben retornar a ella. O tales delitos no son materia de dicha
legislación y, por ende, se deben quedar en el Código penal (que es el estado actual de
las cosas).

El perito en leyes penales tendrá la respuesta a la mano. En realidad, desde su
punto de vista, no hay problema, pues el Código penal y las leyes penales especiales
son componentes del Derecho penal común u ordinario. Si los delitos electorales re-
tornan a la ley electoral simplemente se estará constituyendo una ley penal especial y
las leyes penales especiales remiten a la parte general del Código penal.

¿La ubicación de los delitos electorales en el Código penal obedecería al clamor
por volver a la codificación penal? Lo que ha ocurrido es que en los últimos años se
han multiplicado las leyes penales especiales y se ha llegado a sostener que existen más
delitos fuera que dentro de los códigos penales, pero esto podría ser solamente un
prurito racionalista.

No parece que sea por aquí el asunto. La tipificación penal de una cantidad de
conflictos electorales parecía ofrecer materia para un Derecho penal especial. La
criminalización de tal cantidad de conductas conflictivas no es una ingenuidad.

Se ha caracterizado el «delito electoral» como aquel ilícito electoral que es suscep-
tible de ser sancionado con una pena. Y, la «falta administrativa» como el ilícito electo-
ral que es sancionado con una sanción administrativa. Esto es verdad, pero exige aproxi-
marse a la caracterización para lograr una mejor observación: por principio, el ilícito

171 Cf. María de los Ángeles Fromow Rangel: «La Procuración de Justicia Penal Electoral: retos y perspectivas» Revista
de Cultura Democrática: Diversa, Órgano de Difusión del Instituto Electoral Veracruzano: N° 5, marzo, 2002, Xalapa,
Veracruz, México, pp. 58–66.

172 El autor hace por primera vez el replanteamiento del problema en el Seminario de Estudio y Revisión de la Normatividad
Electoral de Veracruz (9 al 21 de julio de 1999) cuando la entonces Comisión Estatal Electoral le invitó a participar
abordando el tema Delitos Electorales, Faltas y Sanciones Administrativas.

173 Cf S. Sergio García Ramírez: Derecho Penal, México, Editorial McGraw–Hill, 1998, p.25.



La autoridad en el Proceso Electoral Local 149

electoral puede tener una sanción administrativa y también ser susceptible de ser san-
cionado con una pena. Sin embargo, la índole de la caracterización tiene un carácter
definitivo para distinguir el delito electoral de la falta administrativa.

En el desarrollo del tema es necesario recordar la noción elemental de sanción
jurídica. La sanción puede ser definida como la consecuencia jurídica que el incumpli-
miento de un deber produce en relación con el obligado.174 Atendiendo a su finalidad
las sanciones pueden ser:

• El cumplimiento forzoso, cuyo fin consiste en obtener coactivamente la norma
infringida;

• La indemnización que tiene como fin obtener del sancionado una prestación
económicamente equivalente al deber jurídico primario y no cumplido; y

• La pena o castigo, cuya finalidad inmediata es causar una aflicción.
No persigue el cumplimiento del deber jurídico primario ni la obtención de pres-
taciones equivalentes.

El «delito electoral» tiene como consecuencia jurídica la pena o castigo, se trata de
causarle al autor una aflicción. En cambio, la «falta administrativa» tiene como conse-
cuencia la reparación del daño causado que puede adoptar la forma del cumplimiento
forzoso, la forma de la indemnización o una forma compleja (por ejemplo, cumplimien-
to más indemnización).

El fondo de la cuestión se descubre indicando que tanto la legislación penal como
la electoral tienen como finalidad la seguridad jurídica. Es decir, una y otra, pretenden,
objetivamente, proteger bienes jurídicos y, subjetivamente, darle la certeza al sujeto
destinatario de la ley de que puede disponer de tales bienes.

En términos muy generales, los bienes jurídicos son valores fundamentales en la
sociedad y pueden entenderse como los derechos inherentes a la persona humana:
derecho a la vida, derecho a la libertad, derecho a la propiedad, derecho al honor,
derecho a la administración de justicia, derecho al trabajo, derecho a la vivienda, dere-
cho al descanso, derecho a un medio ambiente sano.

La pregunta importante, aquí y ahora, es: ¿cuáles son los bienes jurídicos prote-
gidos por la ley en materia electoral? Si se acepta la noción del párrafo anterior y se
está a lo que establece el artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos del
Hombre, entonces se descubren los bienes jurídicos protegidos por la ley en materia
electoral:

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país directamente
o por medio de representantes libremente escogidos.

174 Eduardo García Maynez: Introducción al estudio del Derecho, México, Editorial Porrúa, 1965, p. 295.
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2. Toda persona tiene derecho al acceso, en condiciones de igualdad, a las funcio-
nes públicas de su país.

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta
voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de cele-
brarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u
otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.

Sin embargo, los tipos penales no protegen derechos subjetivos, es decir, declara-
ciones de derechos en abstracto sino que cada tipo penal protege derechos objetivos,
derechos en concreto. De aquí que se vuelve un imperativo conocer cuáles son los
bienes jurídicos penalmente tutelados y quiénes son los titulares de tales bienes. En
materia penal, el sujeto pasivo del delito es el titular del bien jurídico penalmente tutelado.
La conducta delictiva afecta tales bienes, por lesión o por peligro, causando alarma
social.

La legislación penal se ocupa y se ha ocupado de enunciar los bienes jurídicos
contra los que atentan las conductas descritas en los tipos delictivos. La evolución
legislativa en Veracruz y en materia de derecho penal electoral muestra los siguientes
ejemplos:

En Veracruz, el Código penal de 1835  comienza su Segunda Parte tratando De
los delitos contra la sociedad, su Titulo I se denomina “De los delitos contra la ecsistencia
política de la Federación y del Estado y contra las leyes fundamentales” y la Sección III se
llama “De los delitos contra la libertad y legalidad de las elecciones populares”.

El Código penal de 1869, el célebre Código “Corona”, también trata el tema en el
Libro Segundo, De los delitos contra la sociedad, su Título I es “De los delitos contra la
Federación y contra el Estado” y el Capítulo IV de este Título se nombra “Delitos contra
la libertad y legalidad de las elecciones”.

El Código penal de 1896 aborda el tema en su Libro Tercero, De los delitos en
particular, Título Décimo “Atentados contra las garantías constitucionales”, Capítulo I
“Delitos cometidos en las elecciones populares”.

En el Código de Defensa Social de 1944 y en los Códigos penales de 1948 y de
1980 ya no aparece el asunto de los Delitos electorales. Sin embargo, es en este último,
y en 1994, que se integra  el Título XVII denominado “Delitos contra la función electo-
ral” y se compone de dos Capítulos, el primero de los cuales se llama: “De los delitos
electorales”. Planteamiento que se repite en el Código Penal vigente a partir del 1 de
enero de 2004.

La tutela de los bienes jurídicos es una noción cara a los penalistas, como que se
trata de la razón de ser de la ley penal. Sin embargo, cuando se aplica la pena, toda la
fuerza de su coerción está encaminada al sujeto que delinquió para que no vuelva a
delinquir. En el caso de los delitos electorales se emplea la prisión (que implica sus-
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pensión de derechos políticos), la multa y la suspensión de derechos políticos (sin
prisión) y estas penas siempre tienen lugar respecto del sujeto activo del delito.

El penalista insiste mucho y siempre insistirá en la protección de los bienes jurídi-
cos, pero la legislación penal parece desentenderse de los bienes jurídicos concreta-
mente afectados.

Cuando un sujeto sufre una lesión, el Estado se preocupa de sancionar al autor, pero se olvida casi
por completo del sujeto pasivo, el que debe reclamar su reparación por vía civil, dentro o fuera del

proceso penal y, en el mejor de los casos, obtenerla cuando el autor sea solvente.175

En materia de Derecho penal electoral las cosas no son distintas, ocurre lo mismo.
Por una parte, se afirma que el Código penal está tutelando la “función electoral”
[entiéndase la organización, desarrollo y vigilancia de los procesos electorales] y los
correspondientes derechos a votar y a ser electo y, por otra, los ciudadanos mexicanos
no están recibiendo concretamente protección alguna de sus bienes jurídicos a través
de la aplicación del Derecho Penal. Sus conflictos sencillamente le son expropiados
por el Estado. La legislación punitiva está cumpliendo un cometido de puro “control”
o contención, que facilita su instrumentación como arma de marginación y de
estigmatización.

Este instante de la presentación es crucial, pues quienes hayan seguido el hilo
del discurso pueden estar suponiendo que la propuesta consistirá en que los delitos
electorales se califiquen como “delitos graves” en virtud de que afectan valores fun-
damentales. Aquellos que hayan efectuado esa inferencia se encuentran en un craso
error, pues lo que se pone en evidencia es que tan extenso catálogo de conductas
tipificadas como “delitos electorales” son conflictos que están exigiendo medios prác-
ticos de solución.

Muchos de estos conflictos no deben estar criminalizados. ¿Cuántos y cuáles de
ellos son faltas que reclaman una sanción administrativa?. Los sujetos pasivos del ilíci-
to electoral pueden quedar más satisfechos con la restauración del orden jurídico alte-
rado, mediante el cumplimiento forzoso del deber incumplido o la indemnización, que
con la imposición de penas que les expropian sus bienes jurídicos. Esto es, con sólo
causarle un dolor a quien no cumplió con un deber primario, generalmente cuando el
proceso electoral está concluido y nada modifica la aplicación de esa aflicción.

175 Eugenio Raúl Zaffaroni. Ob. Cit. p. 69.
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El Código penal todavía ofrece y ofrecerá resistencia para la flexibilidad de sus
sanciones. Por esto, lo que se propone es que las conductas enlistadas pasen al Código
electoral, lo cual hará posible una revaloración de dichas conductas y más de una
podría quedar como “falta administrativa” y aquellas que queden como “delitos” po-
drían tener conectadas una pluralidad de sanciones que hoy no admite el Código pe-
nal (Por ejemplo, cursos de capacitación política o servicios a la comunidad)176 o, lo
que sería más importante, que la pena –además del castigo– consistiera en una repara-
ción extraordinaria del daño causado.

La protección de los derechos de la víctima en materia electoral exige que, si
alguien comete un delito electoral, se le aplique una pena  que tenga como finalidad la
reforma del penado y su readaptación social, pero también que se corrijan los comicios
afectados por el delito cometido.

La rigidez de las penas impuestas a los delitos electorales tiende a caer en la
ficción y a eludir el conflicto.

176 José María Rico: Las sanciones penales y la política criminológica contemporánea, México, Editorial siglo XXI, 1979.
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